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PROYECTO DE LEY 

121/000121 Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social. 

La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy, 
ha adoptado el acuerdo que se indica respecto al asunto 
de referencia: 

(121) Proyecto de ley. 

12 u000 12 1. 

AUTOR: Gobierno. 

Proyecto de Ley de Medidas Fiscales, Administrativas 
y de Orden Social. 

Acuerdo: 

Encomendar Dictamen, conforme al artículo 109 del 
Reglamento, a la Comisión de Econom'a, Comercio y 
Hacienda. 
Asimismo, publicar en el Boletín, estableciendo plazo 
de enmiendas a la totalidad hasta el día 19-10-95 y al ar- 
ticulado hasta el día 28-10-95. 

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publica- 
ción de conformidad con el artículo'97 del Reglamento 
de la Cámara. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 10 de octu- 
bre de 1995:-P. D., El Secretario General del Con- 
greso de los Diputados, Ignacio Astarloa Huarte- 
Mendicoa. 

PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS FISCALES, 
ADMINISTRATIVAS Y DEL ORDEN SOCIAL 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

La consecución de los objetivos de política econó- 
mica recogidos en la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado para 1996, hace necesaria la adopción de un con- 
junto de medidas, en los distintos sectores en que se de- 
senvuelve la actividad estatal, que coadyuven eficaz- 
mente al cumplimiento de aquellos fines. 

En consonancia con dicho propósito, la ley contiene 
medidas de carácter fiscal, modifica diversos aspectos 
de los regímenes jurídicos de la Seguridad Social, del 
personal al servicio de las Administraciones públicas y 
de Clases Pasivas del Estado, e introduce innovaciones 
de diversa naturaleza y alcance, en la gestión, organiza- 
ción y actuación administrativas. 

En el orden tributario, destaca la reforma en el Im- 
puesto sobre el Valor Añadido que tiene por objeto la 
adecuación de su normativa reguladora a las directrices 
comunitarias fijadas por la Directiva 95/7/CE, de 10 de 
abril de 1995, al tiempo que se corrigen defectos técni- 
cos puestos de manifiesto en la aplicación de la Ley re- 
guladora del Impuesto. 

Como disposición común a los sujetos pasivos del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y del 
Impuesto sobre sociedades, procede a dar cumplimiento 
a la previsión contemplada en la disposición adicional 
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sexta de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arren- 
damientos Urbanos, arbitrando por vía fiscal, un meca- 
nismo de compensación en el Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas o en el Impuesto sobre Socieda- 
des, según corresponda, para aquellos arrendadores que, 
por aplicación de la disposición transitoria segunda de 
la ley citada, se vean privados de la facultad de actuali- 
zar las rentas de determinados arrendamientos en fun- 
ción de las circunstancias concurrentes en la persona de 
los arrendatarios y previstas en la ley. 

Como medidas de estímulo a las pequeñas empresas y 
trabajadores se incorpora una regla específica de diferi- 
miento de los rendimientos derivados de la percepción de 
las prestaciones por desempleo cuando son percibidas por 
socios de cooperativas y de sociedades anónimas labora- 
les y se procede a la reducción del neto de las actividades 
en régimen de signos, índices o módulos de 7 3  por 100, 
en línea con actuaciones similares de años anteriores. 

Finalmente, dado que los trabajos de revisión catas- 
tral siguen su curso, se considera de gran importancia 
unificar, a efectos de la imputación de rendimientos de- 
rivados de la utilización de bienes inmuebles urbanos de 
uso propio, la base de referencia, que pasará a estar 
constituida por el valor catastral, prescindiendo, así, de 
la referencia al valor de adquisición. 

También en el ámbito fiscal, se introducen una serie de 
medidas diseñadas en el marco del Plan de Lucha contra 
el Fraude adoptado por el Gobierno de la Nación. A éstos 
efectos, se establece la obligación de reflejar la Referen- 
cia Catastral en todos los documentos públicos o priva- 
dos, en los que consten los actos y negocios de trascen- 
dencia real que afecten a bienes inmuebles, al igual que 
en las inscripciones y anotaciones que deban practicarse 
en el Registro de la Propiedad; tal exigencia es básica 
para evitar el fraude en el sector inmobiliario, al permitir 
comparar la documentación relativa a bienes inmuebles 
manejada por las distintas Administraciones Públicas. 

Al tiempo, el incumplimiento de tal obligación se 
configura como infracción tributaria simple y se esta- 
blecen mecanismos de cooperación entre los Notarios, 
los Registros de la Propiedad y la autoridad'tributaria, 
encaminadas a la verificación de la certeza de las Refe- 
rencias contenidas en los documentos y asientos, así 
como a la obterición de información sobre tales instru- 
mentos e inscripciones por la Administración. 

En definitiva, estas medidas facilitarán la investiga- 
ción, inspección y comprobación de aquellas transac- 
ciones y alteraciones de todo orden referidas a los bie- 
nes inmuebles que tienen transcendencia tributaria, fa- 
voreciendo el cumplimiento efectivo de las obligacio- 
nes fiscales. 

En el orden social, se llevan a cabo diversas reformas 
en los ámbitos organizativo y de la acción protectora de 
la Seguridad Social, con el fin de mejorar la gestión del 
sistema, amén de introducir mejoras técnicas en diver- 
sos artículos del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social. 

Entre las normas administrativas recogidas en la Ley, 
en lo que se refiere al personal al servicio de las Admi- 

nistraciones Públicas, se incluyen normas relativas al 
régimen retributivo de los funcionarios de la Adminis- 
tración de Justicia, al igual que se modifican diversos 
artículos y disposiciones del texto refundido de la Ley 
de Clases Pasivas del Estado, tendentes tanto a la deli- 
mitación del alcance de los derechos pasivos en favor 
de ciertos beneficiarios, como a la superación de difi- 
cultades de interpretación de algunos preceptos. Por Ú1- 
timo se introducen reformas en la Ley 17/1989, de 19 de 
julio, reguladora del régimen militar profesional, enca- 
minadas a la adecuación de aspectos de la misma a la 
legislación general de función pública. 

El Título IV de la Ley se ocupa de acoger un con- 
junto de normas de gestión y organización administra- 
tiva encaminadas a la mejora en el funcionamiento de 
los Entes que integran el Sector Público Estatal, contri- 
buyendo con ello a la disminución del déficit. 

Así, entre las normas de carácter financiero, se in- 
cluye la regulación de la gestión de los créditos cofi- 
nanciados por la Comunidad Europea y de los ingresos 
procedentes del Fondo de Cohesión; la reforma de de- 
terminados artículos del texto refundido de la Ley Ge- 
neral Presupuestaria para adecuarlos a la nueva Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas, así como 
para facilitar la utilización de los medios infonnáticos y 
telemáticos en el ejercicio de la función interventora y, 
en fin, la modificación de la Ley reguladora de las Ha- 
ciendas Locales para adoptar su régimen de fiscaliza- 
ción del gasto al existente para la Administración del 
Estado, y precisar los mecanismos de vigilancia y con- 
trol del endeudadamiento de tales Corporaciones. 

Entre las de naturaleza organizativa, se incluye la 
modificación del régimen regulador de diversos Orga- 
nismos, siendo destacable la reforma de las normas es- 
tatutarias del Instituto de Crédito Oficial, a fin de mo- 
dernizar su estructura para el mejor cumplimiento de los 
fines que tiene atribuidos. 

Culmina la Ley con una serie de disposiciones refe- 
ridas a la .actuación administrativa en muy diversos 
campos, medidas cuya finalidad última se halla en favo- 
recer la racionalización y eficaz prestación de los servi- 
cios públicos, así como potenciar la competitividad de 
la econom'a española, de acuerdo con los objetivos de 
convergencia con las economías de los Estados comuni- 
tarios fijados por el Gobierno. 

Así, se introducen importantes reformas en la regula- 
ción del transporte ferroviario, en conformidad con las 
exigencias de las Directivas comunitarias, distin- 
guiendo el mantenimiento de la infraestructuras de las 
líneas, de la prestación en ellas de los servicios ferro- 
viarios, de modo que la explotación de éstos Últimos 
pueda ser encomendada, en su caso, a empresas distin- 
tas de las encargadas del mantenimiento de aquéllas. 

En materia de aguas, se repercute en los consumido- 
res finales el coste de las obras hidráulicas realizadas 
para asegurar su suministro, con objeto de incentivar el 
ahorro de este recurso, escaso y esencial. 

En la ordenación del suelo, se introducen importan- 
tes reformas, tendentes a hacer mas flexible la regula- 
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ción de los instrumentos de planeamiento, a agilizar y 
simplificar los procedimientos administrativos para su 
adopción, modificación y ejecución, así como a fomen- 
tar la actuación de las Administraciones Públicas com- 
petentes en la materia, todo ello con el fin de aumentar 
la oferta de suelo urbanizable, potenciando, especial- 
mente, la urbanización y edificación de los solares des- 
tinados a viviendas de protección pública y otros fines 
de interés social. 

Por Último, se modifica la regulación de los Colegios 
Profesionales, sujetando plenamente la actuación de los 
profesionales colegiados al principio de libre competen- 
cia, estableciendo que la pertenencia a un Colegio de 
ámbito inferior al nacional permita el ejercicio de la 
profesión en cualquier parte del España y, se suprime el 
establecimiento de honorarios mínimos por los Cole- 
gios respecto de los servicios de aquellos profesionales 
no sometidos a tarifa o arancel. 

El Proyecto de Ley ha sido informado por el Consejo 
Económico y Social, el Consejo de Estado y la Agencia 
de Protección de Datos, respecto a las materias propias 
de su competencia. 

TITULO 1 

NORMAS FISCALES 

CAPITULO 1 

Impuestos Estatales 

SECCION PRIMERA 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 

Artículo. 1. Rentas exentas. 

Uno. La letra c) del apartado uno del artículo 9 de 
la Ley 18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, quedará redactada como 
sigue: 

“c) las pensiones por inutilidad o incapacidad per- 
manente para el servicio del personal de las Administra- 
ciones Públicas que no estuviere incluido en la letra b) 
anterior, siempre que la lesión o enfermedad que hu- 
biere sido causa de las mismas inhabilitare por com- 
pleto al perceptor de la pensión para toda profesión u 
oficio”. 

Dos. Mediante Real Decreto se regulará el procedi- 
miento y la forma en que los perceptores de pensiones 
por inutilidad o incapacidad permanente para el servicio 
deberán acreditar la concurrencia de la circunstancia a 
que se refiere la letra c) del apartado uno del artículo .9 
de la Ley 1811991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas. 

Tres. Sin perjuicio de que la exención prevista en 
el apartado uno de este artículo surta efecto el día de la 
entrada en vigor de esta Ley, hasta tanto no se acredite 
la circunstancia eximente prevista en dicho apartado 
mediante el procedimiento y en la forma que establezca 
el Gobierno, se seguirán practicando las retenciones que 
hubieran sido procedentes de acuerdo con la normativa 
vigente a 3 1 de diciembre de 1995 y las modificaciones 
resultantes de la Ley de Presupuestos para 1996. 

Artículo 2. Rendimientos íntegros de determinados 
bienes inmuebles. 

Con efectos a partir de 1 de enero de 1996, se da 
nueva redacción a la letra b) del artículo 34 de la Ley 
18/1991, de 6 de junio, que quedará redactada de la si- 
guiente forma: 

“b) En el supuesto de los restantes inmuebles ur- 
banos, excluido el suelo no edificado, la cantidad que 
resulte de aplicar al valor catastral los porcentajes que a 
continuación se indican: 

- Con carácter general, el 2 por ciento. 
- En el caso de inmuebles cuyos valores catastrales 

hayan sido revisados o modificados, de conformidad 
con los procesos regulados en los artículos 70 y 71 de la 
Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Ha- 
ciendas Locales, y hayan entrado en vigor a partir de 1 
de enero de 1994, el 1,30 por ciento. 

Cuando existan derechos reales de disfrute, el rendi- 
miento computable a estos efectos en el titular del dere- 
cho será el que correspondería al propietario. 

Cuando se trate de inmuebles en construcción y en 
los supuestos en que, por razones urbanísticas, el in- 
mueble no sea susceptible de uso, no se estimará rendi- 
miento íntegro alguno”. 

Artículo 3. Imputación temporal de la prestación por 
desempleo percibida en su modalidad de 
pago único. 

Se añade un apartado siete al artículo 56 de la Ley 
18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas, con la siguiente redacción: 

«Siete. No obstante lo previsto en el apartado uno, 
la prestación por desempleo percibida en su modalidad 
de pago Único de acuerdo a lo previsto en el Real De- 
creto 1044/1985, de 19 de junio, podrá imputarse como 
renta del trabajo regular a cada uno de los períodos im- 
positivos en que, de no haber mediado el pago Único, se 
hubiese tenido derecho a la prestación. Dicha imputa- 
ción se efectuará en proporción al tiempo que en cada 
período impositivo se hubiese tenido derecho a la pres- 
tación de no haber mediado el pago único.» 
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Artículo 4. Reducción del rendimiento neto en esti- 
mación objetiva por signos, índices o mó- 
dulos. 

El rendimiento neto de las actividades a las que re- 
sulte aplicable y por las que no se haya renunciado a la 
modalidad de signos, índices o módulos del método de 
estimación objetiva del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas podrá reducirse en un 7,5 por ciento 
durante 1996. 

El rendimiento neto a que se refiere el párrafo ante- 
rior será el resultante exclusivamente de la aplicación 
de las normas que regulan la modalidad de signos, índi- 
ces o módulos del método de estimación objetiva. 

Esta reducción se tendrá en cuenta a efectos de los 
pagos fraccionados correspondientes al ejercicio 1996. 

Esta reducción será compatible con la prevista en 
el artículo 13, apartado 1, del Real Decreto-Ley 
3/1993, de 26 de febrero, de medidas urgentes sobre 
materias presupuestarias, tributarias, financieras y de 
empleo. 

SECCION SEGUNDA 

Disposiciones comunes al Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas y al 

Impuesto sobre Sociedades 

Artículo 5 .  Compensación por vía fiscal a los arrenda- 
dores que no disfruten del derecho a la re- 
visión de la renta. 

Uno. Los arrendadores de viviendas en los contra- 
tos a que se refiere la disposición transitoria segunda de 
la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamien- 
tos Urbanos, en tanto éstos subsistan, y que por aplica- 
ción de la regla 7" del apartado 11 de la disposición tran- 
sitoria segunda de dicha Ley no disfruten del derecho a 
la revisión de la renta, podrán deducir de la cuota ínte- 
gra del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
o del Impuesto sobre Sociedades, según corresponda, el 
20 por ciento de la diferencia entre la renta actualizada 
que teóricamente se hubiese devengado en cada ejerci- 
cio de no existir impedimento para la revisión y la renta 
realmente devengada. 

Lo dispuesto en el apartado anterior no será 
de aplicación a las viviendas arrendadas no acogidas a 
regímenes de protección oficial que sean propiedad de 
entes públicos. 

La aplicación del beneficio a que se refiere el 
apartado uno anterior exigirá que el arrendador hubiese 
dado cumplimiento a la obligación prevista en el apar- 
tado 3 de la disposición adicional sexta de la Ley 
29/1994, de 24 de noviembre, de Ail~iit . .  -'-+w Urba- 
nos. 

Lo dipuesto en este artículo será de aplica- 
ción para los períodos impositivos que finalicen a partir 
de 1 de enero de 1995. 

Dos. 

Tres. 

Cuatro. 

Cinco. El Ministerio de Obras Públicas, Transpor- 
tes y Medio Ambiente remitirá a la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria el censo elaborado de 
acuerdo a lo dispuesto en la disposición adicinal sexta 
de la Ley 29/1974, de 24 de noviembre de Arrenda- 
mientos Urbanos. 

El Ministerio de Obras Públicas, Transportes 
y Medio Ambiente, a solicitud de los interesados y en el 
caso de estar los mismos sometidos a un procedimiento 
de comprobación por la Administración Tributaria, ex- 
pedirá certificación de la renta actualizada que teórica- 
mente se hubiese devengado en cada ejercicio de no 
existir impedimento para la revisión. 

El Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Me- 
dio Ambiente remitirá a la Agencia Estatal de Adminis- 
tración Tributaria copia de las certificaciones expedi- 
das. 

Seis. 

SECCION TERCERA 

Impuesto sobre el Valor Añadido 

Artículo 6. Modificación de la Ley 37/1992, de 28 de 
diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido. 

Se modifican los siguientes artículos de la Ley 
37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Va- 
lor Añadido. 

Primero. La letra b) del apartado Dos del artículo 4 
quedará redactada como sigue: 

«b) Las transmisiones o cesiones de uso a terceros 
de la totalidad o parte de cualesquiera de los bienes o 
derechos que integran el patrimonio empresarial o pro- 
fesional de los sujetos pasivos, incluso las efectuadas 
con ocasión del cese en el ejercicio de las actividades 
económicas que determinan la sujeción al Impuesto y 
las que se produzcan como consecuencia de la transmi- 
sión de bienes o derechos afectos a la actividad empre- 
sarial o profesional en procedimientos de ejecución por 
insolvencia del deudor.» 

Segundo. El número 8" del artículo 7 quedará re- 
dactado como sigue: 

«8". Las entregas de bienes y prestaciones de servi- 
cios realizadas directamente por los Entes públicos sin 
contraprestación o mediante contraprestación de natura- 
leza tributaria. 

Los supuestos de no sujeción a que se refiere este nú- 
mero no se aplicarán cuando los referidos Entes actúen 
por medio de empresa pública, privada, mixta o, en ge- 
 id, .ie empresas mercantiles. 

No obstante lo establecido en los párrafos anteriores 
de este número, estarán sujetas al Impuesto, en todo 
caso, las entregas de bienes y prestacixes de servicios 
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que los Entes públicos realicen, en el ejercicio de las ac- 
tividades que a continuación se relacionan: 

a) Telecomunicaciones. 
b) Distribución de agua, gas, calor, frío, energía 

c) Transportes de personas y bienes. 
d) Servicios portuarios y aeroportuarios. 
e) Obtención, fabricación o transformación de pro- 

f) Intervención sobre productos agropecuarios diri- 

g) Explotación de ferias y de exposiciones de ca- 

h) Almacenaje y depósito. 
i) Las de oficinas comerciales de publicidad. 
j) Explotación de cantinas y comedores de empre- 

sas, economatos, cooperativas y establecimientos simi- 
lares. 

k) 
1) 

eléctrica y demás modalidades de energía. 

ductos para su transmisión posterior. 

gida a la regulación del mercado de estos productos. 

rácter comercial. 

Las de agencias de viajes. 
Las comerciales o mercantiles de los Entes pú- 

blicos de radio y televisión, incluidas las relativas a la 
cesión del uso de sus instalaciones. 

m) Las de matadero». 

Tercero. El número 1" del apartado Dos del artículo 
8 quedará redactado como sigue: - 

«DOS. También se considerarán entregas de bienes: 

1". Las ejecuciones de obra que tengan por objeto 
la construcción o rehabilitación de una edificación, en 
el sentido del artículo 6 de esta Ley, cuando el empresa- 
rio que ejecute la obra aporte u-na parte de los materiales 
utilizados, siempre que el coste de los mismos exceda 
del 20 por ciento de la base imponible.» 

Cuarto. 

Quinto. 

El número 2" del artículo 9 queda supri- 

Las letras d) y e) del número 3" del artículo 
mido. 

9 quedarán redactadas como sigue: 

«d) Una ejecución de obra para el sujeto 
pasivo,cuando los bienes sean utilizados por el empre- 
sario que la realice en el Estado miembro de llegada de 
la expedición o transporte de los citados bienes, siempre 
que la obra fabricada o montada sea objeto de una en- 
trega exenta con arreglo a los criterios contenidos en los 
artículos 21 y 25 de esta Ley. 

La prestación de un servicio para el sujeto pa- 
sivo, que tenga por objeto informes periciales o trabajos 
efectuados sobre dichos bienes en el Estado miembro de 
llegada de la expedición o del transporte de dichos bie- 
nes, siempre que éstos, después de los mencionados ser- 
vicios, se reexpidan con destino al sujeto pasivo en el 
territorio de aplicación del Impuesto. 

Entre los citados trabajos se comprenden las repara- 
ciones y las ejecuciones de obra que deban calificarse 

e) 

de prestaciones de servicios de acuerdo con el artículo 
11 de esta Ley.» 

Sexto. 

Séptimo. 

El número 1" del artículo 16 queda supri- 

El número 24" del apartado Uno del ar- 
mido. 

tículo 20 quedará redactado como sigue: 

«24". Las entregas de bienes que hayan sido utili- 
zados por el transmitente en la realización de operacio- 
nes exentas del Impuesto en virtud de lo establecido en 
este artículo, siempre que al sujeto pasivo no se le haya 
atribuido el derecho a efectuar la deducción total o par- 
cial del Impuesto soportado al realizar la adquisición, 
afectación o importación de dichos bienes o de sus ele- 
mentos componentes. 

A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se 
considerará que al sujeto pasivo no se le ha atribuido el 
derecho a efectuar la deducción parcial de las cuotas so- 
portadas cuando haya utilizado los bienes o servicios ad- 
quiridos exclusivamente en la realización de operacio- 
nes exentas que no originen el derecho a la deducción, 
aunque hubiese sido de aplicación la regla de prorrata. 

Lo dispuesto en este número no se aplicará: 

a) 

b) 

A las entregas de bienes de inversión que se rea- 

Cuando resulte procedente la exención estable- 
licen durante su período de regularización. 

cida en el número 22" anterior.» 

Octavo. La letra a) de la letra A) del número 2" del 
artículo 21 quedará redactada como sigue:: 

«a) La exención se hará efectiva mediante el reem- 
bolso del Impuesto soportado en las adquisiciones. 

El reembolso a que se refiere el párrafo anterior sólo 
se aplicará respecto de las entregas de bienes documen- 
tadas en una factura cuyo importe total, impuestos in- 
cluidos, sea superior a 15.000 pesetas.» 

Noveno. El apartado Quince del artículo 22 que- 
dará redactado como sigue: 

«Quince. Las prestaciones de servicios realizadas 
por intermediarios que actúen en nombre y por cuenta 
de terceros cuando intervengan en las operaciones que 
estén exentas del Impuesto en virtud de lo dispuesto en 
este artículo.» 

Décimo. 
queda suprimido. 

Undécimo. 
dará redactado como sigue: 

El apartado Diecisiete del artículo 22 

El apartado Uno del artículo 25 que- 

«Uno. Las entregas de bienes definidas en el ar- 
tículo 8 de esta Ley, expedidos o transportados, por el 
vendedor, por el adquirente o por un tercero en nombre 
y por cuenta de cualquiera de los anteriores, al territorio 
de otro Estado miembro, siempre que el adquirente sea: 
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a) Un empresario o profesional identificado a efec- 
tos del Impuesto sobre el Valor Añadido en un Estado 
miembro distinto del Reino de España. 

Una persona jurídica que no actúe como empre- 
sario o profesional, pero que esté identificada a efectos 
del Impuesto en un Estado miembro distinto del Reino 
de España. 

La exención descrita en este apartado no se aplicará 
a las entregas de bienes efectuadas para aquellas perso- 
nas cuyas adquisiciones intracomunitarias de bienes no 
estén sujetas al Impuesto en el Estado miembro de des- 
tino en virtud de los criterios contenidos en el artículo 
14, apartados uno y dos de esta Ley. 

Tampoco se aplicará esta exención a las entregas de 
bienes acogidas al régimen especial de bienes usados, 
objetos de arte, antigüedades y objetos de colección re- 
gulado en el Capítulo IV del Título IX de esta Ley.» 

b) 

Duodécimo. 

Decimotercero. 

La letra f) del número 3" del apartado 
Uno del artículo 70 queda suprimida. 

Se añade un número 7" al apartado 
Uno dei artículo 70 que quedará redactado como sigue: 

~ 7 " .  Los trabajos realizados sobre bienes muebles 
corporales y los informes periciales, valoraciones y dictá- 
menes relativos a dichos bienes, en los siguientes casos: 

a) Cuando dichos servicios se realicen material- 
mente en el territorio de aplicación del Impuesto, salvo 
en el caso de que el destinatario de los mismos comuni- 
que al prestador un número de identificación a efectos 
del Impuesto sobre el Valor Añadido que le haya sido 
atribuido por otro Estado miembro y los bienes a que se 
refieren los servicios sean expedidos o transportados 
fuera del territorio de aplicación del Impuesto. 

En todo caso, se entenderán prestados en el territorio 
de aplicación del Impuesto los servicios a que se refiere 
esta letra relativos a los medios de transporte matricula- 
dos en dicho territorio. 

Cuando dichos servicios se presten material- 
mente en otro Estado miembro, el destinatario de los 
mismos comunique al prestador un número de identifi- 
cación a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido 
que le haya sido atribuido por la Administración espa- 
ñola y los bienes a que se refieren los servicios sean ex- 
pedidos o transportados fuera del territorio del citado 
Estado miembro. 

No obstante, no se entenderán prestados en el temto- 
rio de aplicación del Impuesto los servicios a que se re- 
fiere esta letra relativos a los medios de transporte que 
estén matriculados en el Estado miembro en que se 
presten, a condición de que se acredite la sujeción al Im- 
puesto en dicho Estado». 

b) 

Decimocuarto. El apartado Dos del artículo 70 
quedará redactado como sigue: 

«DOS. No se considerarán realizados en el territorio 
de aplicación del Impuesto los servicios a que se refiere 

el número 5" del apartado anterior cuando se presten por 
un empresario o profesional establecido en dicho terri- 
torio y el destinatario de los mismos esté establecido o 
domiciliado fuera de la Comunidad o sea un empresario 
o profesional establecido en otro Estado miembro. 

No obstante, se considerarán realizados en el territo- 
rio de aplicación del Impuesto los servicios a que se re- 
fiere el número 5" del apartado anterior prestados por un 
empresario o profesional establecido en dicho territorio, 
cuando el destinatario no tenga la condición de empre- 
sario o profesional y esté domiciliado en el interior de la 
Comunidad, Canarias, Ceuta o Melilla». 

Decimoquinto. El apartado Dos del artículo 72 
quedará redactado como sigue: 

«DOS. A los efectos de lo dispuesto en esta Ley se 
entenderá por: 

a) Transporte intracomunitario de bienes: el trans- 
porte de bienes cuyos lugares de inicio y de llegada es- 
tén situados en los territorios de dos Estados miembros 
diferentes. 

Se asimilarán a estos transportes aquéllos cuyos luga- 
res de inicio y de llegada estén situados en el territorio de 
un mismo Estado miembro y estén directamente relacio- 
nados con un transporte intracomunitario de bienes. 

Lugar de inicio: el lugar donde comience efecti- 
vamente el transporte de los bienes, sin tener en cuenta 
íos trayectos efectuados para llegar al lugar en que se 
encuentren los bienes. 

Lugar de llegada: el lugar donde se termine efec- 
tivamente el transporte de los bienes». 

b) 

c) 

Decimosexto. La letra a) del número 2" del apar- 
tado Uno del artículo 84 quedará redactado como sigue: 

«a) Cuando las mismas se efectúen por personas o 
entidades no establecidas en el territorio de aplicación 
del Impuesto. 

No obstante, lo dispuesto en esta letra no se aplicará 
en los siguientes casos: 

a') Cuando el destinatario no esté establecido en el 
territorio de aplicación del Impuesto y se le presten ser- 
vicios distintos de los comprendidos en los artículos 70, 
apartado uno, número 7", 72,73 y 74 de esta Ley. 

b') Cuando se trate de las entregas de bienes a que 
se refiere el artículo 68, apartados tres y cinco de esta 
Ley». 

Decimoséptimo. El artículo 89 quedará redactado 
como sigue: 

«Artículo 89. 
vas repercutidas. 

Rectificación de las cuotas impositi- 

Uno. Los sujetos pasivos deberán efectuar la recti- 
ficación de las cuotas impositivas repercutidas cuando 
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el importe de las mismas se hubiese determinado inco- 
rrectamente o se produzcan las circunstancias que, se- 
gún lo dispuesto en el artículo 80 de esta Ley, dan lugar 
a la modificación de la base imponible. 

La rectificación deberá efectuarse en el momento en 
que se adviertan las causas de la incorrecta determina- 
ción de las cuotas o se produzcan las demás circunstan- 
cias a que se refiere el párrafo anterior, siempre que no 
hubiesen transcurrido cinco años a partir del momento 
en que se devengó el Impuesto correspondiente a la 
operación o, en su caso, se produjeron las circunstancias 
a que se refiere el citado artículo 80. 

No obstante lo dispuesto en el apartado ante- 
rior, no procederá la rectificación de las cuotas imposi- 
tivas repercutidas en los siguientes casos: 

Dos. 

1". Cuando la rectificación no esté motivada por 
las causas previstas en el artículo 80 de esta Ley, impli- 
que un aumento de las cuotas repercutidas y los destina- 
tarios de las operaciones no actúen como empresarios o 
profesionales del Impuesto, salvo en supuestos de ele- 
vación legal de los tipos impositivos, en que la rectifi- 
cación podrá efectuarse en el mes en que tenga lugar la 
entrada en vigor de los nuevos tipos impositivos y en el 
siguiente. 

2". Cuando sea la Administración tributaria la que 
ponga de manifiesto, a través de las correspondientes li- 
quidaciones, cuotas impositivas devengadas y no reper- 
cutidas mayores que las declaradas por el sujeto pasivo 
y la conducta de éste sea constitutiva de infracción tri- 
butaria. 

,Tres. Lo dispuesto en los apartados anteriores tam- 
bién será de aplicación en los siguientes casos: 

1". Aquellos en que, no habiéndose repercutido 
cuota alguna, se hubiese expedido la factura o docu- 
mento análogo correspondiente a la operación. 

Aquellos en los que reglamentariamente no sea 
preceptivo expedir factura o documento análogo 

2". 

Cuatro. La rectificación de las cuotas impositivas 
repercutidas deberá documentarse en la forma que re- 
glamentariamente se establezca. 

Cuando la rectificación de las cuotas impli- 
que un aumento de las inicialmente repercutidas y no 
haya mediado requerimiento previo, el sujeto pasivo de- 
berá presentar una declaración-liquidación rectificativa 
con liquidación del recargo establecido en el artículo 
61, número 3 de la Ley General Tributaria. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, 
cuando la rectificación se funde en las causas de modi- 
ficación de la base imponible establecidas en el artículo 
80 de esta Ley o se deba a un error fundado de derecho, 
el sujeto pasivo podrá incluir la diferencia correspon- 
diente en la declaración-liquidación del período en que 
se deba efectuar la rectificación. 

Cuando la rectificación determine una minoración de 
las cuotas inicialmente repercutidas, el sujeto pasivo 

Cinco. 

podrá optar por cualquiera de las dos alternativas si- 
guientes: 

a) Iniciar ante la Administración Tributaria el co- 
rrespondiente procedimiento de devolución de ingresos 
indebidos. 

Regularizar la situación tributaria en la declara- 
ción-liquidación correspondiente al período en que 
deba efectuarse la rectificación o en las posteriores 
hasta el plazo de un año a contar desde el momento en 
que debió efectuarse la mencionada rectificación. En 
este caso, el sujeto pasivo estará obligado a reintegrar al 
destinatario de la operación el importe de las cuotas re- 
percutidas en exceso. 

b) 

Seis. En los casos de incorrecta determinación de 
la cuota devengada consignada en las declaraciones-li- 
quidaciones por causas distintas de las previstas en los 
apartados anteriores, se aplicarán las siguientes reglas: 

1". Cuando el importe de la cuota devengada pro- 
cedente sea superior al de la declarada y no haya me- 
diado requerimiento previo, la rectificación correspon- 
diente se ajustará a lo dispuesto en el párrafo primero 
del apartado cinco anterior. 

Cuando el importe de la cuota devengada pro- 
cedente sea inferior al de la declarada, la rectificación se 
ajustará a las previsiones contenidas en el párrafo ter- 
cero del apartado cinco anterior». 

2". 

Decimoctavo. El apartado Tres del artículo 90 que- 
dará redactado como sigue: 

«Tres. En las reimportaciones de bienes que hayan 
sido exportados temporalmente fuera de la Comunidad 
y que se efectúen después de haber sido objeto en un 
país tercero de trabajos de reparación, .transformación, 
adaptación, ejecuciones de obra o incorporación de 
otros bienes, se aplicará el tipo impositivo que hubiera 
correspondido a las operaciones indicadas si se hubie- 
sen realizado en el temtorio de aplicación del Impuesto. 

En las operaciones asimiladas a las importaciones de 
bienes que hayan sido exclusivamente objeto de servi- 
cios exentos mientras han permanecido vinculados a los 
regímenes o situaciones a que se refieren los artículos 
23 y 24 de esta Ley, se aplicará el tipo impositivo que 
hubiera correspondido a los citados servicios si no hu- 
biesen estado exentos». 

Decimonoveno. Se añade un apartado Tres al ar- 
tículo 91, redactado de la siguiente forma: 

«Tres. Lo dispuesto en los apartados uno.l y dos.l 
de este artículo será también aplicable a las ejecuciones 
de obra que sean prestaciones de servicios, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 11 de esta Ley, y tengan 
como resultado inmediato la obtención de alguno de los 
bienes a cuya entrega resulte aplicable uno de los tipos 
reducidos previstos en dichos preceptos. 
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El contenido del párrafo anterior no será de aplica- 
ción a las ejecuciones de obra que tengan por objeto la 
construcción o rehabilitación de viviendas de protec- 
ción oficial de régimen especial o de promoción pública 
a que se refiere el apartado uno.3 de este artículo». 

Vigésimo. Los apartado Tres y Cuatro del artículo 
95 quedarán redactados de la siguiente forma: 

«Tres. No obstante lo dispuesto en los apartados an- 
teriores, las cuotas soportadas por la adquisición, impor- 
tación, arrendamiento o cesión de uso por otro título de 
los bienes de inversión que se empleen sólo en parte en 
el desarrollo de la actividad empresarial o profesional 
podrán deducirse de acuerdo con las siguientes reglas: 

1". Cuando se trate de bienes de inversión distintos 
de los comprendidos en la regla siguiente, en la medida 
en que dichos bienes vayan a utilizarse previsiblemente 
en el desarrollo de la actividad empresarial o profesio- 
nal. 

Cuando se trate de vehículos automóviles de tu- 
rismo y sus remolques, ciclomotores y motocicletas, en 
la proporción del 25 por ciento, salvo que se estime que 
el grado de utilización de estos bienes en el desarrollo 
de la actividad empresarial o profesional será previsi- 
blemente diferente al porcentaje indicado. 

A estos efectos, se considerarán automóviles de tu- 
rismo, remolques, ciclomotores y motocicletas los defi- 
nidos como tales en el Anexo del Real Decreto Legisla- 
tivo 339/1990, de 2 de marzo, por el que se aprueba el 
texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial, así como los defi- 
nidos como vehículos mixtos en dicho anexo y, en todo 
caso, los denominados vehículos todo terreno o tipo 
<<jeep». 

3". Practicada la deducción a que se refieren las re- 
glas anteriores, deberá regularizarse la situación tributa- 
ria, declarando los correspondientes autoconsumos de- 
finidos en los artículos 9 y 12 de esta Ley, cuando se re- 
dujera el grado de utilización de los bienes en el desa- 
rrollo de la actividad empresarial o profesional o se pro- 
dujese cualquier otro de los supuestos previstos en los 
citados artículos. 

El grado de utilización en el desarrollo de la ac- 
tividad empresarial o profesional del sujeto pasivo po- 
drá acreditarse por cualquier medio de prueba admitido 
en derecho. 

A efectos de lo dispuesto en este apartado, no se 
entenderán afectos en ninguna proporción a una activi- 
dad empresarial o profesional los bienes que se encuen- 
tren en los supuestos previstos en los números 3" y 4" 
del apartado dos de este artículo. 

2". 

4". 

5". 

Cuatro. Lo dispuesto en el apartado anterior será 
también de aplicación a las cuotas soportadas o satisfe- 
chas por la adquisición o importación de los siguientes 
bienes y servicios directamente relacionados con los 
bienes a que se refiere dicho apartado: 

1". Accesorios y piezas de recambio para los men- 
cionados bienes. 

2". Combustibles, carburantes, lubrificantes y pro- 
ductos energéticos necesarios para su funcionamiento. 

3". Servicios de aparcamiento y utilización de vías 
de peaje. 
4". Rehabilitación, renovación y reparación de los 

mismos.» 

Vigésimo primero. 
tado de la siguiente forma: 

El artículo 96 quedará redac- 

"Artículo 96. Exclusiones y restricciones del dere- 
cho a deducir. 

Uno. No podrán ser objeto de deducción, en nin- 
guna proporción, las cuotas soportadas como conse- 
cuencia de la adquisición, incluso por autoconsumo, 
importación, arrendamiento, transformación, repara- 
ción, mantenimiento o utilización de los bienes y servi- 
cios que se indican a continuación y de los bienes y ser- 
vicios accesorios o complementarios a los mismos: 

1". Las aeronaves y embarcaciones deportivas o de 
recreo. 

En particular, se considerarán complementarios de 
los referidos vehículos los accesorios y piezas de re- 
cambio, combustibles, carburantes y lubrificantes, con 
destino a los mismos, así como los servicios de amarre 
y estacionamiento. 

Las joyas, alhajas, piedras preciosas, perlas na- 
turales o cultivadas, y objetos elaborados total o par- 
cialmente con oro o platino. 

A efectos de este Impuesto se considerarán piedras 
preciosas el diamante, el rubí, el zafiro, la esmeralda, el 
aguamarina, el ópalo y la turquesa. 

Los objetos de arte, las antigüedades y los obje- 
tos de colección definidos en el artículo 136 de esta Ley. 

Los alimentos, las bebidas y el tabaco. 
Los espectáculos y servicios de carácter recrea- 

Los bienes o servicios destinados a atenciones a 

2". 

3". 

4". 
5". 

6". 

No tendrán esta consideración: 

tivo. 

clientes, asalariados o a terceras personas. 

a) Las muestras gratuitas y los objetos publicitarios 
de escaso valor definidos en el artículo 7, números 2" y 
4" de esta Ley. 

Los bienes destinados exclusivamente a ser ob- 
jeto de entrega o cesión de uso, directamente o mediante 
transformación, a título oneroso, que, en un momento 
posterior a su adquisición, se destinasen a atenciones a 
clientes, asalariados o terceras personas. 

b) 

Dos. Las cuotas soportadas por servicios de trans- 
porte de personas y sus equipajes, de hostelería y res- 
taurante del propio empresario o profesional o de su 
personal, sólo podrán deducirse en el 25 por ciento de 
su cuantía. 
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Tres. Se exceptúan de lo dispuesto en los apartados 
anteriores las cuotas soportadas con ocasión de las ope- 
raciones mencionadas en ellos y relativas a los siguien- 
tes bienes y servicios: 

1". Los bienes destinados exclusivamente a ser ob- 
jeto de entrega o cesión de uso a titulo oneroso, directa- 
mente o mediante transformación por empresarios o 
profesionales dedicados con habitualidad a la realiza- 
ción de tales operaciones. 

Los servicios recibidos para ser prestados como 
tales a titulo oneroso por empresarios o profesionales 
dedicados con habitualidad a la realización de dichas 
operaciones. >> 

2". 

Cuatro. Las deducciones establecidas en el pre- 
sente artículo y en el anterior se ajustarán también a las 
condiciones y requisitos previstos en el Capítulo 1 del 
Título VI11 de esta Ley y, en particular, los que se refie- 
ren a la regla de prorrata". 

Vigésimo segundo. El número 2" del apartado Dos 
del artículo 104 quedará redactado como sigue: 

« 2 O .  En el denominador, el importe total, determi- 
nado para el mismo período de tiempo, de las entregas 
de bienes y prestaciones de servicios realizadas por el 
sujeto pasivo en el desarrollo de su actividad empresa- 
rial o profesional o, en su caso, en el sector diferenciado 
que corresponda, incluidas aquéllas que no originen el 
derecho a deducir, incrementado en el importe total de 
las subvenciones y transferencias de naturaleza análoga 
percibidas que, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 
78, apartado dos, número 3" de esta Ley, no integren la 
base imponible, siempre que las mismas se destinen a 
financiar actividades empresariales o profesionales del 
sujeto pasivo. 

En las operaciones de cesión de divisas, billetes de 
banco y monedas que sean medios legales de pago, 
exentas del Impuesto, el importe a computar en el deno- 
minador será el de la contraprestación de la reventa de 
dichos medios de pago, incrementado, en su caso, en el 
de las comisiones percibidas y minorado en el precio de 
adquisición de las mismas o, si éste no pudiera determi- 
narse, en el precio de otras divisas, billetes o monedas 
de la misma naturaleza adquiridas en igual fecha. 

En las operaciones de cesión de pagarés y valores no 
integrados en la cartera de las entidades financieras, el 
importe a computar en el denominador será el de la con- 
traprestación de la reventa de dichos efectos incremen- 
tado, en su caso, en el de los intereses y comisiones exi- 
gibles y minorado en el precio de adquisición de los 
mismos. 

Tratándose de valores integrados en la cartera de las 
entidades financieras deberán computarse en el denomi- 
nador de la prorrata los intereses exigibles durante el 
período de tiempo que corresponda y, en los casos de 
transmisión de los referidos valores, las plusvalías obte- 
nidas. 

La prorrata de deducción resultante de la aplicación 
de los criterios anteriores se redondeará en la unidad su- 
perior». 

Vigésimo tercero. El número 5" del apartado Tres 
del artículo 104 quedará redactado como sigue: 

~ 5 " .  Las operaciones no sujetas al Impuesto según 
lo dispuesto en el artículo 7 de esta Ley. 

No obstante, se incluirán en el denominador de la 
fracción las operaciones no sujetas comprendidas en los 
números 8", 9" y 11" del artículo 7 de esta Ley, cuando 
se efectúen en el desarrollo de una actividad empresa- 
rial o profesional realizada por Entes públicos o Comu- 
nidades de Regantes.» 

Vigésimo cuarto. El apartado Cuatro del artículo 
104 quedará redactado como sigue: 

«Cuatro. A los efectos del cálculo de la prorrata, se 
entenderá por importe total de las operaciones la suma 
de las contraprestaciones correspondientes a las mis- 
mas, determinadas según lo establecido en los artículos 
78 y 79 de esta Ley, incluso respecto de las operaciones 
exentas o no sujetas al Impuesto. 

A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, en 
aquellas operaciones en las que la contraprestación 
fuese inferior a la base imponible del Impuesto sobre el 
Valor Añadido deberá computarse el importe de ésta ú1- 
tima en lugar de aquélla. 

Tratándose de entregas con destino a otros Estados 
miembros o de exportaciones definitivas, en defecto de 
contraprestación se tomará como importe de la opera- 
ción el valor de mercado en el interior del territorio de 
aplicación del Impuesto de los productos entregados o 
exportados. 

En el caso de los Entes públicos, el importe de las 
operaciones no sujetas será el coste de las mismas.» 

Vigésimo quinto. El artículo 114 quedará redac- 
tado de la siguiente forma: 

«Uno. Los sujetos pasivos cuando no haya me- 
diado requerimiento previo, podrán rectificar las deduc- 
ciones practicadas cuando el importe de las mismas se 
hubiese determinado incorrectamente o el importe de 
las cuotas soportadas haya sido objeto de rectificación 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 89 de esta 
Ley. 

La rectificación de las deducciones será obligatoria 
cuando implique una minoración del importe inicial- 
mente deducido. 

La rectificación de deducciones originada por 
la previa rectificación del importe de las cuotas inicial- 
mente soportadas se efectuará de la siguiente forma: 

Dos. 

1". Cuando la rectificación determine un incre- 
mento del importe de las cuotas inicialmente deducidas, 
podrá efectuarse en la declaración-liquidación corres- 
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pondiente al período impositivo en que el sujeto pasivo 
reciba el documento justificativo del derecho a deducir 
en el que se rectifiquen las cuotas inicialmente repercu- 
tidas, o bien en las declaraciones-liquidaciones siguien- 
tes, siempre que no hubiesen transcurrido cinco años 
desde el devengo de la operación o, en su caso, desde la 
fecha en que se hayan producido las circunstancias que 
determinan la modificación de la base imponible de la 
operación. 

Sin perjuicio de lo anterior, en los supuestos en que 
la rectificación de las cuotas inicialmente soportadas 
hubiese estado motivado por causa distinta de las pre- 
vistas en el artículo 80 de esta Ley, no podrá efectuarse 
la rectificación de la deducción de las mismas después 
de transcurrido un año desde la fecha de expedición del 
documento justificativo del derecho a deducir por el que 
se rectifican dichas cuotas. 

2". Cuando la rectificación determine una minora- 
ción del importe de las cuotas inicialmente deducidas, 
el sujeto pasivo deberá presentar una declaración-liqui- 
dación rectificativa con la liquidación del recargo esta- 
blecido en el artículo 61, número 3 de la Ley General 
Tributaria. 

No obstante, cuando la rectificación tenga su origen 
en un error fundado de derecho o en las causas del ar- 
tículo 80 de esta Ley deberá efectuarse en la declara- 
ción-liquidación correspondiente al período impositivo 
en que el sujeto pasivo reciba el documento justificativo 
del derecho a deducir en el que se rectifiquen las cuotas 
inicialmente soportadas. 

Tres. En los casos de incorrecta determinación de 
la cuota deducible consignada en las declaraciones-li- 
quidaciones por causas distintas de las previstas en el 
apartado anterior, se aplicarán las siguientes reglas: 

la. Cuando el importe de la cuota deducible proce- 
dente sea inferior al de la declarada, la rectificación co- 
rrespondiente se ajustará a lo dispuesto en el párrafo 
primero del apartado cinco del artículo 89 de esta Ley. 

Cuando el importe de la cuota deducible proce- 
dente sea superior al de la declarada, la rectificación se 
ajustará a lo dispuesto en el párrafo tercero del apartado 
cinco del ai-tícuio 89 de esta Ley.» 

2". 

Vigésimo sexto. El apartado Cinco del artículo 123 
quedará redactado de la siguiente forma: 

«Cinco. Quedarán excluidas del régimen simplifi- 
cado las siguientes operaciones: 

1". Las importaciones de bienes. 
2". 
3". 

4". 

Las adquisiciones intracomunitarias de bienes. 
Las operaciones a que se refiere el artículo 84, 

apartado uno, número 2" de esta Ley. 
Las entregas de las edificaciones a que se refie- 

ren las letras a) y b) del apartado dos del artículo 6 de 
esta Ley, de buques y de activos fijos inmateriales. 

El Impuesto sobre el Valor Añadido satisfecho o so- 
portado en la adquisición o importación de los bienes 
comprendidos en el número 4" anterior, será deducible 
de conformidad con lo previsto en el Título VI11 de esta 
Ley». 

Vigésimo séptimo. El artículo 137 quedará redac- 
tado de la siguiente forma: 

"Artículo 137. La base imponible. 

Uno. La base imponible de las entregas de bienes a 
las que se aplique el régimen especial de los bienes usa- 
dos, objetos de arte, antigüedades y objetos de colec- 
ción estará constituida por el margen de beneficio de 
cada operación aplicado por el sujeto pasivo revende- 
dor, minorado en la cuota del Impuesto sobre el Valor 
Añadido correspondiente a dicho margen. 

A estos efectos, se considerará margen de beneficio 
la diferencia entre el precio de venta y el precio de com- 
pra del bien. 

El precio de venta estará constituido por el importe 
total de la contraprestación de la transmisión, determi- 
nada de conformidad con lo establecido en los artículos 
78 y 79 de esta Ley, más la cuota del Impuesto sobre el 
Valor Añadido que grave la operación. 

El precio de compra estará constituido por el importe 
total de la contraprestación correspondiente a la adqui- 
sición del bien transmitido, determinada de acuerdo con 
lo dispuesto por los artículos 78, 79 y 82 de esta Ley, 
más el importe del Impuesto sobre el Valor Añadido 
que, en su caso, haya gravado la operación. 

Cuando se transmitan objetos de arte, antigüedades u 
objetos de colección importados por el sujeto pasivo re- 
vendedor, para el cálculo del margen de beneficio se 
considerará como precio de compra la base imponible 
de la importación del bien, determinada con arreglo a lo 
previsto en el artículo 83 de esta Ley, más la cuota del 
Impuesto sobre el Valor Añadido que grave la importa- 
ción. 

Cuando se trate de objetos de arte y antigüedades, la 
suma de los márgenes de beneficio de las entregas de 
estos bienes efectuadas en cada período de liquidación 
no podrá ser inferior al 20 por ciento del importe total 
de sus ventas. 

Los sujetos pasivos revendedores podrán op- 
tar por determinar la base imponible mediante el mar- 
gen de beneficio global, para cada período de liquida- 
ción, aplicado por el sujeto pasivo, minorado en la cuota 
del Impuesto sobre el Valor Añadido correspondiente a 
dicho margen. 

El margen de beneficio global será la diferencia entre 
el precio de venta y el precio de compra de todas las en- 
tregas de bienes efectuadas en cada período de liquida- 
ción. Estos precios se determinarán en la forma prevista 
en el zpartado anterior para calcular el margen de bene- 
ficio de cada operación sujeta al régimen especial. 

La aplicación de esta modalidad de determinación de 
la base imponible se ajustará a las siguientes reglas: 

Dos. 
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1". La modalidad del margen de beneficio global 
sólo podrá aplicarse para los siguientes bienes: 

a) Sellos, efectos timbrados, billetes y monedas, de 

b) Discos, cintas magnéticas y otros soportes sono- 

c) Libros, revistas y otras publicaciones. 

interés filatélico o numismático. 

ros o de imagen. 

No obstante, la Administración tributaria, previa so- 
licitud del interesado, podrá autorizar la aplicación de la 
modalidad del margen de beneficio global para determi- 
nar la base imponible respecto de bienes distintos de los 
indicados anteriormente, fijando las condiciones de la 
autorización y pudiendo revocarla cuando no se den las 
circunstancias que la motivaron. 

La opción se efectuará en la forma que se deter- 
mine reglamentariamente, siendo de aplicación para to- 
dos los bienes de los indicados que comercialice el su- 
jeto pasivo revendedor y surtirá efectos hasta su renun- 
cia y, como mínimo, durante el año natural siguiente. 

Si el margen de beneficio global correspon- 
diente a un período de liquidación fuese negativo, la 
base imponible de dicho período será cero y el referido 
margen se añadirá al importe de las compras del período 
siguiente. 
4". Los sujetos pasivos revendedores que hayan op- 

tado por esta modalidad de determinación de la base im- 
ponible deberán practicar una regularización anual de 
sus existencias, para lo cual deberá calcularse la diferen- 
cia entre el saldo final e inicial de las existencias de cada 
año y añadir esa diferencia, si fuese positiva, al importe 
de las ventas del Último período y si fuese negativa aña- 
dirla al importe de las compras del mismo período. 

Cuando los bienes fuesen objeto de entregas 
exentas en aplicación de los artículos 21, 22, 23 Ó 24 de 
esta Ley, el sujeto pasivo deberá disminuir del importe to- 
tal de las compras del período el precio de compra de los 
citados bienes. Cuando no fuese conocido el citado precio 
de compra podrá utilizarse el valor de mercado de los bie- 
nes en el momento de su adquisición por el revendedor. 

Asimismo, el sujeto pasivo no computará el importe de 
las referidas entregas exentas entre las ventas del período. 

6". A efectos de la regularización a que se refiere la 
regla 4", en los casos de inicio o de cese en la aplicación 
de esta modalidad de determinación de la base imponi- 
ble el sujeto pasivo deberá hacer un inventario de las 
existencias a la fecha de inicio o del cese, consignando 
el precio de compra de los bienes o, en su defecto, el va- 
lor del bien en la fecha de su adquisición.» 

2". 

3". 

5". 

Vigésimo octavo. El apartado Dos del artículo 170 
quedará redactado de la siguiente forma: 

"Dos. Constituirán infracciones simples: 

1". La adquisición de bienes por parte de sujetos 
pasivos acogidos al régimen especial del recargo de 
equivalencia sin que en las correspondientes facturas fi- 

gure expresamente consignado el recargo de equivalen- 
cia, salvo los casos en que el adquirente hubiera dado 
cuenta de ello a la Administración en la forma que se 
determine reglamentariamente. 

Disfrutar u obtener indebidamente, mediante 
declaraciones o manifestaciones inexactas la aplicación 
de exenciones, supuestos de no sujeción o tipos imposi- 
tivos inferiores a los procedentes, cuando el destinatario 
no tenga derecho a la deducción total de las cuotas so- 
portadas. 

Serán sujetos infractores las personas o entidades 
destinatarias de las referidas operaciones que efectúen 
las declaraciones o manifestaciones falsas o inexactas a 
que se refiere el párrafo anterior. 

La repercusión improcedente en factura o docu- 
mento equivalente, por personas que no hayan realizado 
el hecho imponible consignado en ellos, de cuotas im- 
positivas que no hayan sido objeto de ingreso en el 
plazo correspondiente". 

2". 

3". 

Vigésimo noveno. El apartado Uno del artículo 
171 quedará redactado de la siguiente forma: 

"Uno. Las infracciones establecidas en el artículo 
anterior se sancionarán con arreglo a las normas si- 
guientes: 

1". Las establecidas en el apartado Dos, número 1" 
con multa del 100 por ciento del importe del recargo de 
equivalencia que hubiera debido repercutirse, con un 
importe m'nimo de 5.000 pesetas por cada una de las 
adquisiciones efectuadas sin la correspondiente reper- 
cusión del recargo de equivalencia. 

Las establecidas en el apartado Dos numero 2" 
con multa del 100 por ciento del beneficio indebida- 
mente obtenido. 

Las establecidas en el apartado Dos número 3", 
con multas del triplo de la cuota indebidamente repercu- 
tidas, con un m'nimo de 50.000 pesetas por cada factura 
o documento análogo en que se produzca la infracción". 

2". 

3". 

CAPITULO 11 

Impuestos L Q C ~ ~ S  

Artículo 7. Impuesto sobre Bienes Inmuebles 

Se da nueva redacción al artículo 64, a) de la Ley 
39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Hacien- 
das Locales: 

«Gozarán de exención los siguientes bienes: 

a) Los que sean propiedad del Estado, de las Co- 
munidades Autónomas o de las Entidades Locales y es- 
tén directamente afectos a la defensa naciond, la segu- 
ridad ciudadana y a los servicios educativos y peniten- 
ciarios. Asimismo y siempre que sean de aprovecha- 
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miento público y gratuito: las carreteras, los caminos, 
las demás vías terrestres y los del dominio público ma- 
rítimo terrestre e hidráulico». 

Artículo 8. Impuesto sobre Actividades Económicas 

Uno. Se añade un apartado 4 al artículo 86 de la 
Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Ha- 
ciendas Locales, con la siguiente redacción: 

“4. Las cuotas del impuesto se exaccionarán y dis- 
tribuirán con arreglo a las normas siguientes: 

A) La exacción de las cuotas mínimas municipales 
se llevará a cabo por el Ayuntamiento en cuyo término 
municipal tenga lugar la realización de las respectivas 
actividades. 

Cuando los locales o las instalaciones que no tienen 
consideración de tal, radiquen en más de un término mu- 
nicipal, la cuota correspondiente será exigida por el Ayun- 
tamiento en el que radique la mayor parte de aquéllos, sin 
perjuicio de la obligación de aquél de distribuir entre to- 
dos los demás el importe de dicha cuota, en los términos 
que se establezcan en la Instrucción para la aplicación de 
las Tarifas del Impuesto y en las normas reglamentarias. 

Tratándose de la actividad de producción de energía 
eléctrica en centrales nucleares, la cuota correspon- 
diente se exigirá por el Ayuntamiento en el que radique 
la central, o por aquél en el que radique la mayor parte 
de ella. En ambos casos, dicha cuota será distribuida, en 
los términos que se establezcan en la Instrucción para la 
aplicación de las Tarifas del impuesto y en las normas 
reglamentarias, entre todos los municipios afectados 
por la central, aunque en los mismo no radiquen instala- 
ciones o edificios afectos a la misma. 

Las cuotas municipales correspondientes a activida- 
des que se desarrollen en zonas portuarias que se extien- 
dan sobre más de un término municipal serán distribuidas 
por el Ayuntamiento exactor entre todos los municipios 
sobre los que se extienda la zona portuaria de que se trate. 

La exacción de las cuotas provinciales se llevará 
a cabo por la Delegación de la Agencia Estatal de Admi- 
nistración Tributaria en cuyo ámbito territorial tenga lu- 
gar la realización de las actividades correspondientes. 

El importe de dichas cuotas será distribuido por la 
Delegación de la Agencia Estatal exactora entre todos 
los municipios de la Provincia y la Diputación Provin- 
cial correspondiente, en los términos que reglamentaria- 
mente se establezcan”. 

B) 

Dos. Se modifica el artículo 87 de la Ley 39/1988, 
de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Loca- 
les, que queda redactado en los términos siguientes: 

“Artículo 87 

1. Las Leyes de Presupuestos Generales del Estado 
podrán modificar las Tarifas del Impuesto, así como la 

Instrucción para la aplicación de las mismas y actualizar 
las cuotas en ellas contenidas. 

Se autoriza al Gobierno de la Nación para dictar 
cuantas disposiciones sean necesarias para el desarro- 
llo y aplicación de las Tarifas e Instrucción del Im- 
puesto”. 

2. 

Tres. Se modifica la Regla 17“ de la Instrucción del 
Impuesto sobre Actividades Económicas contenida en 
el Anexo 11 del Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 
28 de septiembre, que queda redactada en los términos 
siguientes: 

“Regla 17”. Exacción y distribución de cuotas. 

1. La exacción de las cuotas mínimas municipales 
se llevará a cabo -por el Ayuntamiento en cuyo término 
municipal tenga lugar la realización de las respectivas 
actividades. 

Cuando los locales, o las instalaciones que no tienen 
la consideración de tal a que se refiere el párrafo se- 
gundo de la Regla 6”. 1, radiquen en más de un término 
municipal, la cuota correspondiente será exigida por el 
Ayuntamiento en el que radique la mayor parte de aqué- 
llos, sin perjuicio de la obligación de aquél de distribuir 
entre todos los demás el importe de dicha cuota, en los 
términos que reglamentariamente se establezcan. En 
concreto, será objeto de distribución el importe de la 
cuota municipal de tarifa, el cual no incluye la cantidad 
que resulte de aplicar, en su caso, el coeficiente de mo- 
dificación, el índice de situación o el recargo provincial, 
regulados, respectivamente, en los artículos 88, 89 y 
124 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora 
de las Haciendas Locales. 

Se consideran municipios afectados aquellos en los 
que radique parte de la instalación o local en el que se 
desarrolle la actividad correspondiente a la cuota objeto 
de distribución. 

Con carácter general, las cuotas a que se refiere el 
párrafo segundo de este apartado se distribuirán en pro- 
porción a la superficie que en cada término municipal 
ocupe la instalación o local de que se trate. A estos efec- 
tos se tomará como superficie de los locales o instala- 
ciones la total comprendida dentro del polígono de las 
mismas, expresada en metros cuadrados y, en su caso, 
por la suma de todas sus plantas. 

En particular, y tratándose de centrales hidráulicas de 
producción de energía eléctrica, las cuotas correspon- 
dientes, definidas en el párrafo segundo de éste apar- 
tado, se distribuirán con arreglo a los criterios siguien- 
tes: 

a) El 50 por ciento de su importe entre los munici- 
pios en cuyo término radiquen las instalaciones de la 
... x % l .  sin incluir el embalse, en proporción a la super- 
ficie que en cada uno de ellos ocupen dichas instalacio- 
nes. A estos efectos se entenderá por superficie la defi- 
nida en el párrafo cuarto de este apartpdo. 
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b) El 50 por ciento restante, entre los municipios 
sobre cuyo término se extienda el embalse, en propor- 
ción a la superficie que en cada uno de ellos ocupe di- 
cho embalse. 

Tratándose de la actividad de producción de energía 
eléctrica en centrales nucleares, la cuota correspondiente 
se exigirá por el Ayuntamiento en el que radique la central 
o, por aquél en el que radique la mayor parte de ella. En 
ambos casos, dicha cuota será distribuida, en los términos 
que reglamentariamente se establezcan, entre todos los 
municipios afectados por la central, aunque en los mismos 
no radiquen instalaciones o edificios afectos a la misma. 
En concreto, será objeto de distribución el importe de la 
cuota municipal de tarifa, el cual no incluye la cantidad 
que resulte de aplicar, en su caso, el coeficiente de modi- 
ficación o el recargo provincial, regulados, respectiva- 
mente, en los artículos 88 y 124 de la Ley 39/1988, de 28 
de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales. 

Se considerarán muncipios afectados por una central 
nuclear aquéllos en cuyo término respectivo radique el 
todo o una parte de las instalaciones de la misma, así 
como aquéllos otros, en los que no concurriendo la cir- 
cunstancia anterior, tengan parte o todo su término mu- 
nicipal en un área circular de diez kilómetros de radio 
con centro en la instalación. 

Las cuotas correspondientes a centrales nucleares 
objeto de reparto se ditribuirán con arreglo a los crite- 
rios siguientes: 

A) El 6?Ppor ciento en función de la ubicación de 
las instalaciones, con arreglo a los porcentajes siguien- 
tes: 

a) El 66 por ciento en función de la superficie de 
cada término municipal comprendida en la zona bajo 
control del explotador definida administrativamente. 

b) El 34 por ciento en función de la superficie de 
cada término municipal en la que se ubiquen instalacio- 
nes especiales, tales como parques de distribución eléc- 
trica y embalses artificiales de refrigeración, que se en- 
cuentren fuera de la zona bajo control del explotador. 

B) El 34 por ciento restante en función de la ubica- 
ción en el área circular de 10 kilómetros de radio con 
centro en la instalación nuclear, y con arreglo a los por- 
centajes siguientes: 

a) El 50 por ciento en función de la superficie de 
cada término municipal comprendida en el área circular 
de referencia. 

El 50 por ciento en función de la población de 
derecho de cada municipio comprendida en el área cir- 
cular. A estos efectos se entenderá por población de de- 
recho la definida en la Regla 14a.l,D). 

b) 

Las cuotas municipales correspodientes a activida- 
des que se desarrollen en zonas portuarias que se ex- 
tiendan sobre más de un término municipal serán dis- 

tribuidas por el Ayuntamiento exactor entre todos los 
municipios sobre los que se extienda la zona portuaria 
de que se trate. En concreto, será objeto de distribu- 
ción el importe de la cuota municipal de tarifa, el cual 
no incluye la cantidad que resulte de aplicar, en su 
caso, el coeficiente de modificación, el índice de si- 
tuación o el recargo provincial, regulados, respectiva- 
mente, en los artículos 88, 89 y 124 de la Ley 
39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Ha- 
ciendas Locales. 

Se considerarán municipios afectados aquéllos ocupa- 
dos en parte o en todo por la zona portuaria de que se trate. 

Las cuotas correspondientes a zonas portuarias objeto 
de reparto se distribuirán en proporción a la superficie 
del término municipal ocupada por la zona portuaria. 

La exacción de las cuotas provinciales se llevará 
a cabo por la Delegación de la Agencia Estatal de Ad- 
ministración Tributaria en cuyo ámbito territorial tenga 
lugar la realización de las actividades correspondientes. 

El importe de dichas cuotas será distribuido por la 
Delegación de la Agencia Estatal exactora entre todos 
los municipios de la Provincia y la Diputación Provin- 
cial correspondiente, en los términos que reglamentaria- 
mente se establezcan. 

La exacción de las cuotas nacionales se llevará a 
cabo por la Delegación de la Agencia Estatal de Admi- 
nistración Tributaria en cuyo ámbito territorial tenga su 
domicilio fiscal el sujeto pasivo. 

El importe de las cuotas nacionales se distribuirá en- 
tre todos los municipios y Diputaciones Provinciales 
del territorio común en los términos que reglamentaria- 
mente se establezcan”. 

2. 

3. 

CAPITULO 111 

l b a s  y Precios Públicos 

SECCION PRIMERA 

Tasas 

Artículo 9. Actualización de las Tasas por análisis fí- 
sico-químicos y biológicos de los Labora- 
torios Agroalimentarios. Servicios inclui- 
dos en la Tasa 21 .O9 

A partir de la entrada en vigor de la presente Ley, los 
tipos de cuantía fija de las tasas por análisis físico-quí- 
micos y biológicos que realicen los Laboratorios Agro- 
alimentarios del Ministerio de Agricultura, Pesca y Ali- 
mentación, en el ejercicio de las competencias que les 
corresponden, serán los siguientes: 

1. Análisis consistentes en medi- 
ciones directas con instrumental 
sencillo, reacciones cualitativas 
o cálculos aritméticos: por cada 
muestra ...................................... 22.000 pesetas. 
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2. 

3. 

4. 

5. 

6. 

7. 

8. 

9. 

1 o. 

11. 

12. 

13. 

14. 

15. 

16. 

17. 

Preparación de muestras para 
análisis con operaciones básicas 
o cuantificación de análisis, con- 
sistentes en operaciones conven- 
cionales de laboratorio (extrac- 
ciones, destilaciones, minerali- 
zaciones, etc.): por cada 
muestra.. .................................... 
Preparación de una muestra para 
análisis isotópico ....................... 
Identificación y/o cuantificación 
de una sustancia mediante técni- 
cas no instrumentales ................ 
Identificación y/o cuantificación 
de una sustancia mediante técnicas 
espectrofotoméhicas (ultravioleta 
visible, infrarrojo, emisión de 
llama, absorción atómica, etc.) ..... 
Identificación y/o cuantificación 
de una sustancia mediante técni- 
cas instrumentales separativas 
(cromatografía de gases, de 1í- 
quidos, de fluidos supercríticos, 
electroforesis, electroforesis ca- 

Identificación y/o cuantificación 
de una sustancia mediante técni- 
cas instrumentales definidas en 
los números 5 y 6 ...................... 
Determinación de una sustancia 
mediante kits específicos por 
análisis enzimático, radio-inmu- 
noensayo, etc. ............................ 
Medidas isotópicas por espectro- 
metna de masas de 13C, 180,  
D/H por cada isótopo ................. 
Medidas isotópicas por reso- 
nancia magnética nuclear 
(D/H): por cada isótopo ............. 
Medida por centelleo líquido de 
14C y/o 31H: por cada muestra. 
Análisis sensorial cuyo resul- 
tado se obtenga mediante el dic- 
tamen de un panel de cata: por 
cada muestra .............................. 
Prueba biológica de antifermen- 
tos: por cada muestra ................ 
Análisis micrográficos: por 
cada muestra ............................. 
Análisis microbiológico 

15.1. Recuento: por cada 
muestra.. ...................... 

15.2. Aislamiento e identifi- 
cación: por cada mi- 
croorganismo ............... 

Emisión de certificado sobre un 
análisis practicado .................... 
Emisión de informe sobre un 
análisis practicado ..................... 

pilar, etc.) ................................... 

3.000 pesetas. 

5.000 pesetas. 

2.000 pesetas. 

4.000 pesetas. 

5.000 pesetas. 

10.000 pesetas. 

5.000 pesetas. 

5.000 pesetas. 

10.000 pesetas. 

5.000 pesetas. 

8.500 pesetas. 

2.000 pesetas. 

2.000 pesetas. 

3.000 pesetas. 

2.500 pesetas. 

1 .O00 pesetas. 

5.000 pesetas. 

Artículo 10. Tasas exigibles por los servicios y activi- 
dades realizadas por la Dirección Gene- 
ral de la Guardia Civil. 

Las tasas exigibles como contraprestación de los ser- 
vicios y actividades realizadas por la Dirección General 
de la Guardia Civil del Ministerio de Justicia e Interior 
se devengarán, a partir de la entrada en vigor de esta 
Ley, por las siguientes cuantías: 

a) Expedición de licencias: 

1. Armas cortas y largas ra- 

Renovación de ambas li- 

. 2. Tipo E y otras autoriza- 
ciones de uso de armas ... 

yadas ............................... 1.500 pesetas. 

cencias ............................ 1.000 pesetas. 

1.000 pesetas. 

b) Autorizaciones de Polígonos, Campos, Galerías 
de Tiro y Campos de Tiro Eventuales: 

1. Población hasta 3.000 ha- 
bitantes ........................... 1 SO0 pesetas. 

2. Población de 3.001 a 
20.000 habitantes ............ 3.000 pesetas. 

3.  Población de 20.001 a 
200.000 habitantes .......... 6.000 pesetas. 

4. Población de más 
200.001 habitantes .......... 11 .O00 pesetas. 

c) Expedición de guías y otras autorizaciones: 

1. Guías de pertenencia ....... 1,000 pesetas. 
2. Guías de circulación y 

transporte nacional y 
transporte aéreo nacio- 
nal o extranjero ............... 

3. Certificado de inutiliza- 
ción de armas. ................. 

4. Consentimiento previo y 
autorización de transfe- 
rencia para armas con 
otro país de la Unión Eu- 

5. Autorización de coleccio- 

500 pesetas. 

1.500 pesetas. 

ropea ............................... 1.000 pesetas. 

nista ................................ 4.000 pesetas. 

d) Vigilantes jurados del campo ... 1 .O00 pesetas. 

Artículo 11. Tasas por expedición de permisos de tra- 
bajo a ciudadanos extranjeros. 

A partir de la entrada en vigor de la presente Ley, los 
artículos 2 y 4 de la Ley 29/1968, de 20 de junio, sobre 
exacciones por expedición de permisos de trabajo, que- 
darán redactados en los siguientes términos: 
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“Artículo 2. Hecho imponible. 

El hecho determinante de la obligación de contribuir 
lo constituye la expedición y renovación de los permi- 
sos de trabajo y de otras autorizaciones que se otorguen 
a los extranjeros para trabajar en territorio nacional, por 
cuenta propia o ajena’’ 

“Artículo 4. Cuotas tributarias. 

Las cuotas tributarias para ejercer una actividad lucra- 
tiva laboral o profesional por cuenta propia o ajena, según 
los distintos tipos de permisos de trabajo y autorizaciones 
para trabajar, serán las que a continuación se especifican: 

1. Permisos de trabajo por cuenta ajena. 

a) PermisoA. 

Por la concesión del permiso se abonarán: 

- La empresa 15.900 pesetas si la duración es infe- 
rior a tres meses; 26.500 pesetas si la duración está 
comprendida entre tres y seis meses, y 31.800 si su du- 
ración es superior a seis meses. 
- El trabajador: 1.060 pesetas. 

b) Permiso B. 

Por la concesión de este tipo de permiso abonarán: 

- La empresa 26.500 pesetas, si la retribución men- 
sual bruta del trabajador es inferior a dos veces el Sala- 
rio Mínimo Interprofesional, y 53.000 pesetas si la retri- 
bución es igual o superior a dos veces el Salario Mínimo 
Interprofesional. 
- El trabajador. 1.060 pesetas, 

En caso de renovación: 

- La empresa 10.600 pesetas. 
- El trabajador 1 .O60 pesetas. 

c) Permisoc. 

Por la concesión o renovación de este permiso el tra- 
bajador abonará 1 .O60 pesetas. 

2. Permisos de trabajo por cuenta propia. 

a) Permiso de trabajo del tipo D. 

- Por la concesión inicial se abonarán 26.500 pese- 

- Por la renovación 10.600 pesetas. 
tas. 

b) Permiso de trabajo del tipo E.3 

Por la concesión o renovación de este permiso se 
abonarán 1 .O60 pesetas. 

3. Permiso de trabajo por cuenta propia o ajena 
para trabajadores fronterizos. 

a) PerrnisoF. 

Por la concesión o renovación del permiso se abona- 
rán: 

- Cuenta ajena: las cuantías previstas para el per- 
miso B, según los casos. 
- Cuenta propia: en la primera concesión, la cuantía 

prevista para el permiso D, y en las sucesivas, la pre- 
vista para el permiso E. 

4. Permiso permanente. 
Por la concesión del permiso o renovación de la tar- 

5. Permiso extraordinario. 
Por la concesión del permiso o renovación de la tar- 

jeta: el trabajador abonará 1.060 pesetas. 
6. Autorizaciones individuales. 

jeta: el trabajador abonará 1.060 pesetas. 

a) Estudiantes. 

Por la concesión de la autorización se abonarán: 

- La empresa 5.300 pesetas si la duración es infe- 
rior a tres meses; 10.600 pesetas si la duración está 
comprendida entre tres y seis meses y 15.900 pesetas si 
su duración es superior a seis meses. 
- El trabajador: 1.060 pesetas. 

Por la renovación de la autorización: 
-La empresa 5.300 pesetas. 
- El trabajador: 1.060 pesetas. 

b) Otras autorizaciones individuales. 

Por la concesión de las autorizaciones: 

- La empresa: hasta treinta días: 5.300 pesetas; en- 
tre treinta y noventa días 10.600 pesetas; más de 90 
días: 15.900 pesetas. 
- El trabajador: 1 .O60 pesetas. 

7. Autorizaciones colectivas. 
Abonarán las empresas por cada extranjero inte- 

8. Recargo. 
Las cuotas señaladas con cargo al trabajador y, en su 

caso, la empresa, en los apartados anteriores, sufrirán un 
recargo del 20 por ciento cuando se hubiera dejado trans- 
currir el plazo establecido para solicitar la concesión o 
renovación del permiso o autorización para trabajar. 

9. Sujetos no obligados al pago de las tasas. 
No vendrán obligados al pago de los derechos co- 

rrespondientes, por la expedición de permisos de tra- 

grante del grupo 5.300 pesetas. 
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bajo, cuando pretendan realizar una actividad lucrativa, 
laboral o profesional, por cuenta ajena, los nacionales 
iberoamericanos, filipinos, andorranos, ecuatoguinea- 
nos, las personas originarias de Gibraltar, los sefardíes, 
los hijos de español o española de origen y los extranje- 
ros nacidos en España. 

Tampoco están obligados al pago de las tasas los ex- 
tranjeros documentados como desplazados, según lo 
dispuesto en la Disposición Adicional primera del Re- 
glamento de Aplicación de la Ley 5/1984, de 26 de 
marzo, reguladora del derecho de asilo y de la condición 
de refugiado, modificada por Ley 9/1994, de 16 de 
mayo, que hubieran sido autorizados a trabajar y las em- 
presas que los hubieran contratado.” 

Artículo 12. Tasa por formación de expediente e ins- 
cripción en el Registro Civil de los cam- 
bios de nombre o apellidos. 

A partir de la entrada en vigor de la presente Ley, se 
modifican los siguientes artículos de la Ley de 8 de ju- 
nio de 1957, sobre el Registro Civil, introduciendo el 
establecimiento de tasas en expedientes de cambio de 
nombre y apellidos: 

“Artículo 98. Todas las actuaciones llevadas a cabo 
por los Órganos a los que está encomendado el Registro 
Civil son gratuitas, con las únicas excepciones señala- 
das en los artículos Siguientes”. 

“Artículo 99. 

Uno. Se exigirá la correspondiente tasa por la for- 
mación de expedientes e inscripción en el Registro Ci- 
vil de los cambios de nombre o apellidos. 

La presente tasa se regirá de acuerdo con lo 
dispuesto en el articulo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de 
abril, de Tasas y Precios públicos. 

El Gobierno, mediante Real Decreto, podrá 
modificar la regulación y cuantía de los supuestos con- 
templados en esta tasa”. 

Dos. 

Tres. 

“Artículo 100. 

Uno. Constituye el hecho imponible de la tasa la 
realización, por los órganos competentes, de las si- 
guientes actuaciones: 

a) Formación de expediente y autorización me- 
diante Real Decreto de la inscripción de cambios de 
apellidos. 

Formación de expediente y autorización por el 
Ministerio de Justicia e Interior de la inscripción de 
cambio de nombre o apellidos. 

Formación de expediente y autorización por el 
Juez encargado del Registro Civil del cambio de nom- 
bre propio por el usado habitualmente. 

Formación de expediente y autorización por el 
Juez Encargado del Registro Civil de la adecuación grá- 

b) 

c) 

d) 

fica a las lenguas españolas de la fonética de apellidos 
extranjeros . 

Dos. La tasa se devengará cuando se presente la 
solicitud que inicie el expediente, que no se tramitará 
sin que se haya efectuado el pago correspondiente”. 

“Artículo 1 O 1. 

Uno. 

Dos. 

Serán sujetos pasivos de la tasa las personas 
que soliciten la iniciación del expediente. 

No obstante, no se exigirá la tasa en los cam- 
bios de apellidos que ocasionen graves inconvenientes, 
las concesiones de apellidos de uso corriente a las perso- 
nas cuyos apellidos estén determinados exclusivamente 
por la línea paterna o materna, así como la adecuación 
gráfica de nombres o apellidos españoles al castellano o 
las lenguas oficiales de las Comunidades Autónomas”. 

“Artículo 102. 

Uno. La cuantía de la tasa, para 1,os supuestos pre- 
vistos en el artículo 100 anterior, será la siguiente: 

letra a) ................ 100.000 pesetas 
letra b) ................ 50.000 pesetas 
letra c) ................ 25.000 pesetas 
letra d) ................ 25.000 pesetas 

Las cuantías se exigirán íntegras por cada una de las 
personas para las que se solicite el correspondiente 
cambio, con la excepción de los hijos sujetos a la pa- 
tria potestad a los que se extiende automáticamente el 
apellido obtenido por los ascendientes. 

Dos. El pago de la tasa se hará mediante el em- 

Tres. La gestión de la presente tasa corresponde 
pleo de papel de pagos al Estado. 

al Ministerio de Justicia e Interior”. 

Artículo 13. Tasas por expedición de guías de circu- 
lación para máquinas recreativas y de 
azar de los tipos “A”, “B”, y “C” en 
todo el territorio nacional. 

Uno. Los fabricantes e importadores de máquinas 
recreativas o de azar de los tipos “A”, “B” y “C” ins- 
critos en el Registro de Ambito Nacional de la Comi- 
sión Nacional del Juego por extender su actividad a 
más de una Comunidad Autónoma, que soliciten la ex- 
pedición de guías de circulación para dichas máquinas 
deberán abonar la cantidad de 300 pesetas por la expe- 
dición del documento oficial normalizado debida- 
mente numerado y sellado, así como por el control in- 
formático verificado por el órgano administrativo. 

La gestión de la presente tasa corresponde al 
Ministerio de Justicia e Interior y su pago se efectuará 

Dos. 
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en efectivo en el momento de solicitar la expedición de 
las guías de circulación. 

Tres. Esta tasa se regirá por la presente Ley y por 
las demás fuentes normativas que para las tasas se es- 
tablecen en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de 
abril, de Tasas y Precios Públicos 

Artículo 14. Tasas de solicitud de las diversas modali- 
dades de Propiedad Industrial. - 

Uno. El epígrafe 1.1. “Solicitudes” de la tarifa 1” 
“Adquisición y defensa de derechos” de las tasas exigi- 
bles por los servicios prestados por la Oficina Española 
de Patentes y Marcas reguladas por la Ley 17/1975, de 
2 de mayo, queda modificado en el sentido siguiente: 

“1.1. Solicitudes. Por tramitación 
de expedientes de solicitud, 
inclusive su inserción en el 
“Boletín Oficial de la Propie- 
dad Industrial”, referidas al 
registro, renovación, rehabili- 
tación o ampliación de pro- 
ductos, actividades o servi- 
cios, en cualquier modalidad 
de propiedad industrial y, en 
general, por la tramitación de 
expedientes de todas clases, 
siempre que no tenga señalada 
una tasa especial, todo ello 
dentro de los supuestos pre- 
vistos por la Ley ..................... 6.625 pesetas.’’ 

Dos. El epígrafe 1.1. “Solicitudes” de la tarifa 1” 
“Adquisición y defensa de derechos” de las tasas esta- 
blecidas en el anexo de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, 
queda modificado en el sentido siguiente: 

“1.1. Solicitudes. Por la solicitud de 
una demanda de depósito de pa- 
tente de invención, certificado 
de adición o modelo de utilidad, 
ya sea directamente o como 
consecuencia de la división de 
una solicitud, así como por la 
solicitud de rehabilitación pre- 
vista en el artículo 117, inclu- 
sive en ambos casos la inserción 
de la solicitud en el “Boletín 
Oficial de la Propiedad Indus- 

Por solicitud de cambio de 
modalidad de protección ........... 1.760 pesetas. 
Por solicitud de informe sobre 
el estado de la técnica ............ 64.580 pesetas. 
Por solicitud de examen pre- 
vio .......................................... 70.550 pesetas. 

triai” ............................................ 11.650 pesetas. 

Por la tramitación de solicitu- 
des en general relativas a in- 
venciones, que no tengan se- 
ñalada una tasa especial, den- 
tro de los supuestos estableci- 
dos por la Ley ......................... 3.870 pesetas.” 

Tres. Queda suprimido el epígrafe 5. A del Anexo 
de la Orden Ministerial de 12 de noviembre de 1992. 

Artículo 15. Modificación del artículo 38 del Texto 
Refundido de Tasas Fiscales. 

A partir de la entrada en vigor de la presente Ley, la le- 
tra b) del apartado 2 del artículo 38 del Texto Refundido 
de Tasas Fiscales, aprobado por Decreto 3059/1966, de 1 
de diciembre, queda redactado como sigue: 

“b) En las apuestas que se celebren con ocasión de 
carreras de galgos en canódromos o de carreras de ca- 
ballos organizadas por la Sociedad de Fomento de la 
Cría Caballar de España, y en las apuestas que se cele- 
bren en frontones el tipo será del 3 por ciento del im- 
porte total de los billetes o boletos vendidos”. 

SECCION SEGUNDA 

Precios Públicos 

Artículo 16. Canon sobre utilización de dominio pú- 
blico radioeléctrico 

Uno. El número 3 del artículo 7 de la Ley 31/1987, 
de 18 de diciembre de Ordenación de las Telecomunica- 
ciones, en la redacción dada por la Ley 32/1992, de 3 de 
diciembre, quedará redactado del siguiente modo: 

“La reserva de cualquier frecuencia del dominio pú- 
blico radioeléctrico en favor de una o varias personas o 
entidades, se gravará con un canon destinado a la pro- 
tección, ordenación, gestión y control del espectro ra- 
dioeléctrico, en los términos previstos en la disposición 
adicional novena. 

Este canon tiene naturaleza de precio público y se exi- 
girá de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y en la 
Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos. 

Las Administraciones Públicas no estarán obligadas 
al pago de este canon en los supuestos de reserva de fre- 
cuencias del dominio público radioeléctrico para la ges- 
tión de servicios de interés general prestados sin contra- 
prestación económica”. 

Dos. La disposición adicional novena de la Ley 
31/1987, de 18 de diciembre, de Ordenación de las Tele- 
comunicaciones, quedará redactada del siguiente modo: 

“1. El importe del precio público al que se refiere 
el artículo 7.3 será el resultado de multiplicar la canti- 
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dad de dominio radioléctrico reservado, expresado en 
unidades de reserva radioléctrica, por el valor que se 
asigne a la unidad. 

2. Se entiende por unidad de reserva radioléctrica 
un patrón convencional de medida, referido a un ancho 
de banda de un lulohertzio sobre territorio de un kiló- 
metro cuadrado en el periodo de un año. 

El valor de la unidad de reserva radioléctrica po- 
drá ser diferente para las distintas bandas y sub-bandas 
de frecuencia del espectro radioléctrico, y para los dis- 
tintos servicios autorizados en cada una de ellas, de con- 
formidad con el Reglamento de Radiocomunicaciones, 
anexo al Convenio Internacional de Telecomunicacio- 
nes, según la naturaleza pública o privada del servicio. 
El valor de esta unidad se fijará de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 26 de la Ley 8/1989, de 13 de 
abril, de Tasas y Precios Públicos y de modo que cubra 
la financiación de las obras, instalaciones y servicios 
necesarios para la protección, ordenación, gestión y 
control del dominio radioléctrico. 

El canon a que hace referencia este apartado de- 
berán satisfacerlo tanto las estaciones radioléctricas 
emisoras como las meramente receptoras que precisen 
de reserva radioeléctrica. Las estaciones meramente re- 
ceptoras que no dispongan de reserva radioléctrica esta- 
rán excluidas del pago del canon. 

El importe del canon será ingresado en el Te- 
soro. Los actos de liquidación del canon serán suscep- 
tibles de impugnación en la vía económico-administra- 
tiva. El impago podrá motivar la suspensión o pérdida 
del derecho a la ocupación del dominio radioléctrico”. 

3. 

4. 

5. 

Artículo 17. Tarifas aeroporturarias y por ayudas a la 
navegación aérea. 

Uno. A efectos de la aplicación a las tarifas de ruta 
y aproximación de la normativa que regula los precios 
públicos, se considera dominio público aeronáutico el 
espacio aéreo español que ocupan las aeronaves en sus 
desplazamientes, considerándose como un recurso uni- 
tario subordinado al interés general, gestionado por el 
Ente Público Aeropuertos Españoles y Navegación Aé- 
rea para el cumplimiento de sus funciones, sin perjuicio 
de lo establecido en el Decreto Ley 12/78, de 27 de 
abril. Los derechos que graven la ocupación del espacio 
aéreo, respecto a las tarifas por navegación aérea en ruta 
y aproximación, tendrán el carácter de precio público. 

La tarifa de aproximación, que grava la ocupación 
del dominio público aeronáutico para las maniobras de 
aproximación y salida, tal como se define en el Regla- 
mento de Circulación Aérea, aprobado por Real De- 
creto 73/1992, de 31 de enero, se implantará de forma 
que, de su aplicación, se recuperen los costes del sis- 
tema de navegación aérea en aproximación, de acuerdo 
con el siguiente esquema progresivo: 

Año 1996: 20 por ciento de los costes totales. 
Año 1997: 35 por ciento de los costes totales. 
Año 1998: 50 por ciento de los costes totales. 
Año 1999: 65 por ciento de los costes totales. 
Año 2000: 80 por ciento de los costes totales. 
Año 2001: 100 por ciento de los costes totales. 

Dos. Los derechos aeroportuarios que gravan el 
aterrizaje tendrán la configuración jurídica de precios 
públicos. Hasta que entre en vigor la nueva disposición 
administrativa que regule su contenido, continuarán 
aplicándose los derechos económicos vigentes que se 
han venido recaudando como tasas de aterrizaje. El 
Ente público Aeropuertos Españoles y Navegación Aé- 
rea continuará percibiendo dichos ingresos. 

CAPITULO IV 

Otras normas tributarias 

SECCION PRIMERA 

De la Referencia Catastral 

Artículo 18. Constancia documental de la Referencia 
Catastral. 

Uno. La Referencia Catastral de los bienes inmue- 
bles a los que se refieren los artículos 62 y 63 de la Ley 
39/1988, Reguladora de las Haciendas Locales, deberá 
figurar en las escrituras o documentos donde consten 
los actos o negocios de transcendencia real, relativos al 
dominio y demás derechos reales sobre bienes inmue- 
bles y los contratos de arrendamiento de los mismos, así 
como en los documentos en los que se pongan de mani- 
fiesto cualesquiera otras alteraciones de orden físico, 
económico o jurídico, de los citados inmuebles. 

Quedan excluidos de la obligación a que se refiere el 
párrafo anterior los documentos en que conste la cance- 
lación de derechos reales de garantía. 

La Referencia Catastral de los bienes inmuebles se 
hará constar en el Registro de la Propiedad, en los su- 
puestos previstos en la presente Ley. 

A los efectos del apartado Uno anterior, los re- 
quirentes u otorgantes del acto o negocio están obligados 
a acreditar al Notario la Referencia Catastral de los in- 
muebles de que se trate, con anterioridad a la autoriza- 
ción del documento. De no mediar la intervención de No- 
tario, las partes o interesados consignarán por sí la citada 
Referencia en los documentos que otorguen o expidan. 

Asimismo, los titulares de derechos reales o con trans- 
cendencia real sobre bienes inmuebles deben acreditar la 
Referencia Catastral de los mismos ante la Autoridad ju- 
dicial o udministrativa competente para instruir o resol- 
ver un procedimiento que afecte a los bienes inmuebles 
incluidos en el ámbito de aplicación de esta Ley. 

En los supuestos previstos en el artículo 21 de esta 
Ley, están obligados a aportar la Referencia Catastral de 

Dos. 
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los bienes inmuebles quienes soliciten del Registrador 
de la Propiedad la práctica de un asiento registral. 

Si fueren varios los obligados a aportar la Referencia 
Catastral, cumplida la obligación por uno, se entenderá 
cumplida por todos los obligados que pudieran concu- 
rrir con aquél . 

La Referencia Catastral del inmueble se hará 
constar en los instrumentos públicos y en los expedien- 
tes y resoluciones administrativas por lo que resulte del 
documento que el obligado exhiba o aporte, que deberá 
ser uno de los siguientes: 

Tres. 

a) 

b) 

Último recibo o justificante de pago del Im- 
puesto sobre Bienes Inmuebles. 

En defecto del anterior, certificado u otro docu- 
mento expedido por el Gerente del Catastro, o escritura 
pública o información registral, siempre que en dichos 
documentos resulte de forma indubitada la Referencia 
Catastral. 

La competencia para expedir el certificado a que se 
refiere la letra b) anterior podrá ser delegada en Órganos 
de la propia o distinta Administración. 

Cuatro. En el Registro de la propiedad la Referen- 
cia Catastral se hará constar por lo que resulte de los do- 
cumentos expresados en el presente artículo. 

En todo caso, se podrá reflejar registralmente la 
identificación catastral de las fincas como operación es- 
pecífica, de acuerdo con lo previsto en esta Ley. 

Asimismo, si la Referencia Catastral inscrita sufriera 
modificación que no comporte alteración de las caracte- 
rísticas físicas de la finca, bastará para su constancia la 
comunicación expedida al efecto por el Catastro. 

Artículo 19. Documentos Notariales. 

Uno. Los Notarios deberán solicitar a los otorgan- 
tes o requirentes de documentos incluidos en el ámbito 
de aplicación de esta Ley que aporten la documentación 
relativa a la Referencia Catastral a que se refiere el ar- 
tículo anterior, en cumplimiento de la obligación esta- 
blecida en el artículo 18 de esta Ley, y transcribirán en 
el documento que autoricen dicha Referencia Catastral, 
reseñando el justificante aportado y haciendo constar, 
además, si a su juicio la Referencia Catastral se corres- 
ponde o no con la identidad de la finca. 

Dos. Se entiende que hay identidad en los siguien- 
tes casos: 

a) Siempre que los datos de situación, denominación 
y superficie, si constare esta Última, coincidan con los del 
titulo y, en su caso, con los del Registro de la Propiedad. 

b) Cuando existan diferencias de superficie que no 
sean superiores al diez por ciento y siempre que, ade- 
más, no existan dudas fundadas sobre la identidad de la 
finca derivadas de otros datos descriptivos. Si hubiere 
habido un cambio en el nomenclátor y numeración de 
calles, estas circunstancias deberán acreditarse, salvo 
que al Notario le constaren. 

Tres. Cuando el Notario considere que la Referen- 
cia Catastral que resulte de los documentos aportados 
por el interesado, no obstante haber identidad en los tér- 
minos antes expresados, pueda no coincidir con la co- 
rrespondiente al inmueble objeto del acto o negocio ju- 
rídico documentado, lo comunicará al Catastro solici- 
tando certificación o documento informativo, que le 
será remitido en el plazo más breve posible, y siempre 
dentro de los cinco días hábiles siguientes al de la re- 
cepción de la solicitud. No obstante, el Notario, caso de 
urgencia alegada por los otorgantes, podrá autorizar el 
documento haciéndolo constar así, transcribiendo en él 
la Referencia Catastral, reseñando el justificante apor- 
tado y expresando su duda sobre la correspondencia de 
la Referencia Catastral con el inmueble. Autorizado el 
documento, el Notario se abstendrá de hacer constar la 
Referencia remitida por el Catastro sin que medie con- 
sentimiento para ello de los otorgantes. 

El incumplimiento de la obligación de 
aportar la Referencia Catastral no impedirá que los No- 
tarios autoricen el documento ni afectará a la eficacia 
del mismo, ni a la del acto o negocio que contenga, pero 
en este caso, y sin perjuicio de otras sanciones que pro- 
cedan, los Notarios deberán: 

Cuatro. 

a) Advertir a los interesados de forma expresa y es- 
crita en el propio documento, que incurren en incumpli- 
miento de la obligación establecida en el artículo 18 de 
esta Ley. 

b) Comunicar al Catastro la identidad de las perso- 
nas que hayan incumplido la obligación, haciéndolo 
constar, de forma separada, en la relación a que se re- 
fiere el artículo 23 de esta Ley. 

Cinco. En los casos de modificaciones de fincas 
será suficiente la aportación de la Referencia Catastral 
de las fincas de origen, junto con plano o proyecto, si 
fuere necesario para la operación de que se trate, que re- 
fleje las modificaciones realizadas. 

El Notario remitirá copia simple de la escritura, junto 
con el plano o proyecto, si se lo presentare el interesado, 
al Catastro, para que por éste se expida la nueva Refe- 
rencia Catastral. El Catastro notificará la nueva Refe- 
rencia Catastral, además de al titular de la finca afec- 
tada, al Notario autorizante del documento, para su 
Constancia en la matriz por diligencia o nota al margen 
de la descripción de la finca. 

En estos casos el Notario, a instancia de los interesa- 
íos, transcribirá la nota o diligencia de la matriz en la 
:opia ya expedida que se le presente. 

Artículo 20. Procedimientos administrativos. 

Uno. El órgano competente para instruir un proce- 
%miento administrativo que afecte a los bienes inmue- 
?les incluidos en el ámbito de aplicación de esta Ley, re- 
querirá a los titulares de derechos reales o de transcen- 
íencia real sobre los mismos para que aporten la docu- 
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mentación relativa a la Referencia Catastral a que se re- 
fiere el artículo 18, apercibiéndoles de que, en caso de 
no hacerlo en el plazo de 10 días, incumplirá la obliga- 
ción a que se refiere dicho artículo. En la Resolución 
que ponga fin al procedimiento se hará constar la Refe- 
rencia Catastral, así como el justificante en su caso 
aportado, haciendo constar si la Referencia Catastral se 
corresponde con la identidad de la finca, en los términos 
establecidos en el artículo19, apartado dos. 

Si el obligado no aportare la documentación 
solicitada o si el órgano competente no la tuviere por 
cierta, éste solicitará al Catastro certificación o docu- 
mento informativo que le será remitida en el plazo má- 
ximo de cinco días hábiles por cualquier medio que per- 
mita su constancia. Dicha Certificación se incorporará 
al expediente, previa audiencia de los interesados, aun- 
que éste estuviere ya resuelto. 

La no aportación de la referencia catastral no 
suspenderá la tramitación del procedimiento ni impe- 
dirá la resolución del mismo, sin perjuicio de lo que 
posteriormente se establece para el caso de que la reso- 
lución fuera inscribible en el Registro de la propiedad. 

Lo establecido en este artículo se entiende 
sin perjuicio de lo especialmente regulado para supues- 
tos concretos en los que se exija la aportación de deter- 
minada documentación catastral como requisito para 
continuar el procedimiento. 

Lo dispuesto en este artículo no será de 
aplicación a los actos administrativos por los que se 
adopten o cancelen medidas tendentes a asegurar el co- 
bro de deudas de derecho público. 

Tampoco será preciso hacer constar la Referencia 
Catastral en los procedimientos que tengan por objeto 
los aplazamientos o fraccionamientos de pago regula- 
dos en el Reglamento General de Recaudación. 

Dos. 

Tres. 

Cuatro. 

Cinco. 

Artículo 21. Constancia Registra1 de la Referencia 
Catastral. 

Uno. En los asientos que deban practicarse en el 
Registro de la Propiedad el Registrador hará constar la 
Referencia Catastral en el cuerpo del asiento que practi- 
que, conforme a lo establecido en el artículo 51 del Re- 
glamento Hipotecario, así como en las demás partes de 
su archivo cuando así lo exija la legislación vigente, 
siempre que de los asientos y demás antecedentes del 
Registro no resulte obstáculo para ello. 

Si de los asientos y demás antecedentes del Registro 
resultare que la identificación catastral de la finca estu- 
viere ya asignada a otra, y salvo los supuestos de modifi- 
cación de fincas a que se refiere el artículo19, apartado 
Cinco, el Registrador lo hará constar así y remitirá nota de 
ambas al Catastro a fín de determinar cuál es la correcta. 

A efectos de calificar la identidad de 1u finca con la 
Referencia Catastral se estará a lo dispuesto en el ar- 
tículol9, apartado dos. 

Cuando en el título notarial conste la duda del 
Notario autorizante sobre la correspondencia de la Re- 

Dos. 

ferencia Catastral con el inmueble objeto del acto o ne- 
gocio jurídico documentado, el Registrador procederá 
como si no se hubiese consignado la Referencia, a no 
ser que del título presentado y de los asientos registrales 
considere que la Referencia es la adecuada, en cuyo 
caso la hará constar en el cuerpo del asiento que practi- 
que. Si no se hiciese constar la Referencia en el asiento, 
el titular registra1 podrá proceder conforme a lo dis- 
puesto en el apartado Cinco de este artículo. 

En el caso de los demás títulos, cuando el Registrador 
considere que la Referencia Catastral, que resulte de los 
documentos aportados por el interesado, pueda no coin- 
cidir con la correspondiente al inmueble objeto del 
asiento que se pretende, deberá comunicarlo al Catastro, 
solicitando certificación o documento informativo del in- 
mueble, que le será remitido en el plazo más breve posi- 
ble, y siempre dentro de los cinco días hábiles siguientes 
al de la recepción de la solicitud. Cuando le sea remitido 
el certificado o documento informativo, previa califica- 
ción favorable, hará constar la Referencia en el asiento, o 
si éste ya se hubiera practicado, por nota al margen del 
mismo, consignándolo, también por nota, al pie del título. 

Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 
Cinco de este artículo, la no constancia de la Referencia 
Catastral en los documentos inscribibles o la no aporta- 
ción de los documentos acreditativos de la Referencia 
Catastral no impedirá la práctica de los asientos corres- 
pondientes en el Registro de la Propiedad conforme a la 
legislación hipotecaria. 

Cuando en el titulo presentado no constare la Refe- 
rencia Catastral, el Registrador procederá en la forma 
siguiente: 

Tres. 

a) Si el título fuere notarial y hubiese sido expe- 
dido después de la entrada en vigor de esta Ley, se limi- 
tará a hacer constar el incumplimiento de lo establecido 
en el artículo 19, tanto en el asiento que practique como 
por nota al pie del título. 

En todos los demás casos, el Registrador deberá 
advertir de forma expresa y escrita al interesado o a su 
representante de la obligación de aportar los documen- 
tos a que se refiere el artículo 18, apartado Cuatro, den- 
tro del plazo de despacho del documento, y que en caso 
de no hacerlo incurre en incumplimiento de la obliga- 
ción establecida en esta Ley. Una vez transcurrido dicho 
plazo sin haberse cumplido dicha obligación dejará 
constancia del incumplimiento por nota al margen del 
asiento y al pie del título inscrito. 

Asimismo, en estos casos, el Registrador deberá co- 
municar al Catastro, la identidad de las personas que ha- 
yan incumplido la obligación, haciéndolo constar, de 
forma separada, en la relación a que se refiere el artículo 
23 de esta Ley. 

b) 

Ciiatro. Lo establecido en el apartado anterior no 
será de aplicación a los asientos que deban practicarse 
en cumplimiento y ejecución de una resolución judicial 
y a las anotaciones que deban practicarse en virtud de 

- 20 - 



CONGRESO 13 DE OCTUBRE DE 1995.-SERIE A. NÚM. 137-1 

una resolución administrativa dictada en un procedi- 
miento de apremio. 

Cinco. En todo caso el titular registral podrá solici- 
tar la constancia de la identificación catastral posterior 
de las fincas inscritas, como operación específica, con- 
forme a las siguientes reglas: 

Primera. Deberá aportar, junto con el título que 
causó el asiento, alguno de los documentos a que se re- 
fiere el artículo 18, apartadoTres, y si resultase que los 
datos descriptivos o identificadores de la finca conteni- 
dos en el documento aportado coinciden con los datos 
que figuran en el titulo que dio lugar al asiento o con los 
registrales, se hará constar así por nota al margen del 
asiento y al pie del titulo. 

En caso de que no exista dicha coinci- 
dencia deberá presentarse nueva Certificación con los 
datos Catastrales rectificados o proceder a la rectifica- 
ción, subsanación o aclaración del título que causó el 
asiento. 

En ambos casos, el Registrador deberá comunicar al 
Catastro la relación de fincas objeto de identificación 
catastral posterior. 

Segunda. 

Seis. En los casos de títulos que pretendan, con- 
forme a la legislación hipotecaria, la inmatriculación de 
fincas, la rectificación de su superficie, o la de sus lin- 
deros cuando éstos sean fijos o cuando aun no siéndolo 
sean de tal naturaleza que hagan dudar de la identidad 
de la finca, será preciso que el título incorpore o se com- 
plemente con Certificación Catastral descriptiva y grá- 
fica de la finca. 

En su defecto, el Registrador suspenderá la inscrip- 
ción, pudiendo extender anotación preventiva de sus- 
pensión con arreglo a la legislación hipotecaria. 

A falta de la Certificación Catastral, en títulos inscri- 
bibles que impliquen rectificación de la superficie re- 
gistral conforme al articulo 298.5", D del Reglamento 
Hipotecario, se incorporará Certificación o informe so- 
bre su medición y superficie expedido por técnico com- 
petente. Si, no obstante, el Registrador de la Propiedad 
abrigare dudas sobre la identidad de la finca o la proce- 
dencia de la rectificación, se procederá en la forma pre- 
vista en el apartado Ocho de este artículo. 

Siete. Lo establecido en el apartado anterior se en- 
tiende sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación ur- 
banística y agraria. 

Con carácter especial, en los casos de modifi- 
cación de superficie, rectificación de linderos fijos o de 
tal naturaleza que hagan dudar de la identidad de la finca, 
bastará para dicha rectificación acta notarial de presencia 
que incorpore plano de situación a la misma escala que el 
que obre en el Catastro e informe de técnico competente 
sobre su medición, superficie y linderos. 

Si hubiera posibles terceros a quienes la rectificación 
pudiera perjudicar, bastará acta de presencia y notorie- 
dad, que incorpore plano de situación a la misma escala 
que el que obre en el Catastro e informe de técnico com- 

Ocho. 

petente sobre su medición, superficie y linderos, que de- 
berá notificarse a los titulares de otros derechos sobre la 
finca, así como a los de las fincas colindantes según Ca- 
tastro y Registro de la Propiedad, y en los domicilios 
que resulte de los mismos, sin que haya oposición for- 
mulada dentro del plazo de 60 días naturales desde la 
notificación. Si la hubíere, se cerrará el acta, sin efecto, 
pudiendo los interesados acudir a la vía judicial. El acta 
se tramitará por las disposiciones de la legislación nota- 
rial y su copia será directamente inscribible en el Regis- 
tro de la Propiedad. 

La constancia de la Referencia Catastral en 
los asientos del Registro de la Propiedad tendrá por ob- 
jeto facilitar el cumplimiento de los fines de esta Ley y 
posibilitar el trasvase de información entre el Registro y 
el Catastro. 

Los errores en la Referencia Catastral no afectarán a 
la validez de la inscripción. 

Nueve. 

Artículo 22. Efectos. 

Uno. El incumplimiento de la obligación estable- 
cida en el artículo 18 de esta Ley se considera infracción 
tributaria simple y se sancionará con multa de 1.000 a 
150.000 pesetas, de conformidad con lo establecido en 
la Ley General Tributaria.. 

La competencia para instruir el procedimiento san- 
cionador e imponer la sanción corresponde al Órgano 
que tenga encomendada la gestión del catastro. 

El cumplimiento de la obligación establecida 
en el artículo 18 de esta Ley eximirá al interesado de la 
obligación de presentar la declaración exigida por el ar- 
ticulo 77 de la Ley 39/1988, reguladora de las Haciendas 
Locales, siempre que el acto o negocio suponga exclusi- 
vamente la transmisión del dominio de bienes inmuebles. 

Dos. 

Artículo 23. Comunicaciones 

Uno. Los Notarios y Registradores de la propiedad 
remitirán a la Dirección General del Centro de Gestión 
Catastral y Cooperación Tributaria, en la forma que re- 
glamentariamente se determine, y dentro de los 20 pri- 
meros días de cada trimestre, información relativa a los 
documentos por ellos autorizados o inscritos en el tri- 
mestre anterior, comprendidos dentro del ámbito de esta 
Ley, de los que se deriven alteraciones Catastrales de 
cualquier orden, en los que se hará constar en forma su- 
ficiente si se ha cumplido o no la obligación establecida 
en el artículo 18. 

Lo prevenido en este artículo se entiende sin perjui- 
cio del deber general de colaboración establecido en la 
Ley General Tributaria. 

Las comunicaciones a que se refiere el apar- 
tado anterior darán lugar a los cambios de titularidad ca- 
tastral que procedan, cualquiera que sea el titular ante- 
rior, y sin perjuicio de las facultades inspectoras y de 
otro orden que a la citada Dirección General del Centro 

Dos. 
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de Gestión Catastral y Cooperación Tributaria corres- 
pondan. 

Tres. El Órgano que tenga encomendada la gestión 
del Catastro remitirá en el plazo más breve posible, a la 
Administración Tributaria Estatal y a la Administra- 
ción Autonómica del territorio en el que radiquen los 
bienes inmuebles, copia de la información suminis- 
trada, en virtud del apartado Uno de este artículo, sobre 
personas que hayan incumplido la obligación estable- 
cida en el artículo 18 de esta Ley. 

Por Orden conjunta de los Ministerios de 
Econom'a y Hacienda y Justicia e Interior se regulará 
el procedimiento y forma de dar cumplimiento a la 
obligación de comunicación establecida en este ar- 
tículo. 

Cuatro. 

Artículo 24. Interesados 

Los interesados en los procedimientos a los que se 
refiere esta sección, estarán legitimados para solicitar 
del Catastro la Referencia Catastral de las fincas afec- 
tadas. 

Artículo 25. Aplicación a las Comunidades Autóno- 
mas. 

Sin perjuicio del régimen especial de los Territorios 
Históricos del País Vasco y Navarra, esta Sección y la 
Disposición Transitoria Primera de esta Ley serán de 
aplicación a todas las Administraciones Públicas, como 
norma dictada al amparo del artículo 149.1.8" y 14a de 
la Constitución. 

SECCION SEGUNDA 

De los impresos tributarios 

Artículo 26. Impresos y soportes tributarios 

Uno. Cuando las disposiciones propias de cada tri- 
buto exijan la presentación de las declaraciones, decla- 
raciones-liquidaciones o autoliquidaciones relativas a 
los mismos en modelos o impresos normalizados, co- 
rresponderá al Ministerio de Economía y Hacienda, 
mediante Orden, la determinación de los soportes o 
medios que deberán ser utilizados por los obligados tri- 
butarios para formular aquéllas ante la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria, así como sus caracterís- 
ticas técnicas. 

Cuando así se determine en la correspon- 
diente Orden Ministerial, el desarrollo y venta de pro- 
gramas o aplicaciones informáticas destinados a la ge- 
neración por ordenador de declaraciones, declaracio- 
nes-liquidaciones o autoliquidaciones ajustadas a los 
modelos y características técnicas aprobados por el Mi- 
nisterio de Econom'a y Hacienda, así como el diseño, 

Dos. 

impresión, distribución y venta de los impresos, corres- 
ponderá en exclusiva a la Agencia Estatal de Adminis- 
tración Tributaria, quien podrá realizar tales activida- 
des directamente o por medio de contrato o convenio. 

El precio de venta al público de los impresos, y de 
los programas y aplicaciones informáticas a que se re- 
fiere este apartado, se determinará por Resolución del 
Presidente de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria. 

Tres. La distribución, venta o comercialización de 
los programas y aplicaciones informáticas o de los im- 
presos a que se refiere el apartado 2 anterior, no me- 
diando contrato con la Agencia Estatal de Administra- 
ción Tributaria, será considerada infracción adminis- 
trativa grave y sancionada con multa de 150.000 a 
1.000.000 de pesetas. 

El procedimiento a seguir para la imposición de di- 
cha sanción,. será el establecido en el Reglamento del 
Procedimiento para el Ejercicio de la Potestad Sancio- 
nadora, aprobado por Real Decreto 1398/1993, de 4 de 
julio. Los órganos de la Agencia Estatal de Administra- 
ción Tributaria competentes para la instrucción y reso- 
lución del procedimiento serán los que se determinen 
por las normas orgánicas de la Agencia. 

SECCION TERCERA 

Otras normas de gestión tributaria 

Artículo 27. Reclamaciones contra los actos que se 
dicten en materia catastral. 

Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 77 de la 
Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Ha- 
ciendas Locales, con la siguiente redacción: 

«4. El conocimiento de las reclamaciones que se 
interpongan contra los actos administrativos descritos 
en este artículo corresponderá a los Tribunales Econó- 
mico-Administrativos del Estado». 

.TITULO 11 

DE LO SOCIAL 

CAPITULO 1 

Procedimientos y Organización 
de la Seguridad Social 

Artículo 28. Recursos económicos del Instituto So- 
cial de la Marina. 

De acuerdo con lo establecido en los artículos 63 y 
8 1 del Texto Refundido de la Ley General de la Seguri- 
dad Social, los recursos económicos y la titularidad del 
patrimonio del Instituto Social de la Marina, se adscri- 
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ben a la Tesorería General de la Seguridad Social, que 
asimismo, asumirá el pago de las obligaciones de dicho 
Instituto. 

Las Cuentas representativas del neto patrimonial del 
Instituto Social de la Marina se traspasarán a la Tesore- 
ría General, para ser incluidas en el balance de este Ser- 
vicio Común. 

Artículo 29. De las Agencias de Colocación sin fines 
lucrativos y los servicios integrados para 
el empleo. 

A las auditorías que presentarán al Instituto Nacio- 
nal de Empleo las Agencias de Colocación sin fines lu- 
crativos, a que se refiere el párrafo segundo del artículo 
4 del Real Decreto 735/1995, de 5 de mayo, les será de 
aplicación la normativa vigente, especialmente conte- 
nida en la Ley 19/1988, de 12 de julio y su Reglamento 
de desarrollo, aprobado por el Real Decreto 1636/1990, 
de 20 de diciembre. 

El Instituto Nacional de Empleo, en el plazo de tres 
meses siguientes a la recepción de los informes de au- 
ditoría realizados por personas físicas o jurídicas, ins- 
critas en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas, 
informará de los mismos al Consejo General del 
IIWM. 

Artículo 30. Gestión presupuestaria en el ámbito de 
la Seguridad Social. 

Uno. Se modifica el artículo 92 del texto refun- 
dido de la Ley General de la Seguridad Social, apro- 
bado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de 
julio, que queda redactado de la siguiente forma:. 

“El inmovilizado de la Seguridad Social deberá ser 
objeto de amortización anual, dentro de los límites que 
fije el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, con 
arreglo a los principios y procedimientos establecidos 
en el Plan General de la contabilidad pública”. 

Dos. El número 2 del artículo 113 del texto refun- 
dido de la Ley General de la Seguridad Social, apro- 
bado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de 
junio, queda redactado en los términos siguientes: 

“Serán imputables a los responsables del cumpli- 
miento de la obligación de cotizar los recargos de mora 
y apremio establecidos en el artículo 27 de esta Ley”. 

Artículo 3 1. Contabilización de los descuentos, re- 
tornos y reintegros percibidos por la Se- 
guridad Social. 

Lo establecido en la Disposición Adicional Trigé- 
simo Segunda de la Ley 42/1994 de 30 de diciembre, 

de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden So- 
cial, es de aplicación a los descuentos, retornos y rein- 
tegros percibidos por la Seguridad Social en la instru- 
mentación de las prestaciones sanitarias, por lo que sus 
importes se imputarán al Presupuesto de gastos co- 
rrientes en el ejercicio que se produzcan como minora- 
ción de las obligaciones satisfechas. 

CAPITULO 11 

Acción Protectora del sistema 
de la Seguridad Social 

Artículo 32. Invalidez en su modalidad no contribu- 
tiva. 

Se da nueva redacción al último párrafo del número 
1 del artículo 144 del Texto Refundido de la Ley Gene- 
ral de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio, y se introduce asi- 
mismo un nuevo párrafo final en el mismo número del 
citado articulo 144, todo ello en los términos siguien- 
tes: 

“LOS beneficiarios de la pensión de invalidez, en su 
modalidad no contributiva, que sean contratados por 
cuenta ajena o que se establezcan por cuenta propia, re- 
cuperarán automáticamente, en su caso, el derecho a 
dicha pensión cuando, respectivamente, se les extinga 
su contrato o dejen de desarrollar su actividad laboral, 
a cuyo efecto, no obstante lo previsto en el apartado 5 
de este artículo, no se tendrán en cuenta, en el cómputo 
anual de sus rentas, las que hubiera percibido en virtud 
de su actividad laboral por cuenta ajena o propia en el 
ejercicio económico en que se produzca la extinción 
del contrato o cese en la actividad laboral. 

Igualmente, los beneficiarios de la pensión de inva- 
lidez, en su modalidad no contributiva que sean contra- 
tados como aprendices, recuperarán dicha pensión du- 
rante los procesos de incapacidad temporal derivados 
de contingencias comunes.” 

Artículo 33. Beneficiarios del subsidio por desem- 
pleo. 

Se añade un apartado en el artículo 215 del Texto 
Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
con el siguiente tenor: 

“El requisito de carencia de rentas a que se refiere el 
apartado 1.1 del artículo 215 de esta Ley, deberá con- 
currir en el momento del hecho causante y durante la 
percepción de todas las modalidades del subsidio esta- 
blecidas en el presente artículo. En aquellos subsidios 
en que se requiera la tenencia de responsabilidades fa- 
miliares, dicho requisito deberá concurrir igualmente 
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en el momento del hecho causante y durante su percep- 
ción”. 

Artículo 34. Extinción del derecho al subsidio por de- 
sempleo. 

Se añade un párrafo al artículo 219.2 del Texto Re- 
fundido de la Ley General de la Seguridad Social con el 
siguiente tenor: 

“Asimismo, el subsidio se extinguirá por la obten- 
ción de rentas superiores a las establecidas en el ar- 
tículo 215, apartado 1.1 y 2 de esta Ley y por dejar de 
reunir el requisito de responsabilidades familiares 
previsto en los apartados 1.1 .a) y 1.2.a) del mismo ar- 
tículo cuando hubiese sido necesario para el reconoci- 
miento del derecho. Tras dicha extinción el trabajador 
sólo podrá obtener el reconocimiento de un derecho al 
subsidio si vuelve a encontrarse de nuevo en alguna 
de las situaciones previstas en el apartado 1 del ar- 
tículo 215 de esta Ley y reúne los requisitos exigi- 
dos”. 

Artículo 35. Desempleo e incapacidad temporal. 

Se modifica el artículo 222.2 del Texto Refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social, que queda redac- 
tado de la siguiente forma: 

“Cuando el trabajador esté percibiendo la prestación 
por desempleo total y pase a la situación de incapacidad 
temporal percibirá la prestación por esa contingencia en 
cuantía igual a la prestación por desempleo. 

Cuando el trabajador esté percibiendo la prestación 
por desempleo total y pase a la situación de maternidad 
percibirá la prestación por maternidad en la cuantía que 
corresponda. 

El período de percepción de la prestación por desem- 
pleo no se ampliará por la circunstancia de que el traba- 
jador pase a la situación de incapacidad temporal o ma- 
ternidad. Durante dichas situaciones la entidad gestora 
de las prestaciones por desempleo continuará satisfa- 
ciendo las cotizaciones a la Seguridad Social conforme 
a lo previsto en el párrafo b) del apartado 1 del artículo 
206”. 

Artículo 36. Baja en las prestaciones por desempleo. 

Uno. Se modifica el artículo 231.e) del Texto Re- 
fundido de la Ley General de la Seguridad Social, que 
queda redactado de la siguiente forma: 

“Solicitar la baja en las prestaciones por desempleo 
cuando se produzcan situaciones de suspensión o extin- 
ción del derecho. o se dejen de reunir los requisitos exi- 
gidos para su percepción, previamente a la producción 
de dichas situaciones”. 

Dos. Se modifica el artículo 30.2.2 de la Ley 8/88, 
que queda redactado de la siguiente forma: 

“NO comunicar, salvo causa justificada, las bajas en 
las prestaciones previamente a que se produzcan las si- 
tuaciones de suspensión o extinción del derecho o se de- 
jen de reunir los requisitos para su percepción, cuando 
por dicha causa se haya percibido indebidamente la 
prestación”. 

Artículo 37. Obligaciones de los trabajadores cuyo in- 
cumplimiento origina infracciones. 

Se modifican las letras c), d) y g) del articulo 231 del 
Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad So- 
cial, que quedarán redactados de la siguiente forma: 

“c) Participar en los trabajos de colaboración so- 
cial, programas de empleo, o en acciones de promoción, 
formación o reconversión profesionales, que determine 
el Instituto Nacional de empleo o las Entidades Asocia- 
das de los Servicios Integrados para el Empleo, y acep- 
tar la colocación adecuada que le sea ofrecida por la 
Oficina de Empleo o por la Agencia de Colocación sin 
fines lucrativos. 

Renovar la demanda de empleo en la forma y fe- 
chas en que se determine por la Entidad Gestora en el 
documento de renovación de la demanda, y comparecer 
cuando haya sido previamente requerido, ante la Enti- 
dad Gestora, las Agencias de Colocación sin fines lu- 
crativos, o las Entidades Asociadas de los Servicios In- 
tegrados para el Empleo. 

Devolver al Instituto Nacional de Empleo o, en 
su caso, a las Agencias de Colocación sin fines lucrati- 
vos, en el plazo de cinco días, el correspondiente justifi- 
cante de haber comparecido en el lugar y fecha indica- 
dos para cubrir las ofertas de empleo facilitadas por 
aquéllos”. 

d) 

g) 

Artículo 38. Sanciones por conductas de trabajadores 
inscritos en agencias de colocación o in- 
cluidos en acciones de las entidades aso- 
ciadas a los servicios integrados de em- 
pleo. 

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 30 de la 
Ley 8/88, por otro con el siguiente tenor: 

“1. LEVES: 

1.1. No comparecer, previo requerimiento, ante la 
Entidad Gestora, las Agencias de Colocación sin fines 
lucrativos o las Entidades Asociadas en los Servicios 
Integrados para el Empleo, o no renovar la demanda de 
empleo en la forma y fechas que se determinen por la 
Entidad Gestora en el documento de renovación de la 
demanda, salvo causa justificada. 
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1.2. No devolver en plazo, salvo causa justificada, 
al Instituto Nacional de Empleo, o, en su caso, a las 
Agencias de Colocación sin fines lucrativos, el comes- 
pondiente justificante de haber comparecido en el lugar 
y fecha indicados para cubrir las ofertas de empleo faci- 
litadas por aquéllos”. 

Dos. Se modifica el apartado 2.1 del artículo 30 de 
la Ley 8/88, por otro con el siguiente tenor: 

“2. GRAVES: 

2.1. Rechazar una oferta de empleo adecuada, ya 
sea ofrecida por el Instituto Nacional de Empleo o por 
las Agencias de Colocación sin fines lucrativos, o ne- 
garse a participar en los trabajos de colaboración social, 
programas de empleo, o en acciones de promoción, for- 
mación o reconversión profesionales, salvo causa justi- 
ficada, ofrecidos por el Instituto Nacional de Empleo o 
por las Entidades Asociadas de los Servicios Integrados 
para el Empleo. 

A los efectos previstos en esta Ley, se entenderá por 
empleo adecuado y por trabajos de colaboración social los 
que reúnan los requisitos establecidos, respectivamente, 
en los números 2 y 3 del artículo 213 del Texto Refundido 
de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio”. 

Artículo 39. Programa de Fomento del Empleo para 
1996 

Uno. 1. De conformidad con lo establecido en la 
Disposición Adicional Tercera del Real Decreto legisla- 
tivo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley Estatuto de los Trabajadores 
durante el período comprendido entre el 1 de enero y el 
3 1 de diciembre de 1996, las empresas podrán contratar 
temporalmente para la realización de sus actividades, 
cualquiera que fuera la naturaleza de las mismas, a tra- 
bajadores desempleados incluidos en alguno de los si- 
guientes colectivos: 

a) Beneficiarios de prestaciones por desempleo de 
nivel contributivo o asistencial, que lleven inscritos 
como parados al menos un año en la Oficina de Empleo. 

b) Trabajadores mayores de cuarenta y cinco años. 
c) Trabajadores minusválidos. 
Los empresarios deberán contratar a los trabajadores 

a través de la Oficina de Empleo y formalizar el con- 
trato por escrito en el modelo oficial que se facilitará 
por el Instituto Nacional de Empleo. 

2. La duración de estos contratos no podrá ser infe- 
rior a doce meses ni superior a tres años. Cuando se 
concierten por un plazo inferior al máximo establecido 
podrán prorrogarse antes de su terminación por perío- 
dos no inferiores a doce meses. 

3. A la terminación del contrato el trabajador ten- 
drá derecho a percibir una compensación económica 
equivalente a doce días de salario por año de servicio. 

No podrán contratar temporalmente al amparo 
de la presente disposición las empresas que hayan 
amortizado puestos de trabajo por despido declarado 
improcedente, expediente de regulación de empleo o 
por la causa prevista en el artículo 52 apartado c) del 
texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabaja- 
dores, aprobado por Real Decreto legislativo 1/1995, 
de 24 de marzo, con posterioridad al 1 de enero de 
1994. 

4. 

Dos. 1. Las contrataciones celebradas a jornada 
completa, con beneficiarios de prestaciones por desem- 
pleo de nivel contributivo o asistencial, darán lugar, du- 
rante un período máximo de tres años, a los siguientes 
beneficios: 

a) Las empresas, cualquiera que sea su número de 
trabajadores en plantilla, que contraten a beneficiarios 
de prestaciones por desempleo mayores de cuarenta y 
cinco años o minusválidos, tendrán derecho a una re- 
ducción del 75 por ciento de las cuotas empresariales a 
la Seguridad Social por contingencias comunes. 

Las empresas de hasta veinticinco trabajadores 
que contraten a beneficiarios de prestaciones por de- 
sempleo, menores de cuarenta y cinco años, inscritos al 
menos un año como desempleados en la Oficina de Em- 
pleo, tendrán derecho a una reducción del 50 por ciento 
de las cuotas empresariales a la Seguridad Social por 
contingencias comunes. 

Las reducciones establecidas en los apartados a) 
y b) anteriores se elevarán al 100 por 100 y al 75 por 
100, respectivamente, para el primer trabajador contra- 
tado por empresas, cualquiera que fuera su forma jurí- 
dica, que no hayan tenido trabajador alguno a su servi- 
cio desde el l de enero de 1994. 

b) 

c) 

2. No serán de aplicación las anteriores reduccio- 
nes de cuotas a las contrataciones realizadas con traba- 
jadores que hubieran estado contratados en la empresa 
con posterioridad al 1 de enero de 1994, así como las 
contrataciones que afecten al cónyuge, ascendientes, 
descendientes y demás parientes por consanguinidad o 
afinidad hasta el segundo grado inclusive del empresa- 
rio o de quienes ostenten cargos de dirección o sean 
miembros de los órganos de administración de las em- 
presas, que revistan la forma jurídica de sociedad, y las 
que se produzcan con estos últimos. 

Si durante la vigencia de las contrataciones rea- 
lizadas de conformidad con lo previsto en este apartado 
dos, la empresa amortizara puestos de trabajo por des- 
pido improcedente, expediente de regulación de empleo 
o por la causa prevista en el apartado c) del artículo 52, 
del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Traba- 
jadores, perderá automáticamente el derecho a la reduc- 
ción de cuotas derivadas de dichas contrataciones, de- 
biendo ingresar, a partir del momento en que se haya 

3. 
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producido la amortización, las cuotas empresariales por 
contingencias comunes establecidas con carácter general. 

El Instituto Nacional de Empleo compensará a la 
Tesorería General de la Seguridad Social, con cargo a 
las aplicaciones 480 y 487 del “programa 312-A, Pres- 
taciones de desempleados”, los menores ingresos que se 
originen por las reducciones de cuotas empresariales 
derivadas de contrataciones de beneficiarios de presta- 
ciones por desempleo, autorizándose al Ministerio de 
Economía y Hacienda para realizar las modificaciones 
de crédito necesarias para su cumplimiento. 

4. 

Tres. La transformación de los contratos de dura- 
ción determinada regulados en esta disposición en con- 
tratos indefinidos dará derecho a la obtención de los 
beneficios establecidos en la Ley 22/1992, de 30 de ju- 
lio, de medidas urgentes sobre fomento del empleo y 
protección por desempleo, así como en el Real Decreto 
1451/1983, de 11 de mayo, por el que, en cumplimiento 
de lo previsto en la Ley 13/1982, de 7 de abril, se re- 
gula el empleo de los trabajadores minusválidos, siem- 
pre que en el momento de la transformación, que podrá 
producirse al vencimiento de la duración inicial del 
contrato o de las correspondientes prórrogas, los traba- 
jadores sigan reuniendo los requisitos exigidos en las 
citadas normas, excepto el relativo a la inscripción 
como desempleados en la Oficina de Empleo. 

TITULO 111 

DEL PERSONAL AL SERVICIO 
DE LAS ADMINISTRACIONES PUBLICAS 

CAPITULO 1 

Retribuciones y situaciones 

Artículo 40. Modificación del régimen retributivo de 
los funcionarios de la Administración de 
Justicia. 

El segundo párrafo del artículo 13.1 de la Ley 
17/1980, de 24 de abril, en la redacción dada por la Ley 
42/1994, de 30 de diciembre, queda modificado de la si- 
guiente forma: 

«Previo informe del Consejo General del Poder Judi- 
cial, el régimen y la cuantía del complemento de destino 
se fijarán, por el Gobierno, cuando dicho complemento 
retribuya las características del apartado a) del párrafo 
anterior, y conjuntamente por los Ministerios de Econo- 
mía y Hacienda y de Justicia e Interior cuando retribuya 
las características de los restantes apartados. 

Los Ministerios de Economía y Hacienda y de Justi- 
cia e Interior adecuarán la cuantificación del comple- 
mento de destino fijada en el Real Decreto 391/1989, de 
21 de abril, en función de las características a que se re- 
fiere el apartado a) anterior». 

Artículo 4 1. Modificación del artículo 25 de la Ley 
38/1988, de 28 de diciembre, de Demar- 
cación y de Planta Judicial. 

En la Relación de Puestos de Trabajo del Ministerio 
de Justicia e Interior podrán existir hasta diez puestos 
servidos por Jueces o Magistrados, cinco por Fiscales, 
cinco por Secretario Judiciales y dos por Médicos Fo- 
renses. La correspondiente modificación de la RPT a 
que se refiere este artículo no deberá suponer incremento 
del gasto público. Los funcionarios seleccionados serán 
designados por plazo de dos años, prorrogables por perí- 
odos de dos años previo concurso de méritos que convo- 
cará y resolverá el Ministerio de Justicia e Interior en la 
forma que se determine reglamentariamente. 

El nombramiento se efectuará por Real Decreto si se 
trata de miembros de la carrera judicial o fiscal y por 
Orden Ministerial de si se trata de Secretarios Judiciales 
o Médicos Forenses. 

Los miembros de las carreras judicial o fiscal y de 
Secretarios Judiciales que pasen a prestar servicios en el 
Ministerio de Justicia e Interior serán declarados en la 
situación de servicios especiales en sus cuerpos de ori- 
gen y en situación de excedencia voluntaria por incom- 
patibilidad en el caso de Médicos Forenses. Estarán so- 
metidos al régimen estatutario de los funcionarios de la 
Administración Civil del Estado, salvo en lo relativo a 
la fijeza en el puesto. 

Artículo 42. Cuerpos de Auxiliares de Laboratorio. 

Los auxiliares de Clínica y Laboratorio de los Institu- 
tos Anatómicos-Forenses, Nacional de Toxicología y Clí- 
nicas Médico-Forenses que figuran en escalas indepen- 
dientes del Cuerpo de Auxiliares de la Administracion de 
Justicia, se integrqán, a partir de la entrada en vigor de 
esta Ley en el Cuerpo de Auxiliares de Laboratorio. 

Artículo 43. Reclasificación de Personal de las Fuer- 
zas y Cuerpos de Seguridad y Fuerzas 
Armadas. 

La Escala de Subinspección del Cuerpo Nacional de 
Policía, y los Grupos de Empleo de Brigada, Sargento 
Primero y Sargento de la Guardia Civil y de las Fuerzas 
Armadas, y la Escala Básica del Cuerpo Nacional de 
Policía y los Grupos de Empleo de Cabo Primero, Cabo 
y Guardia Civil y Cabo Primero, Cabo y Soldado profe- 
sionales permanentes de las Fuerzas Armadas se enten- 
derán clasificados a efectos retributivos y de fijación de 
los haberes reguladores para la determinación de los ha- 
beres pasivos, en los Grupos B y C respectivamente, de 
los establecidos en el artículo 25 de la ley 30/1984, de 2 
de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función 
Pública, sin que esto pueda suponer incremento de 
gasto público, ni modificación del cómputo anual de las 
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retribuciones totales de los integrantes de dichas Esca- 
las y Empleos. 

En su virtud, los funcionarios de las Escalas y Em- 
pleos antes citados que estuvieran integrados en los Gru- 
pos C y D, respectivamente, pasarán a percibir el sueldo 
correspondiente a los Grupos B y C, respectivamente, 
pero el exceso que el sueldo del nuevo grupo tenga sobre 
el sueldo del grupo anterior, ambos referidos a 14 men- 
sualidades, se deducirá de sus retribuciones complemen- 
tarias, de forma que se perciban idénticas remuneracio- 
nes globales respecto a la situación anterior. 

Los trienios que se hubieran perfeccionado en las Es- 
calas y Empleos citados, con anterioridad a la entrada 
en vigor de la presente disposici6n, se valorarán de 
acuerdo con el Grupo de Clasificación al que pertenecía 
el funcionario en el momento de su perfeccionamiento, 
de entre los previstos en el artículo 25 de la Ley 30/84, 
de 2 de agosto, de Medidas para las Reforma de la Fun- 
ción Pública. 

Asimismo, los años de servicio prestados con ante- 
rioridad a la entrada en vigor de esta Ley por los fun- 
cionarios en las Escalas y Empleos de los mencionados 
cuerpos, se considerarán, a efectos pasivos, teniendo en 
cuenta el índice de proporcionalidad o el grupo de clasi- 
ficación que en cada momento aquéllos tuvieron asig- 
nado. 

Artículo 44. Modificación de la Ley 17/1980, en or- 
den a establecer los, índices multiplicado- 
res. 

El artículo 9 de la Ley 17/80, de 24 de abril, por la 
que se establece el régimen retributivo de los miembros 
de las Carreras Judidical y Fiscal y los funcionarios al 
servicio de la Administración de Justicia, queda redac- 
tado de la siguiente forma: 

“Artículo 9. Los índices multiplicadores que co- 
rresponden al personal al servicio de la Administración 
de Justicia serán los siguientes: 

Diplomados en Enfermería o Ayudantes 
Técnicos Sanitarios de la Administra- 
ción de Justicia. ..................................... 

Oficiales de la Administración de Justi- 
cia. ...................................................... 

Técnicos Especialistas de la Administra- 
ción de Justicia ...................................... 

Auxiliares de la Administración de Justi- 
cia. ......................................................... 

Auxiliares de Laboratorio de la Adminis- 
tración de Justicia. 150  

Agentes de la Administración de Jqsti- 
Cia. ...................................................... 

Funcionarios Letrados de la Escala Téc- 
nica del Cuerpo Administrativo de los 
tribunales (a extinguir). ......................... 

2 2 5  

2,oo 

2900 

1,50 

1,25 

2,50 

Secretarios de Juzgado de Paz de pobla- 
ción superior a 7.000 habitantes (a ex- 
tinguir) ................................................... 2,25 

Artículo 45. Personal militar. Excedencia voluntaria 
para el cuidado de hijos. 

Se da nueva redacción al apartado 8 del artículo 100 
de la Ley 17/1989, de 19 de julio, reguladora del régi- 
men del personal militar profesional: 

“8. Al militar de carrera en situación de excedencia 
voluntaria no le será computable el tiempo permanecido 
en ella a efectos de trienios y derechos pasivos, salvo en 
el caso de los apartados 2 y 3 de este artículo. En el sur 
puesto del apartado 2, el tiempo permanecido en la si- 
tuación de excedencia voluntaria le será computable, 
además, como tiempo de servicios efectivos”. 

Artículo 46. Creación de las Escalas de Especialista y 
Auxiliar Técnico de Organismos Autó- 
nomos, Especialidad de Sanidad y Con- 
sumo, de los Grupos C y D respectiva- 
mente. 

Uno. Los funcionarios pertenecientes a la “Escala 
de Facultativos y Especialistas de la AISN’ y a la “Es- 
cala de Arquitectos Superiores de la AISN’ quedan in- 
tegrados en la Escala de Técnicos de Gestión de Orga- 
nismos Autónomos, especialidad de Sanidad y Con- 
sumo. 

Dos. Los funcionarios pertenecientes a la “Escala 
de Ayudantes Técnicos Sanitarios de la AISN’, a la 
“Escala de Asistentes Sociales de la AISN’ y a la “Es- 
cala de Aparejadores e Ingenieros Técnicos de la 
AISN” quedan integrados en la Escala de Gestión de 
Organismos Autónomos, especialidad de Sanidad y 
Consumo. 

Tres. Se crea la Escala de Especialista Técnico de 
Organismos Autónomos, especialidad de Sanidad y 
Consumo, del Grupo C, en la que se integran los fun- 
cionarios pertenencientes a la “Escala de Terapeutas 
Ocupacionales de la AISN’, a la “Escala de Delineantes 
de la AISN” y a la “Escala de Maestros de la AISN’. 

Se crea la Escala de Auxiliar Técnico de 
Organismos Autónomos, especialidad de Sanidad y 
Consumo, del Grupo D, en la que se integran los fun- 
cionarios pertenecientes a la “Escala ge Auxiliares de 
Investigación en Laboratorio”. 

Sin perjuicio de la adscripción que, de con- 
formidad con lo establecido en la Ley 3011984, de 2 de 
agosto, corresponde a las Escalas Interdepartamentales 
de Organismos Autónomos, la especialidad indicada en 
los dos párrafos anteriores quedará adscrita al Ministe- 
rio de Sanidad y Consumo. 

El personal laboral que a la fecha de la en= 
trada en vigor de la Ley 2311988, de 28 de julio, estu- 

Cuatro. 

Cinco. 

Seis. 
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viera prestando servicios en el Ministerio de Sanidad y 
Consumo y sus Organismos Autónomos en puestos a 
desempeñar por personal funcionario para los que se 
precise el nivel de titulación requerido para el Acceso a 
las Escalas anteriores, podrá integrarse en la referida es- 
pecialidad, siempre que posea la titulación y reúna los 
restantes requisitos exigidos, mediante la participación 
en las correspondientes pruebas selectivas, en las que se 
tendrá en cuenta los servicios efectivos prestados en su 
condición de laboral en el puesto de trabajo y en las 
pruebas superadas para acceder a la misma. 

Artículo 47. Modificación sobre régimen de retribu- 
ciones de los funcionarios. Pagas extra- 
ordinarias. 

Se modifica el artículo 33 de la Ley 33/1987, de 
23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para 1988, quedando redactado de la siguiente forma: 

Uno. 

“Las pagas extraordinarias de los funcionarios del 
Estado se devengarán el primer día hábil de los meses 
de junio y diciembre y con referencia a la situación y 
derechos del funcionario en dichas fechas, salvo en los 
siguientes casos: 

a) Cuando el tiempo de servicios prestados hasta el 
día en que se devengue la paga extraordinaria no com- 
prenda la totalidad de los seis meses inmediatos anterio- 
res a los meses de junio o diciembre, el importe de la 
paga extraordinaria se reducirá proporcionalmente, 
computando cada mes natural completo y día por un 
sexto y un ciento ochentavo, respectivamente, del im- 
porte de la paga extraordinaria que en la fecha de su de- 
vengo hubiera correspondido por un período de seis me- 
ses, teniendo en cuenta que si la suma de los días de los 
meses incompletos fuera treinta o superior, cada fracción 
de treinta días se considerará como un mes completo. 

Los funcionarios en servicio activo que se en- 
cuentren disfrutando de licencia sin derecho a retribución 
en las fechas indicadas devengarán la correspondiente 
paga extraordinaria pero su cuantía experimentará la re- 
ducción proporcional prevista en el párrafo a) anterior. 

En el caso de cese en el servicio activo, la última 
paga extraordinaria se devengará el día del cese y con 
referencia a la situación y derechos del funcionario en 
dicha fecha, pero en cuantía proporcional al tiempo de 
servicios efectivamente prestados, salvo que el cese sea 
por jubilación, fallecimiento o retiro de los funcionarios 
a que se refiere el apartado c) del artículo 34 de la pre- 
sente Ley, en cuyo caso los días del mes en que se pro- 
duce dicho cese se computarán como un mes completo. 

A los efectos previstos en el presente artículo, el 
tiempo de duración de licencias sin derecho a retribu- 
ción no tendrá la consideración de servicios efectiva- 
mente prestados. 

Si el cese en el servicio activo se produce durante el 
mes de diciembre, la liquidación de la parte proporcional 
de la paga extraordinaria correspondiente a los días trans- 

b) 

c) 

curridos de dicho mes se realizará de acuerdo con las 
cuantías de las retribuciones básicas vigentes en el mismo. 

Las cuotas de derechos pasivos y de cotización de los 
mutualistas a las Mutualidades Generales de Funciona- 
rios correspondientes a las pagas extraordinarias se re- 
ducirán, cualquiera que sea la fecha de su devengo, en la 
misma proporción en que se minoren dichas pagas 
como consecuencia de abonarse las mismas en cuantia 
proporcional al tiempo en que se ha permanecido en si- 
tuación de servicio activo. 

Las cuotas a que se refiere el párrafo anterior corres- 
pondientes a los períodos de tiempo en que se disfruten 
licencias sin derecho a retribución no experimentarán 
reducción en su cuantía». 

Dos. Lo dispuesto en el presente artículo tendrá 
efectos económicos desde el 1 de enero de 1996. 

Artículo 48. Modificación del régimen de provisión 
de puestos de trabajo de los funcionarios 
públicos 

Se adiciona un segundo párrafo al artículo 18.4 de la 
Ley 30/1984, de 2 de agosto, de medidas para la Re- 
forma de la Función Pública. 

“Las vacantes correspondientes a las plazas incluidas 
en las convocatorias para ingreso de nuevo personal, no 
precisarán de la realización de concurso previo entre 
quienes ya tuvieren la condición de funcionarios”. 

Artículo 49. Modificación de la Disposición Transito- 
ria Decimoquinta de la Ley 30/1984, de 2 
de agosto, de Medidas para la Reforma 
de la Función Pública. 

El primer párrafo del apartado 2 de la Disposición 
Transitoria Decimoquinta de la Ley 30/1984, de 2 de 
agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pú- 
blica, queda redactado como sigue: 

“El personal fijo que a la entrada en vigor de la Ley 
2311988, de 28 de julio, se hallare prestando servicios en 
puestos de trabajo reservados a funcionarios en la Admi- 
nistración del Estado y sus Organismos Autónomos, así 
como en las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de 
la Seguridad Social, o el que hubiese adquirido esta con- 
dición en virtud de pruebas selectivas convocadas antes 
de dicha fecha, siendo destinado con ocasión de su in- 
greso a puestos reservados a funcionarios en el mencio- 
nado ámbito, podrá participar en las pruebas de acceso a 
Cuerpos y Escalas a los que figuren adscritos los corres- 
pondientes puestos, siempre que posean la titulación ne- 
cesaria y reúnan los restantes requisitos exigidos, de- 
biendo valorarse a estos efectos como mérito los servi- 
cios efectivos prestados en su condición de laboral, y las 
pruebas selectivas superadas para acceder a la misma”. 

- 28 - 



CONGRESO 13 DE OCTUBRE DE lg%.-sERIE A. NÚM. 137-1 

CAPITULO 11 

Otras normas reguladoras del régimen 
de los funcionario: -Úblicos. 

SECCION PRIMERA 

De los Derechos Pasivos 

Artículo 50. Modificaciones del Texto Refundido de 
Ley de Clases Pasivas del Estado, apro- 
bado por Real Decreto Legislativo 
67011987, de 30 de abril. 

Los artículos y disposiciones que a continuación se 
relacionan del texto refundido de Ley de Clases Pasivas 
del Estado, aprobado por Real Decreto Legislativo 
670/1987, de 30 de abril, quedarán redactados en los 
términos siguientes: 

Uno. Artículo 3, número 1.a). Legislación regula- 
dora. 

“1. Se regularán por el Título 1 del presente texto y 
sus disposiciones de desarrollo, los derechos pasivos 
causados por el personal comprendido en el ámbito de 
cobertura del Régimen de Clases Pasivas que se men- 
cionan a continuación: 

a) El personal mencionado en las letras a) a e) am- 
bas inclusive, y g) del número 1 del precedente artículo 
2 que, con posterioridad a 31 de diciembre de 1984 se 
encuentre en cualquier situación administrativa y no 
haya sido declarado jubilado o retirado antes de dicha 
fecha”. 

Dos. Artículo 3 1. número 4: 

“4. El cálculo de la pensión de jubilación o retiro 
por incapacidad permanente para el servicio del per- 
sonal comprendido en este capítulo, se verificará de 
acuerdo con las reglas expresadas en los dos números 
anteriores, con la particularidad de que se entenderán 
como servicios efectivos prestados en el Cuerpo, Es- 
cala, plaza, empleo o categoría a que figurara adscrito 
en el momento en que se produzca el cese por jubila- 
ción o retiro por incapacidad permanente, los años 
completos que faltaran al interesado para alcanzar la 
correspondiente edad de jubilación o retiro forzoso, y 
se tendrán en cuenta, a los efectos oportunos, para el 
cálculo de la pensión que corresponda. Se exceptua- 
rán de este cómputo especial de servicios los supues- 
tos en que el personal de que se trata sea declarado ju- 
bilado o retirado por incapacidad permanente mien- 
tras estuviera en situación de excedencia voluntaria o 
suspensión firme o situación militar legalmente asi- 
milable”. 

Tres. Artículo 38. número 1. 

“Tendrán derecho a la pensión de viudedad quienes 
sean o hayan sido cónyuges legítimos del causante de 
los derechos pasivos siempre en proporción al tiempo 
que hubieran convivido, durante la vigencia del matri- 
monio, con el cónyuge fallecido y con independencia de 
las causas que hubieran determinado la anulación o el 
divorcio en cada caso”. 

Cuatro. Artículo 39. número 1. segundo párrafo. 

“A este efecto se tomará la pensión de jubilación o 
retiro que efectivamente se hubiera señalado al cau- 
sante, debidamente actualizada en su caso, o la que hu- 
biera podido corresponder a éste al momento de su jubi- 
lación o retiro forzoso si hubiera fallecido con anteriori- 
dad al cumplimiento de la edad correspon2iente y no 
hubiera llegado a ser declarado jubilado o retirado, per- 
maneciendo invariable el Cuerpo, Escala, plaza, empleo 
o categoría a que estuviera adscrito aquél al momento 
de fallecer. Si el causante falleciera en situación de ex- 
cedencia voluntaria o de suspensión firme o en situa- 
ción militar legalmente asimilable, como base regula- 
dora de la pensión de viudedad se tomará la pensión de 
jubilación o retiro que le hubiera correspondido sola- 
mente en función de los servicios prestados hasta el mo- 
mento de su pase a tales situaciones”. 

Cinco. Artículo 59. 

<< 1. 

Extinción de pensiones. 

Las pensiones en favor de familiares del Régi- 
men de Clases Pasivas del Estado reconocidas al amparo 
de la legislación vigente a 3 1 de diciembre de 1984 se 
extinguirán cuando sus titulares contraigan matrimonio, 
sin que pueda posteriormente recuperarse el derecho a 
las mismas si el matrimonio se hubiera celebrado con 
posterioridad al 23 de agosto de 1984, en las pensiones 
causadas por el personal comprendido en el ámbito de 
aplicación de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, o después 
del 31 de diciembre del mismo año, en las pensiones 
causadas por el resto del personal incluido en el ámbito 
subjetivo del Régimen de Clases Pasivas del Estado. 

2. Las pensiones de orfandad del Régimen de Cla- 
ses Pasivas del Estado reconocidas al amparo de la le- 
gislación vigente a 31 de diciembre de 1984, causadas 
con posterioridad a 23 de agosto de 1984 por el personal 
comprendido en el ámbito de aplicación de la Ley 
30/1984 o después del 31 de diciembre del mismo año 
en otro caso, se extinguirán cuando sus titulares cum- 
plan los 21 años de edad, salvo que estén incapacitados 
para todo tipo de trabajo desde antes del cumplimiento 
de dicha edad o de la fecha del fallecimiento del cau- 
sante de la pensión y tengan derecho al beneficio de jus- 
ticia gratuita. 

Cuando tales pensiones hubieran sido causadas antes 
del 24 de agosto de 1984 o del 1 de enero de 1985, se- 
gún corresponda, pero no pudieran percibirse a 3 1 de di- 
ciembre de 1984, se extinguirán definitivamente siem- 
pre que el huérfano sea mayor de 21 años de edad y no 
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esté incapacitado para el trabajo en las condiciones ex- 
presadas en el párrafo anterior, excepto en el supuesto 
de que a 3 1 de diciembre de 1984 se dieran en aquél to- 
dos los requisitos de aptitud legal exigidos por la legis- 
lación aplicable para el reconocimiento del derecho o 
no existiera cónyuge supérstite del causante con dere- 
cho a pensión». 

Seis. Disposición Adicional Tercera. número 1, 

“No obstante lo dispuesto en el número 2 del artículo 
28 de este texto, se considerará retiro forzoso el previsto 
en los artículos 64 de la Ley Orgánica 12/1985, de 27 de 
noviembre, sobre régimen disciplinario de las Fuerzas 
Armadas y 30 de la Ley Orgánica 12/1985, de 9 de di- 
ciembre, aprobatoria del Código Penal Militar. La 
misma consideración tendrá, respecto del personal mili- 
tar, la inhabilitación acordada en sentencia judicial”. 

Siete. Disposición Transitoria Cuarta. 

“1. El personal militar retirado que con posteriori- 
dad a su retiro hubiese prestado servicios en cualquiera 
de los sectores o grados de la Administración Pública 
por razón de su procedencia de las Fuerzas Armadas o 
Fuerzas de Orden Público, y que hubiese cesado en la 
prestación de estos servicios después de 31 de diciem- 
bre de 1984, no tendrá derecho a causar pensión de ca- 
rácter civil dentro del Régimen de Clases Pasivas aun- 
que dichos servicios, por sí solos, fueran suficientes 
para ello. 

No obstante, el reconocimiento de los servicios a que 
se refiere el párrafo anterior servirá para mejorar el im- 
porte de la pensión de retiro de la que ya se fuera titular 
o, en su caso, de las pensiones militares que pudieran 
causarse en favor de los familiares, mediante la incor- 
poración a las mismas de los nuevos trienios perfeccio- 
nados, salvo que por tales servicios se tuviera derecho a 
pensión en un régimen público de Seguridad Social 

Dicha mejora no podrá suponer, en ningún caso, la 
aplicación de una legislación distinta a la que procedió en 
el momento del reconocimiento de la pensión de retiro. 

El personal militar retirado que con posteriori- 
dad a su retiro se hubiera integrado, como consecuencia 
o no de su procedencia de las Fuerzas Armadas o de Or- 
den Público, en algún Cuerpo o Escala de la Adminis- 
tración Pública como funcionario de carrera de carácter 
civil, incluido en el ámbito personal de cobertura: del 
Régimen de Clases Pasivas previsto en el artículo 2 de 
este texto refundido, y hubiera sido declarado jubilado 
después de 3 1 de diciembre de 1984 conforme a lo esta- 
blecido en el artículo 28 de esta misma norma o hubiese 
fallecido con posterioridad a esa fecha sin estar jubi- 
lado, tendrá derecho a causar pensión en su favor o en el 
de sus familiares con arreglo a las normas establecidas 
en el Título 1 de este texto legal. 

Esta pensión, tal y como se establece en el artículo 
25.2 de esta norma, será incompatible con la de carácter 
militar que se hubiera podido causar. 

2. 

3. Reglamentariamente se desarrollarán las normas 
necesarias para la aplicación de lo regulado en la pre- 
sente disposición”. 

Artículo 51. Reconocimiento de derechos pasivos 
causados por quienes han perdido la con- 
dición de funcionario. 

Se incluye en el texto refundido de Ley de Clases Pa- 
sivas del Estado, aprobado por Real Decreto Legislativo 
670/1987, de 30 de abril, la disposición adicional dé- 
cima, con la siguiente redacción: 

“Disposición adicional décima. Reconocimiento de 
derechos pasivos causados por quienes han perdido la 
condición de funcionario. 

1. El personal comprendido en las letras a) a h), 
ambas inclusive, del número 1 del artículo 2 de este 
texto refundido que pierda la condición de funcionario, 
cualquiera que fuese la causa, conservará los derechos 
pasivos que para sí o sus familiares pudiera haber ad- 
quirido hasta ese momento, de acuerdo con lo estable- 
cido en el presente texto refundido, con las especialida- 
des que se regulan en esta disposición y en la disposi- 
ción adicional tercera, y en los términos que reglamen- 
tariamente se determine. 

Para la determinación de las pensiones causadas 
por el indicado personal serán de aplicación las normas 
contenidas en el Título 1 o el Título 11 del presente texto 
refundido, según corresponda, en función de la fecha en 
que por edad dicho personal hubiera accedido a la jubi- 
lación o al retiro forzoso de no haber perdido la condi- 
ción de funcionario, o en función de la fecha de su fa- 
llecimiento, si éste hubiera sido anterior a dicho mo- 
mento, de acuerdo con las reglas contenidas en el ar- 
tículo 3 de este texto refundido. 

El personal a que se refiere la presente disposi- 
ción no causará derecho a la pensión ordinaria de jubi- 
lación o retiro por incapacidad permanente para el ser- 
vicio regulada en el presente texto refundido. 

No obstante, en el supuesto de que dicho personal 
antes de alcanzar la edad de jubilación o retiro forzoso 
se encuentre afectado por una lesión o proceso patoló- 
gico derivado de enfermedad o accidente, previsible- 
mente de carácter permanente o irreversible, que le in- 
habilite por completo para la realización de toda profe- 
sión u oficio, causará derecho a pensión ordinaria de ju- 
bilación o retiro por incapacidad para todo trabajo. 

A efectos del reconocimiento de los derechos 
pasivos a que se refiere la presente disposición, sola- 
mente se computarán los servicios prestados por el cau- 
sante hasta el momento en que se hubiese producido la 
pérdida de su condición de funcionario. 

El reconocimiento de los derechos pasivos cau- 
sados por el personal incluido en la presente disposición 
se efectuará siempre a instancia de parte, una vez que se 
acredite el cumplimiento de los requisitos exigidos en 

2. 

3. 

4. 

5. 
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cada caso, sin que sea necesaria la declaración de jubi- 
lación o retiro a que se refiere el artículo 28 de este 
texto. 

6. Los efectos económicos del reconocimiento del 
derecho a pensión ordinaria de jubilación o retiro for- 
zoso se producirán desde el día primero del mes si- 
guiente a aquél en que se acredite el cumplimiento de 
los requisitos exigidos en cada caso, siempre que la so- 
licitud se formule dentro de los cinco años siguientes al 
cumplimiento de los mencionados requisitos. Transcu- 
rrido el citado período, la pensión surtirá efectos a par- 
tir del día primero del mes siguiente a la solicitud. 

En los supuestos de reconocimiento de pensión de 
jubilación o retiro voluntario y de pensión ordinaria de 
jubilación o retiro por incapacidad para todo trabajo, los 
efectos económicos de la pensión que pudiera causarse 
se producirán a partir del día primero del mes siguiente 
a la fecha de la solicitud”. 

Artículo 52. Modificación de los requisitos necesa- 
rios para el reconocimiento de las pen- 
siones familiares en los supuestos de 
adopción. 

Uno. A efectos del reconocimiento de las pensio- 
nes familiares de Clases Pasivas, cualquiera que sea su 
legislación reguladora, se suprime en los supuestos de 
adopción, el requisito de que el adoptante o el adoptado, 
según se trate de pensiones de orfandad o en favor de 
padres, haya sobrevivido dos años, al menos, desde la 
fecha de la adopción. 

Cuando el fallecimiento del causante se haya 
producido con anterioridad a la entrada en vigor de esta 
Ley, los efectos económicos de la pensión que pudiera 
reconocerse se producirán a partir del 1 de enero de 
1996, siempre que en esta fecha se acrediten los requisi- 
tos exigidos legalmente y la solicitud se haya formulado 
dentro de los cinco años siguientes a la indicada fecha; 
en caso contrario, la pensión surtirá efectos económicos 
desde el día primero del mes siguiente a la solicitud. 

Lo dispuesto en los apartados anteriores será 
de aplicación a los procedimientos iniciados y no re- 
sueltos en el momento de entrada en vigor de esta Ley, 
así como a las peticiones que se formulen nuevamente 
en relación con solicitudes que hayan sido objeto de de- 
negación por no concurrir el requisito que mediante la 
presente disposición se suprime, con independencia de 
que sobre dichas solicitudes haya recaído resolución ad- 
ministrativa o judicial firme. 

Dos. 

Tres. 

Artículo 53. Personal militar. Retiro. Consecuencias 
de la insuficiencia de condiciones psico- 
físicas. 

Uno. Se modifica el apartado 2 del artículo 64 de la 
Ley 17/1989, de 19 de julio, reguladora del régimen del 
personal militar profesional que quedará como sigue: 

“2. El retiro de militar de carrera se declarará de 
oficio o, en su caso, a instancia de parte en los si- 
guientes supuestos: 

a) Al cumplir la edad de jubilación forzosa fijada 
con carácter general en la Administración civil del Es- 
tado 

b) Por aplicación de lo dispuesto en el apartado 3 
o en el apartado 5 del artículo 103 de esta Ley. 

c) Con carácter voluntario, en las condiciones es- 
tablecidas para la jubilación voluntaria en la legisla- 
ción de clases pasivas del Estado. 

d) Por inutilidad permanente para el servicio”. 

Dos. Se da nueva redacción al apartado 5 y se 
añade un nuevo apartado 6 al artículo 88 de la Ley 
17/1989, de 19 de julio, reguladora del régimen del 
personal militar profesional, que quedarán como si- 
gue: 

“5. Las evaluaciones para comprobar si existe in- 
suficiencia de facultades profesionales tienen por ob- 
jeto determinar la aptitud para el servicio del intere- 
sado y, en su caso, su pase a la situación de reserva”. 

Las evaluaciones para comprobar si existe in- 
suficiencia de condiciones psicofísicas tienen por ob- 
jeto determinar la aptitud para el servicio del intere- 
sado y, en su caso, la limitación para ocupar determi- 
nados destinos o su pase a la situación de retiro”. 

“6. 

Tres. Se da nueva redacción al artículo 95 de la 
Ley 17/1989, de 19 de julio, reguladora del régimen de 
personal militar profesional que quedará como sigue: 

“Artículo 95. Evaluaciones para determinar si 
existe insuficiencia de condiciones psicofísicas a efec- 
tos de pase a la situación de retiro o de limitación para 
ocupar determinados destinos. 

1. Como consecuencia de los reconocimientos 
médicos o de las pruebas físicas a que se hace referen- 
cia en el artículo setenta de la presente Ley, se podrá 
iniciar expediente de declaración de no aptitud para el 
servicio por insuficiencia de condiciones psicofísicas, 
que será apreciada por los tribunales competentes y 
podrá dar lugar a la declaración de inutilidad perma- 
nente para el servicio o a una limitación para ocupar 
determinados destinos. El expediente será elevado al 
Jefe de Estado Mayor del Ejército correspondiente, el 
cual propondrá al Ministro de Defensa la resolución 
que proceda. 

Reglamentariamente se determinarán los cua- 
dros de insuficiencia de condiciones psicofísicas que 
puedan dar lugar a la limitación para ocupar determi- 
nados destinos y al pase a la situación de retiro” 

2. 

Cuatro. Queda sin efecto el apartado 1.e) del ar- 
tículo 103 de la Ley 17/1989 de 19 de julio, reguladora 
del régimen del personal militar profesional. 
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Artículo 54. Pensiones anejas a medallas y cruces. 

Las pensiones anejas a las recompensas que se re- 
gulan en la Ley 5/1964, de 29 de abril, sobre conde- 
coraciones policiales y en la Ley 19/1976, de 29 de 
mayo, por la que se crea la Orden del Mérito del 
Cuerpo de la Guardía Civil, concedidas a familiares 
de funcionarios muertos en acto de servicio, o como 
resultado del mismo, o de cualquier persona fallecida 
a consecuencia del hecho por el que se le otorga, se 
calcularán mediante la aplicación del porcentaje que 
corresponda sobre la pensión que les haya sido reco- 
nocida a dichos familiares. 

Artículo 55 .  Gestión de las pensiones de mutilación. 

Aquellas personas que tengan reconocida a su fa- 
vor una pensión de las contempladas en la Disposi- 
ción Transitoria del Real Decreto 210/1992, de 6 de 
marzo, por el que se regulan los derechos pasivos del 
Personal del Cuerpo de Mutilados de Guerra por la 
Patria, del Cuerpo de Inválidos Militares y de la Sec- 
ción de Inútiles para el Servicio, y no pertenezcan a 
las Fuerzas Armadas, percibirán dichas pensiones, así 
como los restantes devengos anejos a las mismas que 
tengan reconocidos, a través de la Dirección General 
de Costes de Personal y Pensiones Públicas del Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda o de las Delegacio- 
nes Provinciales del citado Ministerio, según corres- 
ponda, con cargo a los créditos de Clases Pasivas. 

Tales pensiones mantendrzin su propio régimen ju- 
rídico en materia de compatiblidades y concurrencia. 

Por los Ministros de Economía y Hacienda y de 
Defensa se dictarán las normas que resulten necesa- 
rias para la aplicación de lo establecido en esta dispo- 
sición. 

SECCION SEGUNDA 

Otras normas 

Artículo 56. Suministro de información a la Direc- 
ción General de Costes de Personal y 
Pensiones Públicas y a MUFACE, IS- 
FAS Y MUGEJU. 

Lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley 4211994, 
de 3 1 de diciembre, de Medidas fiscales, administrati- 
vas y de orden social, será de aplicación a efectos de 
las prestaciones de Clases Pasivas cuya gestión tienen 
encomendada la Dirección General de Costes de Per- 
sonal y Pensiones Públicas y las Delegaciones Pro- 
vinciales de Economía y Hacienda en el ámbito de sus 
respectivas competencias, así como de las prestacio- 
nes correspondientes a MUFACE, ISFAS y MU- 
GEJU. 

TITULO IV 

NORMAS DE GESTION Y ORGANIZACION 

CAPITULO 1 

De la Gestión 

Artículo 57. Normas de gestión de los créditos cofi- 
nanciados por la Comunidad Europea. 

La modificación, sustitución o supresión de pro- 
yectos o actuaciones del Fondo Europeo de Desarro- 
llo Regional cofinanciados por la Comunidad Euro- 
pea, aprobados por la Comisión, excepto los que sean 
competencia de las Administraciones Autonómicas, 
deberán ser previamente autorizados por el Ministerio 
de Economía y Hacienda. Dicha autorización se en- 
tenderá otorgada si en el plazo de quince días desde 
su presentación en la Dirección General de Planifica- 
ción no se ha producido la resolución sobre el fondo 
de la propuesta. Todo ello, sin perjuicio de las compe- 
tencias, en su caso, del correspondiente Comité de Se- 
guimiento. 

La modificación o suspresión de proyectos o gru- 
pos de proyectos del Fondo de Cohesión cofinancia- 
dos por la Comunidad Europea, aprobados por la Co- 
misión, deberán ser previamente autorizados por el 
Ministerio de Econom’a y Hacienda. Dicha autoriza- 
ción se entenderá otorgada si en el plazo de quince 
días desde su presentación en la Dirección General de 
Planificación no se ha producido la resolución sobre 
el fondo de la propuesta. Todo ello, sin perjuicio de 
las competencias, en su caso, del correspondiente Co- 
mité de Seguimiento. 

Con carácter previo a la autorización del Ministe- 
rio de Economía y Hacienda, el Ministerio de Obras 
Públicas, Transportes y Medio Ambiente emitirá el 
correspondiente informe cuando se trate de proyectos 
que tengan incidencia en el medio ambiente o en la 
política de transportes. 

Artículo 58. Gestión de los ingresos procedentes del 
Fondo de Cohesión de la Comunidad 
Europea. 

Los ingresos procedentes del Fondo de Cohesión 
de la Comunidad Europea destinados a financiar pro- 
yectos, incluidos los que son de ejecución por parte de 
las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones 
Locales, se contabilizarán y gestionarán de manera 
igual a los procedentes del FEDER, según lo estable- 
cido en la Orden del Ministerio de Economía y Ha- 
cienda de 20 de julio de 1992, que regula los flujos fi- 
nancieros y las operaciones de tesorería con la Admi- 
nistración Pública Española. 
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Artículo 59. Modificación del Texto Refundido de 
la Ley General Presupuestaria. 

Uno. El artículo 32.1 de la Ley General Presu- 
puestaria quedará redactado de la siguiente manera: 

“A los fines previstos en el artículo anterior, la Ha- 
cienda Pública estatal gozará de las prerrogativas, ga- 
rantías y facultades previstas en la Ley General Tribu- 
taria”. 

Dos. El artículo 33 de la Ley General Presupues- 
taria quedará redactado de la siguiente manera: 

“El procedimiento de apremio para la cobranza de 
las deudas correspondientes a los derechos referidos 
en el artículo 3 1 de esta Ley se iniciará mediante pro- 
videncia, expedida por órgano competente, que tendrá 
la misma fuerza ejecutiva que la sentencia judicial 
para proceder contra los bienes y derechos de los obli- 
gados al pago conforme dispone el artículo 127 de la 
Ley General Tributaria”. 

Tres. El artículo 36.2 de la Ley General Presu- 
puestaria quedará redactado de la siguiente manera: 

“El interés de demora será el interés legal del di- 
nero vigente a lo largo del período en que se deven- 
gue, sin perjuicio de lo establecido en Leyes especia- 
les”. 

Cuatro. El artículo 79.7 de la Ley General Presu- 
puestaria quedará redactado de la siguiente manera: 

“No tendrán la condición de pagos a justificar las 
provisiones de fondos de carácter permanente que se 
realicen a pagadurías, cajas y habilitaciones para la 
atención de gastos periódicos o repetitivos. Estos an- 
ticipos de caja fija tendrán la consideración de opera- 
ciones extrapresupuestarias y su cuantía global no po- 
drá exceder para cada ministerio u organismo autó- 
nomo del 10 por ciento del total de los créditos del ca- 
pitulo destinados a gastos corrientes en bienes y ser- 
vicios del Presupuesto vigente en dada momento. Las 
unidades administrativas responsables de estos fon- 
dos justificaran su aplicación o situación conforme se 
establezca reglamentariamente y tales fondos forma- 
rán parte integrante del Tesoro Público”. 

Cinco. El apartado 5 del artículo 81 del Texto 
Refundido de la Ley General. Presupuestaria, queda 
redactado de la siguiente manera: 

4. Las bases reguladoras de las subvenciones o 
ayudas podrán establecer que la entrega y distribución 
de los fondos públicos a los beneficiarios se efectúen 
a través de las Comunidades autónomas o de entida- 
des colaboradoras. 

A estos efectos podrán ser consideradas entidades 
colaboradoras las Sociedades estatales, las Corpora- 
ciones de Derecho público y las Fundaciones que es- 
tén bajo el protectorado de un Ente de Derecho Pú- 
blico, así como las personas jurídicas que reúnan las 
condiciones de solvencia y eficacia que se establez- 
can. 

La Entidad colaboradora actuará en nombre y por 
cuenta del Departamento u Organismo concedente a 
todos los efectos relacionados con la subvención o 
ayuda, que, en ningún caso, se considerará integrante 
de su patrimonio. 

Son obligaciones de las Entidades colaboradoras: 

a) Entregar a los beneficiarios los fondos recibi- 
dos de acuerdo con los criterios establecidos en las 
normas reguladoras de la subvención o ayuda. 

Verificar, en su caso, el cumplimiento y efecti- 
vidad de las condiciones o requisitos determinantes 
para su otorgamiento. 

Justificar la aplicación de los fondos percibi- 
dos ante la Entidad concedente y, en su caso, entregar 
la justificación presentada por los beneficiarios. 

Someterse a las actuaciones de comprobación 
que respecto de la gestión de dichos fondos pueda 
efectuar la Entidad concedente y a las de control fi- 
nanciero que realice la Intervención General de la Ad- 
ministración del Estado y a los procedimientos fisca- 
lizadores del Tribunal de Cuentas». 

b) 

c) 

d) 

Seis. El apartado 1 del artículo 95 del texto re- 
fundido de la Ley General Presupuestaria, aprobado 
por Real Decreto legislativo 1091í1988, de 23 de sep- 
tiembre, queda redactado como sigue: 

«No estarán sometidos a intervención previa los 
gastos de material no inventariable, contratos meno- 
res, así como los de carácter periódico y demás de 
tracto sucesivo, una vez intervenido el gasto corres- 
pondiente al período inicial del acto o contrato del 
que deriven o sus modificaciones, así como otros gas- 
tos menores de 500.000 pesetas que, de acuerdo con 
la normativa vigente, se hagan efectivos a través del 
sistema de anticipos de caja fija. 

Igualmente en el ámbito de la Seguridad Social no 
estarán sometidos a intervención previa los gastos del 
capítulo segundo del presupuesto, menores de 
500.000 pesetas, que se hagan efectivos a través del 
fondo de maniobra”. 

Siete. Se adiciona una letra h) al artículo 124 del 
Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, 
con el siguiente tenor: 

“h) Determinar el coste y, en su caso, el rendi- 
miento de los servicios, sirviendo como base para la 
fijación de la cuantía de las tasas y precios públicos, 
en aquellos supuestos en los que sean exigibles, de 
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acuerdo con lo establecido en la Ley de Tasas y Pre- 
cios Públicos”. 

Artículo 60. Régimen de control y fiscalización de las 
Corporaciones Locales. 

Uno. El apartado 3 del artículo 190 de la Ley 
39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Hacien- 
das Locales, queda redactado de la siguiente manera: 

«3. Las cuentas a que se refiere el apartado 1, c) an- 
terior, serán las que deban elaborarse de acuerdo con el 
plan general de contabilidad en vigor para las empresas 
españolas y demás normativa mercantil aplicable». 

Dos. Los puntos 1 y 2 del artículo 200 de la Ley 
39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Hacien- 
das Locales quedan redactados como sigue: 

“1. No estarán sometidos a intervención previa los 
gastos de material no inventariable, contratos menores, 
los de carácter periódico y demás de tracto sucesivo, 
una vez intervenido el gasto correspondiente al período 
inicial del acto o contrato del que deriven o sus modifi- 
caciones, así como otros gastos menores de 500.000 pe- 
setas que, de acuerdo con la normativa vigente se hagan 
efectivos a través del sistema de anticipos de caja fija. 

El Pleno podrá acordar, a propuesta del Presi- 
dente y previo informe del órgano interventor, que la in- 
tervención previa se limite a comprobar los siguientes 
extremos : 

2. 

a) La existencia de crédito presupuestario y que el 
propuesto es el adecuado a la naturaleza del gasto u 
obligación que se proponga contraer. 

En los casos en que se trate de contraer compromisos 
de gastos de carácter plurianual se comprobará, además, 
si se cumple lo preceptuado en el artículo 163 de esta 
Ley. 

Que las obligaciones o gastos se generan por ór- 
gano competente. 

Aquellos otros extremos que, por su trascenden- 
cia en el proceso de gestión, se determinen por el Pleno 
a propuesta del Presidente. 

b) 

c) 

El órgano interventor podrá formular las observacio- 
nes complementarias que considere conveniente, sin 
que las mismas tengan, en ningún caso, efectos suspen- 
sivos en la tramitación de los expedientes correspon- 
dientes». 

Artículo 6 1. Operaciones de crédito de las Corpora- 
ciones Locales. 

Uno. El artículo 53 de la Ley 39/1988, de 28 de di- 
ciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, queda 
redactado de la siguiente manera: 

«Artículo 5 3 .  

1. En la concertación de toda clase de operaciones 
de crédito con entidades financieras de cualquier natu- 
raleza, cuya actividad esté sometida a normas de Dere- 
cho privado, serán de aplicación los preceptos conteni- 
dos en el artículo 9 de la vigente Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, debiendo a estos efectos, 
respetar los principios establecidos en el Título IV del 
Libro 11 de dicha Ley en lo que se refiere a la prepara- 
ción y a los procedimientos y formas de adjudicación, 
así como las reglas de Derecho privado aplicables 
usualmente a la formalización de las mismas. 

No obstante, las operaciones que se instrumentan me- 
diante emisiones de deuda o cualquier otra forma de ape- 
lación al crédito público no estarán sometidas a la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas, salvo en lo 
referente a las actividades de publicidad y promoción. 

La concertación de las operaciones a que se re- 
fiere el apartado anterior deberá acordarse por el Pleno 
de la Corporación previo informe de la Intervención, en 
el que se analizará, especialmente, la capacidad de la 
Entidad local para hacer frente, en el tiempo, a las obli- 
gaciones que de aquéllas se deriven para la misma. 

Cuando se trate de operaciones de tesorería la apro- 
bación corresponderá al Presidente de la Corporación 
siempre que no superen el 5 por ciento de los ingresos 
liquidados por operaciones comentes del Último ejerci- 
cio liquidado y se dé cuenta al Pleno en la primera se- 
sión que éste celebre”. 

El artículo 54 de la Ley 39/1988, de 28 de di- 
ciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, queda 
redactado de la siguiente manera: 

2. 

Dos. 

«Artículo 54. 

1. Las operaciones de crédito a formalizar con el 
exterior y las que se instrumenten mediante emisiones de 
Deuda o cualquier otra apelación al crédito público pre- 
cisarán, en todo caso, de la autorización de los órganos 
competentes del Ministerio de Economía y Hacienda. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, 
las operaciones de crédito que se instrumenten me- 
diante emisiones de valores estarán sujetas a lo previsto 
en el Título 111 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del 
Mercado de Valores. 

La concertación de créditos y concesión de ava- 
les, en general, exigirá autorización de los órganos 
competentes del Ministerio de Economía y Hacienda, 
salvo que la Comunidad Autónoma a que aquélla perte- 
nezca tenga atribuida en su Estatuto competencia en la 
materia, en cuyo caso corresponderá a la misma. 

Para el otorgamiento de la autorización de las opera- 
ciones a que se refieren el presente apartado y el ante- 
rior, se atenderá a la situación económica de la Entidad 
peticionaria, deducida al menos de la información con- 
table a que se hace referencia en el apartado siguiente, 
incluido el cálculo del Remanente de Tesorería, y ade- 
más al plazo de amortización de la operación, a la futura 

2. 
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rentabilidad económica de la inversión a realizar y a las 
demás condiciones de todo tipo que conlleve el crédito 
a concertar. 

Sin perjuicio de lo previsto en los dos párrafos pre- 
cedentes la concertación de cualquiera de las modalida- 
des de crédito previsto en la presente Ley, excepto la re- 
gulada en el artículo 130, requerirá que la Corporación 
o Entidad correspondiente disponga del Presupuesto 
aprobado para el ejercicio en curso. Extremo que deberá 
ser justificado en el momento de suscribir el correspon- 
diente contrato, póliza o documento mercantil en el que 
se soporte la operación, ante la Entidad financiera co- 
rrespondiente y ante el fedatario público que intervenga 
o formalice el documento. 

Excepcionalmente cuando se produzca el supuesto 
contemplado en el apartado 6 del artículo 150 de la pre- 
sente ley, y se justifique haber dispuesto de un Presu- 
puesto aprobado para el ejercicio inmediato anterior, se 
podrán concertar las siguientes modalidades de opera- 
ciones de crédito: 

a) Operaciones de tesorería, dentro de los límites 
fijados por la Ley, siempre que las concertadas con an- 
terioridad hayan sido previamente reembolsadas y se 
justifique dicho extremo en la forma señalada en el pá- 
rrafo precedente. 

Operaciones de crédito a medio y largo plazo para 
la financiación de inversiones vinculadas directamente a 
modificaciones de crédito tramitadas en la forma prevista 
en los apartados 1 ,2 ,3  y 6 del artículo 158. 

b) 

3. Las Entidades locales no precisarán autorización 
para concertar operaciones de crédito de las estableci- 
das en el apartado anterior, en los siguientes supuestos: 

Cuando la cuantía de la operación proyectada no re- 
base el 5 por ciento de los recursos liquidados por la En- 
tidad, deducidos de la liquidación presupuestariz del ejer- 
cicio anterior o, en su defecto, del i,metiiato precedente a 
este último si la operación de que se trata se perfecciona 
en el primer semestre de cada ejercicio en curso. 

Cuando el crédito se destine a financiar obras y ser- 
vicios incluidos en planes provinciales y programas de 
cooperación económica local debidamente aprobados. 

Para que la autorización no sea necesaria se preci- 
sará, en todo caso, que la carga financiera anual deri- 
vada de la suma de las operaciones vigentes concertadas 
por la Entidad local y de 1.a proyectada, no exceda del 25 
por ciento de los recursos de la misma a que en este 
apartado se ha hecho referencia. 

De las operaciones reguladas en el presente apartado 
habrán de tener conocimiento los órganos competentes 
del Ministerio de Economía y Hacienda, en la forma 
que reglamentariamente se establezca. 

A los efectos de este artículo, se entenderá por 
carga financiera la suma de las cantidades destinadas en 
cada ejercicio al pago de las anualidades de amortiza- 
ción, de los intereses y de las comisiones correspon- 
dientes a las operaciones de crédito formalizadas o ava- 
ladas, con excepción de las operaciones de tesorería. 

4. 

5. En el caso de créditos u otras operaciones finan- 
cieras que, por haberse concertado en divisas o con ti- 
pos de interés variables o amplios períodos de carencia, 
supongan diferimiento de la carga financiera deberá 
efectuarse, a los efectos de lo dispuesto en el apartado 
anterior, una imputación anual de los correspondientes 
gastos financieros con arreglo a los criterios que se fijen 
reglamentariamente. 

Las Leyes de Presupuestos Generales del Estado 
podrán, anualmente, fijar límites globales al acceso al 
crédito de las Entidades locales cuando se den circuns- 
tancias que coyunturalmente puedan aconsejar tal me- 
dida por razones de política económica general”. 

6. 

Tres. Se modifica el artículo 56 de la Ley 39/1988, 
de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Loca- 
les que queda redactado de la siguiente forma: 

“Corresponderá al Banco de España la gestión de la 
Central de Información de Riesgos a que se refiere la 
Disposición Final Tercera del Real Decreto Ley 3/1981, 
de 16 de enero, la cual proveerá de información sobre 
las distintas operaciones de crédito concertadas por las 
Entidades locales y la carga financiera que supongan. 
Los Bancos, Cajas de Ahorros y demás Entidades fi- 
nancieras, así como las distintas Administraciones Pú- 
blicas, remitirán al Banco de España los datos necesa- 
rios a tal fin, que tendrán carácter público”. 

Artículo 62. Modificación de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y Procedi- 
miento Administrativo Común. 

El artículo 6.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem- 
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Pú- 
blicas y Procedimiento Administrativo Común queda 
redactado de la siguiente manera: 

«Artículo 6.1. 

La Administración General del Estado y la Adminis- 
tración de las Comunidades Autónomas, así como las 
Entidades de Derecho Público con personalidad jurídica 
propia vinculadas o dependientes de aquellas, podrán 
celebrar convenios de colaboración entre sí en el ámbito 
de sus respectivas competencias”. 

Artículo 63. Competencia para celebrar convenios de 
colaboración con las Comunidades Au- 
tónomas. 

A los efectos establecidos en el artículo 6.1 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y Procedimiento Admi- 
nistrativo Común, serán competentes para celebrar con- 
venios de colaboración con las Comunidades Autóno- 
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mas los Ministros, Secretarios de Estado y Presidentes o 
Directores de las Entidades de Derecho Público. 

No se podrán celebrar convenios de colaboración 
que no hayan sido, en su caso, fiscalizados previamente. 

CAPITULO 11 

De la Organización 

Artículo 64. Modificación de la Ley Reguladora del 
Patrimonio Nacional. 

Se da nueva redacción a los apartados 4,5 y 6 del ar- 
tículo 9 de la Ley 23/1982, de 16 de junio, reguladora 
del Patrimonio Nacional, que quedan redactados de la 
siguiente forma: 

“4. Con objeto de ordenar la gestión económica del 
Patrimonio Nacional se formará para cada ejercicio un 
presupuesto con la estructura de los Organismos Autó- 
nomos Administrativos, conforme a lo previsto en el 
texto refundido de la Ley General Presupuestaria”. 

«5. La contabilidad del Patrimonio Nacional se 
ajustará a las normas aplicables a los Organismos Autó- 
nomos de carácter administrativo». 

«6. El Presidente, tendrá la facultad de disponer 
gastos y ordenar los pagos correspondientes». 

Artículo 65. Instituto de Crédito Oficial. 

Uno. Naturaleza y régimen jurídico. 

1. El Instituto de Crédito Oficial es una Sociedad 
Estatal de las previstas en el Artículo 6, número 1 letra 
b) del Texto Refundido de la Ley General Presupuesta- 
ria, aprobado por Real Decreto Legislativo 109111988, 
de 23 de septiembre, adscrita al Ministerio de Econom’a 
y Hacienda a través de la Secretatía de Estado de Eco- 
nom’a, que tiene naturaleza jurídica de Entidad de Cré- 
dito, que tendrá la consideración de Agencia Financiera 
del Estado, y personalidad jurídica y patrimonio propio, 
para el cumplimiento de sus fines. 

El Instituto de Crédito Oficial se regirá por el 
presente artículo, por las disposiciones que le sean apli- 
cables de la Ley General Presupuestaria, por sus estatu- 
tos y, en lo no previsto en las normas anteriores, por las 
especiales de las entidades de crédito y por las genera- 
les del ordenamiento jurídico privado civil, mercantil y 
laboral, sin que le sean de aplicación la legislación re- 
guladora de las Entidades Estatales Autónomas. 

2. 

Dos. Fines y funciones 

1. Son fines del Instituto de Crédito Oficial el sos- 
tenimiento y la promoción de las actividades económi- 

cas que contribuyan al crecimiento y a la mejora de la 
distribución de la riqueza nacional y, en especial, de 
aquellas que, por su trascendencia social, cultural, inno- 
vadora o ecológica, merezcan fomento, con absoluto 
respeto a los principios de equilibrio financiero y de 
adecuación de medios a fines que el Instituto debe ob- 
servar en todo caso. 

Son funciones del Instituto de Crédito Oficial las 
siguientes: 

2. 

a) Contribuir a paliar los efectos económicos pro- 
ducidos por situaciones de grave crisis económica, ca- 
tástrofes naturales u otros supuestos semejantes,O de 
acuerdo con las instrucciones que al efecto reciba del 
Consejo de Ministros o de la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos. 

Actuar como instrumento de ejecución de deter- 
minadas medidas de política económica, siguiendo las 
líneas fundamentales que establezca el Consejo de Mi- 
nistros o la Comisión Delegada del Gobierno para 
Asuntos Económicos o el Ministro de Econom’a y Ha- 
cienda, con sujeción a las normas y decisiones que al 
respecto adopte su Consejo General. 

En todo caso, el Consejo de Ministros o la Comisión 
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, al 
dar instrucciones al Instituto de Crédito Oficial para que 
realice una operación, deberá especificar si la misma se 
ha de llevar a cabo en el ejercicio de las funciones a que 
se refiere la letra a) o si se ha de realizar en cumpli- 
miento de las enunciadas en la letra b). 

b) 

Tres. Recursos. 

1. El nivel de recursos propios del Instituto de 
Crédito Oficial será el exigido en cada momento por la 
normativa reguladora de las Entidades de Crédito, con 
las excepciones que se establezcan reglamentaria- 
mente. 

El volumen actual de recursos del Instituto de Cré- 
dito Oficial se incrementará con la aportación del Es- 
tado al patrimonio del Instituto de 375.000 millones de 
pesetas, por conversión de un importe equivalente del 
préstamo ordinario del Estado a la Entidad, determi- 
nado en el  apartado cuarto del número uno del 
Acuerdo de Consejo de Ministros de 11 de diciembre 
de 1987, por el que se transformaron las dotaciones del 
Tesoro al Instituto de Crédito Oficial en préstamos del 
Estado. 

2. El Instituto de Crédito Oficial empleará en el 
ejercicio de sus funciones los recursos procedentes de: 

a) 
b) 

Los productos de su patrimonio. 
Las aportaciones del Estado o de otros entes pú- 

blicos, sociedades y asociaciones que puedan coadyu- 
var a la financiación de su actividad. 

La captación de fondos en los mercados nacio- 
nales o extranjeros, mediante la emisión y colocación 
de certificados, pagarés, bonos, obligaciones o, en ge- 
neral, cualesquiera valores que reconozcan o creen una 

c) 
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deuda dentro de los límites que establezcan las Leyes de 
Presupuestos Generales del Estado. Queda expresa- 
mente excluida como medio de financiación la capta- 
ción de fondos mediante depósitns del público. 

3. Las deudas que el Instituto de Crédito Oficial 
contraiga para la captación de fondos según se expresa 
en el apartado c) del número 2 anterior gozarán frente a 
terceros de la garantía del Estado. Asimismo, las capta- 
ciones de fondos realizadas por el Instituto de Crédito 
Oficial fuera del territorio nacional y para no residentes 
tendrán el mismo régimen fiscal de la deuda del Estado. 

Cuatro. Fondo de provisión. 

1. El Instituto de Crédito Oficial creará, con cargo 
a los recursos del préstamo del Estado al que se refiere 
el apartado cuarto del número 1 del Acuerdo de Consejo 
de Ministros de 11 de Diciembre de 1987, un Fondo por 
importe de 25.000 millones de pesetas destinado a pro- 
visionar y cargar, con arreglo a las normas en vigor para 
las entidades de crédito, los importes correspondientes a 
créditos morosos y fallidos que surjan en el ejercicio de 
las funciones enumeradas en la letra a) del número 2 del 
apartado Dos de este artículo. 

Al Fondo que se cree conforme a lo dispuesto en 
el número 1 anterior se abonarán, además de su dota- 
ción inicial, las dotaciones futuras que el Instituto de 
Crédito Oficial realice por aplicación de excedentes de 
resultados y las que efectúe o autorice el Estado al asu- 
mir o compensar pérdidas o mediante otros sistemas 
idóneos. Igualmente, se abonarán al Fondo los importes 
de las recuperaciones que se obtengan en los créditos 
provisionados o declarados fallidos con cargo al mismo 
y los rendimientos obtenidos en la gestión de los recur- 
sos asignados al propio Fondo. 

2. 

Cinco. Régimen de Personal. 

El personal al servicio del Instituto de Crédito Ofi- 
cial se regirá por lo establecido en el Estatuto de los Tra- 
bajadores y demás disposiciones reguladoras de la rela- 
ción laboral. 

Seis. Operaciones Financieras. 

Se autoriza al Instituto de Crédito Oficial para desti- 
nar parte de su patrimonio hasta un importe de 35 1.968 
millones de pesetas, durante los ejercicios de 1996 y 
1997, a cancelar la deuda contraida por el Instituto de 
Crédito Oficial como consecuencia de determinados 
créditos y avales concedidos por las antiguas Entidades 
Oficiales de Crédito que ascienden a 167.095 millones 
de pesetas a 18 de septiembre de 1995 más los compro- 
misos autorizados a dicha fecha, cuyo importe es de 
184.873 millones de pesetas. Las cantidades anteriores 
se determinarán para cada tipo de deuda mediante las 
verificaciones oportunas y previa comunicación al Mi- 
nisterio de Econom’a y Hacienda. 
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Artículo 66. Instituto de Comercio Exterior. 

En la ejecución de los programas desarrollados por el 
Instituto de Comercio Exterior para el cumplimiento de 
sus fines, se respetaran los principios de publicidad, 
concurrencia, objetividad y eficacia. 

La publicidad sobre los programas de promoción y 
sus criterios de desarrollo la realizará el Instituto direc- 
tamente o a través de entidades, que siendo representa- 
tivas de las Empresas, cumplan los requisitos que se es- 
tablezcan reglamentariamente a efectos de su acredita- 
ción. 

El Instituto de Comercio Exterior notificará a los in- 
teresados mediante resolución motivada la decisión 
adoptada en relación con aquellos proyectos que se ha- 
yan presentado para la inclusión en alguno de sus pro- 
gramas promocionales. Reglamentariamente s~ deter- 
minarán los criterios generales de presentación, valora- 
ción y resolución. 

’ 

Artículo 67. Fondos de Garantía de Depósitos en enti- 
dades de crédito. Transposición al orde- 
namiento jurídico de la Directiva 
9411 9/CE. 

Uno. Queda modificado el Real Decreto-Ley 
18/1982, de 24 de septiembre, de la forma siguiente: 

a) Se añade un artículo Segundo bis que dice así: 

“1. Todas las entidades de crédito españolas perte- 
necerán con carácter obligatorio, según su naturaleza 
jurídica, a un Fondo de Garantía de Depósitos de los re- 
gulados en esta norma o en el Real Decreto-Ley 4/1980, 
de 28 de marzo. No obstante, podrá preverse o exigirse 
que una entidad de crédito se adhiera a un Fondo dis- 
tinto al que le correspondería según su naturaleza jurí- 
dica, por razón de sus características específicas o por 
su dependencia económica, en los términos que regla- 
mentariamente se establezcan. 

La obligación establecida en el párrafo anterior no 
será de aplicación al Instituto de Crédito Oficial. Asi- 
mismo, durante el período transitorio a que se refiere el 
número 6 de la Disposición Adicional Primera de la Ley 
311994, de 14 de abril, quedarán exceptuadas de su apli- 
cación las sociedades de crédito hipotecario, las entida- 
des de financiación y las sociedades de arrendamiento 
financiero. 

Las sucursales de entidades de crédito extranje- 
ras operantes en España se incorporarán a los Fondos de 
Garantía de Depósitos españoles en los supuestos y en 
la forma que reglamentariamente se determinen. 

Cada uno de los Fondos de Garantía será regido 
y administrado por una Comisión Gestora integrada por 
ocho miembros nombrados por el Ministro de Econo- 
mía y Hacienda, cuatro en representación del Banco de 
España, uno de los cuales ostentará la presidencia, y 
cuatro en representación de las entidades de crédito ad- 

2. 

3. 
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heridas, siendo estos últimos nombrados, en los térmi- 
nos que reglamentariamente se establezcan, a propuesta 
de dichas entidades”. 

b) Se da la siguiente redacción al artículo Tercero: 

“1. Los Fondos de Garantía de Depósitos en Esta- 
blecimientos Bancarios, en Cajas de Ahorros y en Coo- 
perativas de Crédito se nutrirán, en la forma que se de- 
termine reglamentariamente, con aportaciones anuales 
de las entidades de crédito integradas en cada uno de 
ellos, cuyo importe será del 2 por mil de los depósitos a 
los que se extienda su garantía. 

No obstante, cuando el patrimonio de un Fondo 
alcance una cuantía suficiente para el cumplimiento de 
sus fines, el Ministro de Econom’a y Hacienda, a pro- 
puesta del Banco de España, podrá acordar la disminu- 
ción de las aportaciones mencionadas en el número 
precedente. En todo caso, esas aportaciones se suspen- 
derán cuando el fondo patrimonial no comprometido 
en operaciones propia del objeto del Fondo iguale o su- 
pere el 1 por cien de los depósitos de las entidades ads- 
critas a él. 

Excepcionalmente, y al efecto de salvaguardar 
la estabilidad del conjunto de las entidades adscritas a 
él, un Fondo podrá nutrirse con aportaciones del Banco 
de España, cuya cuantía se fijará por Ley”. 

2. 

3 .  

c) Se da la siguiente redacción al artículo Quinto, 
que en su día fue derogado por la Ley 26/1988, de Dis- 
ciplina e Intervención de las Entidades de Crédito: 

“1. Los Fondos satisfarán a sus titulares el importe 
de los depósitos garantizados cuando se produzca al- 
guno de los siguientes hechos: 

a) Que la entidad haya sido declarada en estado de 
quiebra; 

b) Que se tenga judicialmente por solicitada la de- 
claración de suspensión de pagos de la entidad; o, 

c) Que, habiéndose producido impago de depósi- 
tos, el Banco de España determine que la entidad se en- 
cuentra en la imposibilidad de restituirlos en el futuro 
inmediato por razones directamente relacionadas con su 
situación financiera. En el citado caso de impago del 
Banco de España deberá resolver a la mayor brevedad, 
y a más tardar dentro de los veintiún días siguientes a 
haber comprobado que la entidad no ha logrado restituir 
los depósitos vencidos y exigibles. 

Por el mero hecho del pago, los Fondos se subro- 
garán, por ministerio de la Ley, en todos los derechos 
del acreedor correspondientes al importe pagado, 
siendo suficiente título el documento en que consta el 
pago. 

2. Las entidades de crédito que no realicen debida- 
mente sus aportaciones al Fondo de Garantía de Depó- 
sitos al que estén adheridas o, en general, incumplan las 
obligaciones que les corresponden frente al mismo, po- 

drán ser excluidas del Fondo, una vez que hayan fraca- 
sado las medidas que se adopten para asegurar su cum- 
plimiento. Será competente para acordar la exclusión el 
Ministro de Economía y Hacienda, a propuesta del 
Banco de España y previo informe de la Comisión Ges- 
tora del Fondo afectado”. 

Dos. En 1996 el Banco de España hará aportacio- 
nes excepcionales al Fondo de Garantía de Depósitos en 
Bancos en cuantía igual al total de las aportaciones que 
realicen en dicho año las entidades de crédito integradas 
en este Fondo. 

Hasta que se desarrolle lo dispuesto en el 
apartado 2 del artículo segundo bis del Real Decreto- 
Ley 18/1982, de 24 de septiembre, conforme a la re- 
dacción dada en el número 1 de este artículo, las su- 
cursales en España de entidades de crédito que tengan 
su domicilio en Estados miembros de la Unión Euro- 
pea podrán solicitar, a su elección, siempre que sus 
depositantes en España queden cubiertos por el Sis- 
tema de Garantía de Depósitos de su Estado de origen, 
su exclusión del Fondo de Garantía de Depósitos en 
Bancos o la reducción de sus aportaciones a dicho 
Fondo. 

Tres. 

TITULO V 

DE LA ACCION ADMINISTRATIVA. 

CAPITULO 1 

Acción administrativa en materia de transportes. 

Artículo 68. Licencia y autorizaciones para trans- 
porte de emigrantes. 

Queda sin efecto el régimen de licencias y autoriza- 
ción para el transporte de emigrantes establecido en el 
artículo 36 de la Ley 33/1971, de 21 de julio, de Emi- 
gración, así como el régimen de fianzas y cánones deri- 
vados del mismo, previsto en los apartados 3 y 4 del ar- 
tículo 47 de la misma ley. 

Todas aquellas empresas que tuvieran concedida li- 
cencia para el transporte de emigrantes y hubieran 
constituido la preceptiva fianza podrán, en el plazo de 
3 meses a partir de la entrada en vigor de la presente 
Ley,’ solicitar la cancelación de la misma y la devolu- 
ción de fianza y una vez estén al día en el cumplimiento 
de sus obligaciones como empresa transportista de 
emigrantes. 

Artículo 69. Transportes terrestres. 

Los artículos de la Ley 16/1987 de 30 de julio de Or- 
denación de los Transportes Terrestres que a continua- 
ción se indican quedan redactados en la forma que se 
expresa: 
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Uno. Artículo 1.1.3” 

“3. Los transportes por ferrocarril, considerándose 
como tales aquéllos en los que los vehículos en los que 
se realizan circulan por un camino de rodadura fijo, que 
les sirve de sustentación y de guiado”. 

Dos. Artículo 56. 

“Cuando en determinados tipos de transporte o acti- 
vidades auxiliares y complementarias del transporte 
concurran circunstancias que así lo aconsejen, la Admi- 
nistración podrá establecer la obligación de que las per- 
sonas a quienes sean otorgados los títulos habilitantes 
para su realización garanticen el cumplimiento de las 
responsabilidades y obligaciones administrativas que de 
éstos dimanan, bien mediante la constitución de una 
fianza, bien mediante otra forma de garantía que surta 
análogos efectos .” 

Tres. Artículo 147. 

“Las personas que realicen transporte público de via- 
jeros o mercancías por carretera, así como las que reali- 
cen transporte privado sujeto a autorización administra- 
tiva, deberán llevar a bordo del vehículo los documen- 
tos u otros elementos de control administrativo que, en 
su caso, reglamentariamente se determinen. 

Dichas personas, así como las que realicen las activida- 
des auxiliares y complementarias del transporte reguladas 
en esta Ley, y las cooperativas de transportistas y socieda- 
des de comercialización deberán cumplimentar la docu- 
mentación relativa al desarrollo de su actividad que, a efec- 
tos de control administrativo o estadístico, se determine 
por la Administración, conservándola en su domicilio em- 
presarial a disposición de la inspección del transporte te- 
rrestre durante el plazo que, en su caso, se establezca. 

En los transportes internacionales se emplearán los 
documentos de control establecidos en los convenios 
suscritos por España”. 

Cuatro. Artículo 148 

“Los vehículos destinados a la realización de trans- 
porte público o privado de viajeros o mercancías deberán 
llevar instalados aquellos aparatos o mecanismos de con- 
trol administrativo que, en su caso, se determinen regla- 
mentariamente, los cuales habrán de ajustarse a las condi- 
ciones que en relación con su funcionamiento, conserva- 
ción e inspección se establezcan por la Administración”. 

Cinco. Artículo 150.2 

“2. Será de aplicación en relación con lo dispuesto 
en este Título análoga prescripción a la establecida en el 
artículo 106.4” 

Seis. Artículo 155.1 

“1. Las líneas ferroviarias que deban formar parte 
de la estructura básica del sistema general de transporte 

ferroviario, así como aquéllas cuya adecuada gestión 
exija una administración conjunta con las anteriores o 
en las que dicha administración conjunta resulte necesa- 
ria para el correcto funcionamiento del referido sistema 
general de transporte, compondrán de forma unitaria la 
Red Nacional Integrada de Transporte Ferroviario”. 

Siete. Artículo 156.1 

“1. La administración de las líneas de la Red Na- 
cional Integrada corresponderá a la “Red Nacional de 
Ferrocarriles Españoles (RENFE)”, salvo que el Go- 
bierno se la atribuya a otro órgano o entidad. 

La prestación de servicios ferroviarios en las líneas 
de la Red Nacional Integrada corresponderá a RENFE o 
a otras empresas que sean expresamente autorizadas 
para ello. 

Las autorizaciones a que se refiere el párrafo anterior 
exigirán el cumplimiento de los requisitos establecidos 
por la Administración y su otorgamiento podrá ser atri- 
buido por ésta a RENFE o al Órgano o entidad al que co- 
rresponda la administración de las líneas”. 

Ocho. Artículo 176.1 

“1. Corresponde a RENFE el ejercicio de las si- 
guientes funciones: 

a) La Administración de las líneas que formen 
parte de la “Red Nacional Integrada” definida en el ar- 
tículo 155, salvo que sea atribuida por el Gobierno a 
otro órgano o entidad. 

La prestación de servicios ferroviarios en las 1í- 
neas de la Red Nacional Integrada en concurrencia en 
su caso con otras empresas autorizadas para ello de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 156. 1. 

Explotar los ferrocarriles que, aún no formando 
parte de la Red Nacional Integrada correspondan a la 
competencia del Estado y cuya gestión le sea encomen- 
dada por ésta. 

d) Explotar, en su caso, los ferrocarriles de compe- 
tencia de las Comunidades Autónomas o de los Ayunta- 
mientos, cuando dichas Entidades le encomienden di- 
cha gestión conforme a lo previsto en el artículo 181. 

Realizar la construcción de nuevas líneas ferro- 
viarias que les sea encomendada por el Estado, y, en su 
caso, conforme a lo previsto en el artículo 18 1, por las 
Comunidades Autónomas o por los Ayuntamientos. 

b) 

c) 

e) 

2. Quedan derogadas cuantas referencias a las fian- 
zas afectas al cumplimiento de las responsabilidades y 
obligaciones administrativas dimanantes de las autori- 
zaciones de transporte discrecional por carretera y de 
actividades auxiliares y complementarias del transporte 
y a la declaración de porte se contengan en las normas 
dictadas para el desarrollo o aplicación de los preceptos 
contenidos en la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Orde- 
nación de los Transportes TerrestreS”. 
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CAPITULO II 

Acción administrativa en materia 
de Defensa Nacional. 

Artículo 70. Modificación de la Ley 8/1975, de 12 de 
marzo, de Zonas e Instalaciones de Interés 
para la Defensa Nacional. 

Se incluye una Disposición Adicional Segunda en la 
Ley 8/1975, de 12 de marzo, de Zonas e Instalaciones 
de Interés para la Defensa Nacional, con la siguiente re- 
dacción: 

“Uno. A los efectos de representación catográfica y 
registro de imágenes con sensores aéreos, las zonas e ins- 
talaciones de interés para la defensa nacional, se clasifican 
en los grupos siguientes: 

A) Zonas e instalaciones, o parte de las mismas, a 
cuya representación en mapas, planos y cartas, a escala 
1/100.000 y mayores, así como al registro de sus imáge- 
nes, se haya asignado la calificación de secreto. 

Zonas e instalaciones, o parte de las mismas, a 
cuya representación en mapas, planos y cartas, a escala 
1/100.000 y mayores, así como al registro de sus imáge- 
nes, se haya asignado la calificación de reservado. 

C) Zonas e instalaciones que pueden figurar en la 
cartografía e imágenes en general. 

La clasificación de las zonas e instalaciones en los gru- 
pos A y B, así como su actualización anual, se hará por la 
Junta de Jefes de Estado Mayor con arreglo a la Ley de 
Secretos Oficiales, sin perjuicio de la competencia que 
esta norma atribuye al Consejo de Ministros. 

B) 

Dos. En las zonas e instalaciones de los Grupos A y 
B no se podrán realizar trabajos de representación carto- 
gráfka ni de registro de imágenes con sensores aéreos sin 
autorización administrativa. 

Asimismo, también se requerirá autorización adminis- 
trativa para la publicación de imágenes aéreas obtenidas 
desde plataformas satélites de zonas e instalaciones de los 
grupos A y B. 

Se consideran infracciones las violaciones de la 
disposición contenida en el apartado anterior y serán san- 
cionadas con multa de hasta 50 millones de pesetas. 

Cuatro. Las infracciones se clasifican en muy graves, 
graves y leves. 

Cuatro. 1. Serán infracciones muy graves: 

Tres. 

A) La realización de trabajos de representación car- 
tográfka de registro de imágenes con sensores aéreos o la 
publicación de imágenes aéreas desde plataformas satéli- 
tes de zonas e instalaciones del grupo A sin autorización 
administrativa. 

La realización de las actividades previstas en el 
párrafo anterior incumpliendo las condiciones fijadas en 
la correspondiente autorización. 

B) 

C) Reincidencia en faltas graves antes del plazo esta- 
blecido para su prescripción. 

Cuatro. 2. Serán infracciones graves: 

A) La realización de trabajos de representación car- 
tográfka de registro de imágenes con sensores aéreos o la 
publicación de imágenes aéreas desde plataformas satéli- 
tes de zonas e instalaciones del grupo B sin autorización 
administrativa. 

La realización de las actividades previstas en el 
párrafo anterior incumpliendo las condiciones fijadas en 
la correspondiente autorización. 

Reincidencia en faltas leves antes del plazo esta- 
blecido para su prescripción. 

B) 

C) 

Cuatro. 3. Serán infracciones leves las violaciones de 
la disposición contenida en el apartado segundo que no es- 
tén comprendidas en los apartados Cuatro. 1 y Cuatro. 2 
anteriores. 

Cinco. Las referidas infracciones puede ser sancio- 
nadas con las siguientes multas: 

Infracciones leves: multa de hasta 2.500.000 de pese- 

Infracciones graves: multa de 2.500.001 pesetas a 

Infracciones muy graves: multa de 10.000.001 pesetas 

tas. 

10.000.000 de pesetas. 

a 50.000.000 de pesetas. 

Para la graduación de las sanciones se tendrá en cuenta 
la existencia de intencionalidad o reiteración y la natura- 
leza de los perjuicios causados. 

En caso de reincidencia en infracciones muy graves y 
graves se podrá declarar la inhabilitación del infractor 
para obtener la autorización administrativa para la realiza- 
ción de actividades de representación cartográfica y de re- 
gistro de imágenes con sensores aéreos, por un plazo de 
uno a tres años. 

Seis. En los supuestos en que las infracciones pudie- 
ran ser constitutivas de delito o falta, la Administración 
pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente y se 
abstendrá de proseguir el procedimiento sancionador 
mientras la autoridad judicial no se haya pronunciado. La 
sanción penal excluirá la imposición de sanción adminis- 
trativa. De no haberse estimado la existencia de delito o 
falta la Administración podrá continuar el expediente san- 
cionador en base a los hechos que los Tribunales hayan 
considerado probados”. 

CAPITULO 111 

Acción administrativa en materia de aguas. 

Artículo 7 1.  Abono y repercusión de costes de suminis- 
tro y compensación de deudas municipales. 

Uno. Los Ayuntamientos, Mancomunidades y Em- 
presas Concesionarias, para el suministro de aguas re- 

;. . 
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percutirán a los consumidores finales el importe de los 
cánones y tarifas derivados del artículo 106 de la Ley de 
Aguas; sin perjuicio de su obligación de ingreso en las 
Confederaciones Hidrográficas correspondientes. 

Los cánones y tarifas que no hayan sido satis- 
fechos por los Ayuntamientos en los plazos establecidos 
serán compensados como deudas a favor de la Hacienda 
Pública con los importes que a los Ayuntamientos deu- 
dores les correspondiera percibir del Estado en con- 
cepto de participación municipal en tributos estatales de 
acuerdo con el procedimiento establecido en el Regla- 
mento General de Recaudación. 

A los efectos establecidos en el apartado anterior, las 
retenciones que se practiquen a los Ayuntamientos deu- 
dores no podrán superar los límites que cada año se esta- 
blecen en la Ley de Presupuestos Generales del Estado. 

Dos. 

Artículo 72. Facultades de Contratación de las Confe- 
deraciones Hidrográficas y otros Orga- 
nismos. 

Uno. De conformidad con lo dispuesto en el ar- 
tículo 21 d) de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de 
Aguas, se encomiendan a las Confederaciones Hidro- 
gráficas las funciones que a continuación se relacionan, 
que serán ejercidas por las mismas en los casos que de- 
terminen las Secretm’as de Estado de Política Territorial 
y Obras Públicas y de Medio Ambiente y Vivienda. 

1. Actuaciones administrativas preparatorias del 
contrato. 

a) Redacción de estudios, anteproyectos, proyectos 
de trazados y proyectos de obras, así como la redacción 
de pliegos de bases de asistencia técnica, una vez auto- 
rizados por los Centros Directivos competentes. 

Realización del replanteo previo de la obra y 
suscripción de su correspondiente acta, así como la ex- 
pedición de la certificación acreditativa de la plena po- 
sesión y de la disposición real de los terrenos necesarios 
para la normal ejecución del contrato y para la viabili- 
dad del proyecto. 

c) Incoación de expedientes de información pú- 
blica. 

b) 

2. Actuaciones administrativas relativas a la ejecu- 
ción del contrato. 

a) Suscripción del acta de comprobación del re- 
planteo. 

b) Dirección facultativa de las obras o estudios, en- 
tendiendo como tales las funciones detalladas en la nor- 
mativa vigente para el proceso constructivo de la obra o 
de la redacción del Estudio. 

c) 
d) Redacción de las liquidaciones. 
e) 

Suscripción de actas de recepción. 

Redacción de las modificaciones del contrato y 
de los proyectos de obras complementarias una vez au- 

torizados por el Órgano de contratación y la incoación 
de cuantas incidencias genéricas o específicas se pro- 
duzcan durante la vigencia del contrato (suspensiones, 
prórrogas, cesiones, indemnizaciones y resolución del 
contrato). 

3. Corresponderá, en todo caso, al órgano de con- 
tratación competente del Ministerio de obras Públicas, 
Transportes y Medio Ambiente, la aprobación y pagos 
derivados, en su caso, de las actuaciones a que se refie- 
ren los apartados anteriores. 

Dos. Se autoriza a los Secretarios de Estado de Po- 
lítica Territorial y Obras Públicas y de Medio Ambiente 
y Vivienda a delegar en favor de los Presidentes de las 
Confederaciones Hidrográficas las siguientes funcio- 
nes, respecto de aquellos contratos que se financien con 
cargo a los presupuestos de las Direcciones Generales 
de Obras Hidráulicas y de Calidad de las Aguas: 

1. La autorización para redactar anteproyectos, 
proyectos de trazado y proyectos de obras cuyo presu- 
puestos no exceda de 150 millones de pesetas, así como 
para redactar pliegos de bases de asistencia técnica cuyo 
presupuesto no exceda de 25 millones de pesetas y la 
aprobación técnica de éstos. 

La aprobación técnica de anteproyectos, proyec- 
tos de trazado y proyectos que no precisen del trámite 
de información pública, o de los que, siendo éste nece- 
sario, no se hayan presentado reclamaciones, y cuyo 
presupuesto de contrata no exceda de 150 millones de 
pesetas. 

3. La autorización para redactar modificaciones de 
los proyectos en los contratos de obras y de los contra- 
tos de asistencia técnica, cuyo presupuesto no exceda de 
150 millones y 25 millones de pesetas, respectivamente, 
así como su aprobación técnica cuando el adicional, si 
lo hubiera, no exceda del 20 por ciento del presupuesto 
del contrato. 

La aprobación técnica de las liquidaciones de los 
contratos de las obras anteriormente citadas cuyo adicio- 
nal, si lo hubiera, no exceda del 10 por ciento del precio 
del contrato y corresponda a modificaciones cuya inclu- 
sión en la liquidación está autorizada por la cláusula 62 
del pliego de cláusulas administrativas generales. 

2. 

4. 

Tres. 1. La Secretaría de Estado de Política Territo- 
rial y Obras Públicas, podrá encomendar, asimismo, al 
Parque de Maquinaria y a la Mancomunidad de los Ca- 
nales del Taibilla, Organismos Autónomos adscritos a la 
citada Secretm’a de Estado, a través de la Dirección Ge- 
neral de Obras Hidráulicas, por Real Decreto 
2234/1993, de 17 de diciembre, el ejercicio de las fun- 
ciones enumeradas en el apartado uno del presente ar- 
tículo, cuando por la naturaleza específica de las obras 
se estime necesario. 

En los supuestos en que, de acuerdo con lo dis- 
puesto en la disposición adicional trigésimo primera, 
apartado uno, de la Ley 42/1994, de 30 de diciembre, de 

2. 
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Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social, 
se delegue en favor de los Presidentes de las Confede- 
raciones Hidrográficas las facultades, cualquiera que 
sea su naturaleza, que resulten necesarias para la rea- 
lización de las obras declaradas de emergencia y por 
Administración, aquéllos podrán encomendar la eje- 
cución material de las mismas al parque de Maquina- 
ria. 

Cuatro. 1. La prestación de servicios de manteni- 
miento y conservación de las infraestructuras hidráu- 
licas y, en general, de los bienes inmuebles del Estado 
adscritos a las Confederaciones Hidrográficas, podrá 
realizarse con cargo a los presupuestos de las Direc- 
ciones Generales de Obras Hidráulicas y de Calidad 
de las Aguas, y bajo la dirección de aquéllas. 

Igualmente, los estudios y asistencia técnica 
relativos a la elaboración y actualización de los Pla- 
nes Hidrológicos de cuenca podrán realizarse con 
cargo a los presupuestos de la Dirección General de 
Obras Hidráulicas, bajo la dirección técnica de las 
Confederaciones Hidrográficas. 

2. 

Artículo 73. Régimen Jurídico de la Mancomuni- 
dad de los Canales del Taibilla. 

A efectos de lo dispuesto en el artículo 1" de la Ley 
de 27 de abril de 1946 que reorganiza la Mancomuni- 
dad de los Canales del Taibilla, las entidades de ca- 
rácter estatal que hubieran adquirido la condición de 
miembros de pleno derecho de este Organismo segui- 
rán manteniendo dicha condición mientras continúen 
en el ejercicio de la actividad que realizaban en el mo- 
mento de su incorporación, aunque la participación 
estatal haya devenido minoritaria como consecuencia 
de procesos de privatización seguidos en desarrollo 
de medidas de política económica. 

CAPITULO IV 

Acción administrativa en materia de suelo. 

Artículo 74. Programa Estratégico de Suelo. 

Uno. El Ministerio de Obras Públicas, Transpor- 
tes y Medio Ambiente elaborará un Programa Estraté- 
gico de Suelo que tendrá por objeto establecer, de 
acuerdo con las previsiones que al respecto señalen 
las Comunidades Autónomas, la política de colabora- 
ción del Estado en las iniciativas de creación de suelo 
urbanizado que adopten las Administraciones Locales 
y las Comunidades Autónomas. 

La ejecución del Programa Estratégico de 
Suelo se realizará mediante convenios con las Admi- 
nistraciones Locales y las Comunidades Autónomas. 

Dos. 

Artículo 75. Agilización de la urbanización y edifi- 
cación de solares aptos para la construc- 
ción de viviendas de protección pública 
y otros fines de interés social. 

Uno. Los Ayuntamientos, de oficio o a solicitud 
de parte, promoverán la efectiva disponibilidad de so- 
lares o terrenos susceptibles de urbanización destina- 
dos a la construcción de viviendas protegidas u otros 
fines de interés social por parte de las personas o enti- 
dades de derecho público o privado que lo soliciten y 
que asuman el compromiso de edificación y, en su 
caso, urbanización, en los plazos y condiciones que de 
acue rdo con la legislación y el planeamiento urbanís- 
tico, se señalen. 

A tal efecto, los interesados en la realización de di- 
chas actividades podrán remitir las correspondientes 
solicitudes al Ayuntamiento correspondiente, el cual 
deberá resolver en el plazo de 2 meses. 

Cuando la puesta a disposición de los intere- 
sados de terrenos o solares para su urbanización o 
construcción, en las condiciones previstas en el pre- 
sente artículo, se realice previa expropiación de los 
mismos y adjudicación a un beneficiario, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 2.2 de la Ley de Expro- 
piación Forzosa, la selección de éste se realizará con- 
forme a los principios y procedimientos previstos en la 
legislación de Contratos de las Administraciones PÚ- 
blicas, para el contrato de concesión de obra pública. 
En el pliego de cláusulas administrativas particulares 
debe fijarse, en todo caso, el plazo máximo para la 
conclusión de las obras de urbanización, si fueran ne- 
cesarias, y de edificación, así como el precio máximo 
de venta o arrendamiento de los inmuebles que no es- 
tuvieran destinados al uso del adjudicatario. En caso 
de igualdad de valoración entre la proposición hecha 
por el solicitante y cualquier otro licitador, tendrá pre- 
ferencia en la adjudicación el solicitante. 

Los trámites previos a la ocupación de los terrenos 
y bienes afectados por la expropiación podrán ser rea- 
lizados con antelación a la adjudicación, sin perjuicio 
de la repercusión de los gastos que originen en el adju- 
dicatario cuando así se prevea en los pliegos de cláu- 
sulas administrativas de la licitación. 

Dos. 

Artículo 76. Consideración de los gastos y cargas de 
urbanización en la valoración urbanís- 
tica de terrenos y solares. 

El artículo 54 del Real Decreto Legislativo 111992, 
de 26 de junio, por el que se aprueba el Texto Refun- 
dido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación 
Urbana quedará redactado de la siguiente forma: 

"Artículo 54: Deducción de gastos y cargas pen- 
dientes en la valoración de los aprovechamientos urba- 
nís tic os. 
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En la valoración de aprovechamientos urbanísticos 
se deducirán la totalidad de cargas y costes necesarios 
para su materialización que áun no se hayan efectuado, 
y en concreto, las cesiones obligatorias de suelo, los 
costes de urbanización, los gastos generales, los im- 
puestos y tasas procedentes y los costes financieros 
asociados a los tiempos medios de urbanización y edi- 
ficación. Cuando tales cargas y costes no estén deter- 
minados en el momento de la valoración se calcularán 
a partir de actuaciones urbanizadoras y edificatorias de 
análogas características.” 

Artículo 77. Inaplicabilidad del aprovechamiento 
tipo en las actuaciones de rehabilita- 
ción. 

El artículo 99. 2 del Real Decreto Legislativo 
1/1992, de 26 de junio, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la ley sobre Régimen del Suelo y Orde- 
nación Urbana quedará redactado de la siguiente 
forma: 

“2. La ejecución de obras de rehabilitación que no 
alteren el aprovechamiento de la edificación preexis- 
tente estarán en todo caso exentas de la aplicación de 
lo previsto en el apartado anterior”. 

Artículo 78. Pago del justiprecio expropiatorio en 
bienes inmuebles. 

E1 artículo 217 del Real Decreto Legislativo 
1/1992, de 26 de junio, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Orde- 
nación Urbana quedará redactado de la siguiente 
forma: 

“Artículo 217. Pago del justiprecio por adjudica- 
ción de terrenos. 

1. La Administración actuante podrá satisfacer el 
justiprecio de los bienes y derechos expropiados me- 
diante la adjudicación de bienes inmuebles de valor 
equivalente. Si aquellos fueran terrenos urbanos o ur- 
banizables los adjudicados deberán estar ubicados 
también en alguna de estas dos clases de suelo. 

El ejercicio de la facultad señalada requerirá el 
cumplimento de los siguientes requisitos: 

2. 

a) Si el bien expropiado es soporte de una activi- 
dad productiva su propietario podrá solicitar que una 
parte del justiprecio, no superior al 25 por ciento del 
importe total ni a los rendimientos netos de la citada 
actividad correspondientes a cuatro años, le sea abo- 
nada en metálico. 

El expediente de tasación conjunta deberá con- 
tener la descripción pormenorizada y la valoración de 

b) 

los bienes inmuebles que se fueran a entregar a los 
afectados. 

Artículo 79. Agilización de la tramitación municipal 
de la aprobación de los instrumentos ur- 
banísticos. 

Se modifican los siguientes preceptos de la Ley 
7/1985, de 2 de abriI, Reguladora de las Bases del Régi- 
men Local: 

Uno. Se sustituye el apartado m) del artículo 21. 1 
de la citada Ley por el siguiente apartado: 

“m) Las aprobaciones de instrumentos de planea- 
miento y gestión urbanística no expresamente atribui- 
das al Pleno, así como la de los Proyectos de Urbaniza- 
ción”. 

Pasando el m) de la redacción actual a ser nuevo 
apartado n). 

Dos. Se sustituye el apartado 22. 2c) por el si- 
guiente tenor: 

“c) La aprobación que penga fin a la tramitación 
municipal de los planes y demás instrumentos de orde- 
nación y gestión previstos en la legislación urbanís- 
tica”. 

Tres. Se modifica la redacción del apartado 3 i) del 
artículo 47 de la citada Ley dándole la siguiente redac- 
ción: 

“c) La aprobación que ponga fin a la tramitación 
municipal de los planes e instrumentos de ordenación 
mevistos en la legislación urbanística”. 

CAPITULO V 

Acción administrativa en materia 
de Colegios Profesionales. 

Artículo 80. Modificación de la Ley 2/1974, de 13 de 
febrero, reguladora de los Colegios Pro- 
fesionales. 

Uno. Se modifica el artículo 2.1 de la Ley 211974, 
de 13 de febrero, reguladora de los Colegios Profesio- 
nales, que queda redactado de la siguiente forma: 

“1. El Estado y las Comunidades Autónomas, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, garantizan el 
ejercicio de las profesiones colegiadas de conformidad 
con lo dispuesto en las Leyes. 

El ejercicio de las profesiones colegiadas se realizará 
en régimen de libre competencia y, sin perjuicio de la le- 
gislación general aplicable, estará sujeto, en cuanto a la 
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observancia del citado régimen, a la Ley sobre Defensa de 
la Competencia y a la Ley sobre Competencia Desleal”. 

Dos. Se introduce un nuevo apartado 4 en el ar- 
tículo 2 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, reguladora 
de los Colegios Profesionales, que queda redactado de 
la siguiente forma: 

“4. Los acuerdos, decisiones y recomendaciones 
de los Colegios con trascendencia económica observa- 
rán los límites del artículo 1 de la Ley 16/1989 de 17 de 
julio de Defensa de la Competencia, sin perjuicio de que 
los Colegios puedan solicitar la autorización singular 
prevista en el artículo 3 de dicha Ley”. 

Tres. Se modifica el artículo 3.2 de la Ley 2/1974, 
de 13 de febrero, reguladora de los Colegios Profesio- 
nales,.que queda redactado de la siguiente forma: 

“2. Es requisito indispensable para el ejercicio de las 
profesiones colegiadas hallarse incorporado al Colegio 
correspondiente. Cuando una profesión se organice por 
Colegios Territoriales, bastará la incorporación a uno 
solo de ellos, que será el del domicilio profesional Único 
o principal, para ejercer en todo el territorio del Estado. 

No obstante, los Procuradores de los Tribunales de- 
berán residir en el territorio o demarcación judicial en la 
que hayan de actuar, debiendo en todo caso mantener 
despacho abierto en la misma localidad donde tuviera 
su sede el Juzgado o Partido Judicial en cuya circuns- 
cripción ejerzan la profesión, sin que puedan pertenecer 
a más de un Colegio Profesional”. 

Cuatro. Se introduce un nuevo apartado 3 en el ar- 
tículo 3 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, reguladora 
de los Colegios Profesionales, que queda redactado de 
la siguiente forma: 

“3. Quedan exonerados del requisito de la colegia- 
ción los titulados que ejerzan sus funciones con exclusi- 
vidad como personal al servicio de las Administracio- 
nes Públicas”. 

Cinco. Se introduce un nuevo apartado 4 en el ar- 
tículo 3 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, reguladora 
de los Colegios Profesionales, que queda redactado de 
la siguiente forma: 

“4. Cuando una profesión se organice por colegios 
de distinto ámbito territorial, los Estatutos Generales 
podrán establecer la obligación de los profesionales que 
ejerzan ocasionalmente en un territorio diferente al de 
colegiación de comunicar, a través del Colegio al que 
pertenezcan, a los Colegios distintos al de su inscrip- 
ción las actuaciones que vayan a realizar en sus demar- 
caciones, a fin de quedar sujetos a las competencias de 
ordenación, visado, control deontológico y potestad dis- 
ciplinaria, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 
anterior sobre los Procuradores de los Tribunales”. 

Seis. El apartado ñ) del artículo 5 de la Ley 2/1974, 
de 13 de febrero, reguladora de los Colegios Profesio- 
nales queda sin contenido. 

Artículo 81. Prestación de servicios profesionales al 
Estado. 

El Gobierno, previo informe de la Junta Superior de 
Precios y del Colegio Nacional o del Consejo de Cole- 
gios correspondiente, podrá establecer un baremo de 
honorarios con carácter orientativo, a fin de asegurar el 
interés público en los casos en que el ejercicio privado 
de la profesión se preste como consecuencia de un con- 
trato, convenio, concierto u otro régimen de colabora- 
ción con la Administración del Estado. 

Artículo 82. Aplicación de las normas de este Capí- 
tulo a las Comunidades Autónomas. 

Al amparo de los artículos 149. 1. 1” y 149. 1.18”. de 
la Constitución, tienen carácter de legislación básica los 
artículos 2.1; 2.4; 3.2 y 3.4 de la Ley 211974, de 13 de 
febrero, reguladora de los Colegios Profesionales. 

CAPITULO VI 

Acción administrativa en materia de Educación 

Artículo 83. Subvenciones a Confederaciones de 
Asociaciones de Padres de Alumnos de 
Centros Docentes. 

En la concesión de subvenciones destinadas a Confe- 
deraciones de Asociaciones de Padres de Alumnos de 
los Centros docentes, con cargo al crédito 
18.11.423C.482, el criterio principal a utilizar será el 
número de Asociaciones de Padres de Alumnos oficial- 
mente censadas en cada una de ellas. 

Artículo 84. Gestión de becas y ayudas. 

Con el fin de agilizar la gestión de los créditos, el Di- 
rector General del Tesoro y Política Financiera podrá 
autorizar la expedición de órdenes “a justificar” para el 
pago de las becas y ayudas al estudio concedidas por el 
Ministerio de Educación y Ciencia. 

Artículo 85. Ordenación de las enseñanzas de régi- 
men especial de música. 

Uno. Las enseñanzas de régimen especial de mú- 
sica establecidas en la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de oc- 
tubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, 
comprenderán dos grados, medio y superior, con la du- 
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ración, contenido y demás determinaciones para ellas 
establecidas en dicha Ley. 

A partir del año académico 1997-98 se proce- 
derá a la extinción año a año del grado elemental de las 
mencionadas enseñanzas de música. 

Tres. Las Administraciones educativas impulsarán 
medidas de fomento para la creación y consolidación de 
las escuelas específicas a que hace referencia el artículo 
39.5 de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, con el 
fin de garantizar la formación musical requerida para el 
acceso a los estudios profesionales en cualquiera de sus 
dos grados de aquellos alumnos que posean las necesa- 
rias capacidades. 

Dos. 

CAPITULO VI1 

Acción administrativa en materia 
de Telecomunicaciones. 

Artículo 86. Mandato al Gobierno para regular las re- 
des de Telefónica de España, S.A. 

El Gobierno regulará, en el plazo de seis meses, los re- 
quisitos técnicos y económicos del suministro a terceros, 
por Telefónica de España, S.A., en condiciones objetivas, 
transparentes y no discriminatorias, de las infraestnictu- 
ras de que disponga, y sean susceptibles de utilizarse para 
la prestación del servicio de televisión local por cable. 

DISPOSICIONES ADICIONALES 

Primera. Exención de las Administraciones Públicas 
de la obligación de prestar fianza en los con- 
tratos de arrendamiento que formalicen 
como arrendatarios. 

Se añade un número 6 al artículo 36 de la Ley 
29/1994, de 24 de noviembre, sobre Arrendamientos 
Urbanos, con la siguiente redacción: 

“6. Quedan exceptuadas de la obligación de prestar 
fianza la Administración General del Estado, las Admi- 
nistraciones de las Comunidades autónomas y las enti- 
dades que integran la Administración Local, así como 
los Organismos Autónomos dependientes de ellas y las 
Entidades de Derecho público creadas al amparo del ar- 
tículo 6.5 del texto refundido de la Ley General Presu- 
puestaria que ejerzan potestades públicas en sus relacio- 
nes con terceros, cuando la renta haya de ser satisfecha 
con cargo a sus respectivos presupuestos”. 

Segunda. Ordenación bancaria: revocación de la auto- 
rización de las entidades de crédito. 

Se modifica el artículo 57 bis de la Ley de Ordena- 
ción Bancaria, de 31 de diciembre de 1946, en la redac- 

ción dada por la Ley 3/1994, de 14 de abril, en los si- 
guientes aspectos: 

1. En el apartado 1, la actual letra f) pasa a ser g), 
dándose a la letra f) la siguiente redacción: 

‘‘0 Si la entidad es excluida del Fondo de Garantía 
de Depósitos al que esté adscrita”. 

2. El apartado 2 queda redactado como sigue: 

“El Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro 
de Econom’a y Hacienda, será competente para acordar 
la revocación. No obstante, corresponderá la competen- 
cia a este último en los casos de renuncia, exclusión del 
Fondo de Garantía de Depósitos al que esté adscrita una 
entidad de crédito, y revocación de la autorizackjn de 
una sucursal de una entidad extranjera por habérsele 
sido retirada la autorización por su autoridad supervi- 
sora”. 

3. El apartado 4 queda redactado como sigue: 

“La revocación de la autorización llevará implícita la 
disolución de la entidad y la apertura del período de li- 
quidación que se desarrollará conforme a las normas y 
estatutos por los que se rija aquélla”. 

Tercera. Acceso indebido a las bases de datos y fiche- 
ros automatizados de las Administraciones 
Públicas 

Se calificará como falta grave el acceso indebido a 
las bases de datos y ficheros automatizados de las Ad- 
ministraciones Públicas, siempre que por las circunstan- 
cias que concurran en el mismo no constituyan falta 
muy grave conforme a la legislación vigente. La falta se 
sancionará de conformidad con las normas reguladoras 
del régimen disciplinario de los funcionarios públicos o 
con lo dispuesto en el Convenio Colectivo que resulte 
de aplicación, según cual fuese la naturaleza jurídica de 
la relación que vincule al infractor con la correspon- 
diente Administración Pública. Todo ello sin perjuicio 
de lo dispuesto en la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de oc- 
tubre, de regulación del tratamiento automatizado de los 
datos de carácter personal. 

Cuarta. Agilización de los expedientes de contrata- 
ción. 

En la tramitación de los expedientes de contratación 
referentes a obras de infraestructura se dispensará del 
requisito previo de disponibilidad de los terrenos, pre- 
visto en el artículo 129 de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, sin perjuicio de que la ocu- 
pación efectiva de aquéllos no se realice hasta que se 
haya formalizado el acta de ocupación. 

- 45 - 



CONGRESO 13 DE OCTUBRE DE 1995.-sERIE A. NÚM. 137-1 

A estos efectos se entenderá por obras de infraestruc- 
tura las de carreteras, obras hidráulicas, ferrocarriles, 
puertos y aeropuertos y otras obras análogas. 

Quinta. Modificación de la Ley 1311986, de Fomento 
y Coordinación general de la Investigación 
Científica y Técnica. 

Se autoriza al Consejo Superior de Investigaciones 
Científicas a celebrar contratos “ad honorem”, de natu- 
raleza jurídico-administrativa, por un periodo máximo 
de cinco años, con aquellos Profesores de Investigación 
que, habiendo alcanzado la edad de jubilación pres- 
tando servicio en el Consejo Superior de Investigacio- 
nes Científicas, reúnan los requisitos de capacidad y 
mérito que reglamentariamente se establezcan. 

Sexta. Cambio de moneda extranjera en estableci- 
mientos abiertos al público. 

Uno. Las operaciones de cambio de moneda ex- 
tranjera, cualquiera sea su denominación, son libres, sin 
más límites que los establecidos en las leyes, y con su- 
jeción a lo previsto en el Real Decreto 1816/1991, de 20 
de diciembre y en sus normas de desarrollo. 

No obstante, la actividad profesional ejercida por 
personas físicas o jurídicas distintas de las entidades de 
crédito, descrita en el apartado siguiente, queda sujeta a 
autorización del Banco de España, a quien corresponde 
su supervisión y control. 

Las personas físicas o jurídicas, distintas de 
las entidades de crédito, que tengan como actividad ex- 
clusiva o complementaria de su negocio la realización, 
en oficinas abiertas al público, de operaciones de com- 
pra o venta de billetes extranjeros y cheques de viajeros 
y/o gestión de transferencias a o del exterior a través de 
entidades de crédito, deberán obtener la previa autoiza- 
ción de Banco de España para el ejercicio de la citada 
actividad e inscribirse en el “Registro de establecimien- 
tos de cambio de moneda” a cargo de dicha Institución. 

Para obtener y conservar la mencionada autorización 
será necesario que los titulares o responsables de la ac- 
tividad cuenten con reconocida honorabilidad comer- 
cial y profesional, en los términos que se establezcan re- 
glamentariamente. 

Asimismo reglamentariamente se establecerá la exi- 
gencia de especiales requisitos de naturaleza societaria a 
los establecimientos que realicen operaciones de venta de 
billetes extranjeros o gestión de transferencias al exterior. 

El régimen sancionador aplicable a los titula- 
res de establecimientos de cambio de moneda así como 
a sus administradores y directivos, será el establecido 
en el Título 1 de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre 
Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito, 
con las adaptaciones que reglamentariamente se esta- 
blezcan atendiendo a la especial naturaleza de sus fun- 
ciones, siéndoles de aplicación el Real Decreto 

Dos. 

Tres. 

2119/1993, de 3 de diciembre, en cuanto a normas de 
procedimiento. 

Las referencias de la citada Ley a las entidades de 
crédito, se entenderán hechas a los titulares de los esta- 
blecimientos de cambio de moneda tanto sean personas 
físicas como jurídicas. 

Sin perjuicio de lo que antecede será competente 
para instruir los pertinentes expedientes y para imponer 
las sanciones, cualquiera que sea su graduación, el 
Banco de España. 

A las personas físicas o jurídicas, distintas 
de las entidades de crédito, que sin estar inscritas en los 
Registros correspondientes del Banco de España efec- 
túen en establecimientos abiertos al público operacio- 
nes de cambio de moneda extranjera u ofrezcan al pú- 
blico la realización de las mismas, les será de aplicación 
lo previsto en la disposición adicional décima de la Ley 
2611988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención 
de las Entidades de Crédito, con las adaptaciones que 
reglamentariamente se establezcan. 

Sin perjuicio de las habilitaciones específi- 
cas contenidas en esta disposición adicional, se faculta 
al Gobierno con carácter general para desarrollar sus 
preceptos regulando, a tal fin, el régimen aplicable a la 
actividad de cambio de moneda extranjera. 

Cuatro. 

Cinco. 

Séptima. Garantía del Estado para obras de interés 
cultural. 

Uno. El apartado 3 de la disposición adicional no- 
vena de la Ley 16/1985 de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español queda redactado en la siguiente forma: 

“3. El otorgamiento del compromiso del Estado se 
acordará para cada caso por el Ministerio de Cultura a 
solicitud de la entidad cesionaria. 

En dicho acuerdo se precisará la obras u obras a que 
se refiere, la cuantía, los requisitos de seguridad y pro- 
tección exigidos y las obligaciones que deban ser cum- 
plidas por los interesados. 

El límite máximo del compromiso que se otorgue a 
una obra o conjunto de obras para su exhibición en una 
misma exposición, así como el límite del importe total 
acumulado de los compromisos otorgados por el Estado 
se establecerán anualmente mediante Ley”. 

Dos. De acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3 
de la disposición adicional novena de la Ley 16/1985 de 
25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, el im- 
porte acumulado a 3 1 de diciembre de 1996 de los com- 
promisos otorgados por e1,Estado respecto a todas las 
obras o conjuntos de obras cedidas temporalmente para 
su exhibición en instituciones de competencia exclusiva 
del Ministerio de Cultura y sus organismos autónomos 
no podrá exceder de 30.000 millones de pesetas. 

El límite máximo de los compromisos específicos 
que se otorguen por primera vez en 1996 para obras o 
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conjuntos de obras-destinadas a su exhibición en una 
misma exposición será de 10.000 millones de pesetas. 

Octava. Contrato de préstamo con Radiotelevisión 
Española. 

En el Anexo V de la Ley 41/1994, de 30 de diciem- 
bre, de Presupuestos Generales del Estado para 1995 y 
en el contrato de préstamo concedido el 22 de diciembre 
de 1993 al Ente Público Radiotelevisión Española por 
un sindicato de bancos, encabezado por Bank of Ame- 
rica International Limited, por un importe equivalente a 
16.393 millones de pesetas, la fecha de vencimiento de 
22 de diciembre de 1998 se sustituye por la de 31 de 
enero de 1999, fecha real del vencimiento de la opera- 
ción. 

Novena. Ampliación del plazo de las cuentas vi- 
vienda. 

En 1996 el Gobierno modificará el Reglamento del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, am- 
pliando el plazo previsto para las cuentas vivienda de 
cuatro a cinco años. 

Este nuevo plazo será de aplicación a las cuentas vi- 
vienda abiertas a partir del l de enero de 1996, así como 
a aquellas que a la entrada en vigor de esta Ley no hu- 
biesen agotado el plazo de cuatro años previsto ante- 
riormente. 

Décima. Correos y Telégrafos. 

Se añade un apartado cinco al artículo 99 de la Ley 
31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Genera- 
les del Estado para 1991, que queda redactado de la si- 
guiente forma: 

“Cinco. Las infracciones delas normas de ordena- 
ción de los servicios postales se clasifican en muy gra- 
ves, graves y leves. Se considera infracciones muy gra- 
ves, que se sancionarán con multa de 1.000.001 pesetas 
hasta diez millones de pesetas, las siguientes: 

a) La prestación de servicios postales reservados a 
la prestación exclusiva por el Organismo Autónomo 
“Correos y Telégrafos”. Serán servicios reservados los 
establecidos en el artículo 99 de la Ley 31/1990, de 27 
de diciembre, con excepción de los servicios a que se 
refiere el artículo 10.b) de la Ordenanza Postal apro- 
bada por Decreto 1113/1960, de 19 de mayo, que se so- 
meterán al régimen general de prestación de los demás 
servicios postales. 

La prestación de los servicios postales no reser- 
vados en exclusiva al Organismo Autónomo “Correos y 
Telégrafos” sin autorización administrativa, cuando sea 

b) 

legalmente exigible, así como la prestación de servicios 
distintos de los autorizados. 

El incumplimiento de las condiciones esenciales 
de las autorizaciones de servicios postales. 

La negativa a ser inspeccionado o la obstrucción 
y resistencia a la inspección administrativa. 

La interceptación sin autorización de envíos 
postales, así como la vulneración del secreto de la co- 
rrespondencia. 

Las infracciones muy graves, en atención a sus cir- 
cunstancias, podrán dar lugar a la revocación de la auto- 
rización administrativa para la prestación del servicio 
por el infractor. 

c) 

d) 

e) 

Se consideran infracciones graves, que se sanciona- 
rán con multa de 50.001 pesetas hasta un millón de pe- 
setas las siguientes: 

a) El incumplimiento de las condiciones de las au- 
torizaciones para la prestación de servicios postales, 
siempre que no deba considerarse como falta muy 
grave. 

La alteración o manipulación de las máquinas 
destinadas al franqueo o a la contabilización de los en- 
víos postales a través del Organismo Autónomo “Co- 
rreos y Telégrafos”, así como la elaboración de docu- 
mentos para obtener fraudulentamente, alterar, o susti- 
tuir autorizaciones administrativas. 

El incumplimiento de las obligaciones regla- 
mentarias en la utilización de máquinas franqueadoras o 
en la utilización de servicios postales que se celebren al 
amparo de contratos celebrados con el Organismo Au- 
tónomo “Correos y Telégrafos” o precisen de acuerdos 
de admisión, cuando pueda dar lugar a grave fraude el 
franqueo. 

d) La negativa u obstrucción a la actuación de los 
servicios de inspección cuando no se den las circunstan- 
cias que permitan calificarlas como graves. 

b) 

c) 

La comisión de infracciones graves previstas en las 
letras b) y c) del párrafo anterior podrán dar lugar a la 
denegación de la prestación por el Organismo Autó- 
nomo “Correos y Telégrafos” del servicio en los ténni- 
nos de acceso o franqueo de que se trate. 

Se consideran infracciones leves, que se sancionarán 
con multa de hasta 50.000 pesetas: 

a) No facilitar los datos requeridos por la Adminis- 
tración cuando resulten exigibles conforme a lo previsto 
por la normativa reguladora de los servicios postales. 

La insuficiencia de franqueo o el franqueo no 
reglamentario, el uso ilícito de los servicios postales 
prestados por el Organismo Autónomo “Correos y Te- 
légrafos”, siempre,que no deba calificarse como 
grave. 

No constituirá infracción administrativa la insufi- 
ciencia de franqueo o el franqueo no reglamentario, 
cuando no se deduzca el carácter habitual de estos actos 

b) 
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o no se observare intencionalidad en el uso ilícito del 
servicio. 

c) Cualquier otra infracción de la normativa de or- 
denación de los servicios postales que süponga un in- 
cumplimiento de las obligaciones establecidas para los 
prestadores y usuarios de tales servicios, que no deba 
ser considerada como grave. 

La competencia para la imposición de las sanciones 
corresponderá al Ministro de Obras Públicas, Transpor- 
tes y Medio Ambiente si se trata de infracciones muy 
graves, al Secretario General de Comunicaciones, si se 
trata de infracciones graves y al Subdirector General de 
Ordenación de las Comunicaciones Postales y Telegrá- 
ficas si se trata de infracciones leves". 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. Referencia Catastral. 

La aplicación de lo establecido en la Sección 1 del 
Capitulo IV del Título 1 de esta ley a los bienes inmue- 
bles rústicos comenzará a exigirse el día 1 de enero de 
1997. 

Hasta la fecha indicada, la referencia que en la Sec- 
ción Primera del Capítulo IV del Título 1 de esta Ley se 
hace a los bienes inmuebles, se entenderá realizada ex- 
clusivamente a los bienes inmuebles urbanos enumera- 
dos en el artículo 62 de la Ley Reguladora de las Ha- 
ciendas Locales. 

Segunda. Colegios Profesionales. 

Uno. En el plazo de un año desde la entrada en vi- 
gor de esta Ley, los Consejos Generales o Colegios de 
ámbito Nacional procederán a reformar los Estatutos 
Generales para adaptarlos a la presente Ley, debiendo 
ser aprobados por el Gobierno a través del Ministerio 
competente. 

Transcurrido el plazo a que se refiere el apar- 
tado anterior sin que haya tenido lugar la adaptación re- 
ferida quedarán sin efecto aquellos preceptos de los Es- 
tatutos Generales que se opongan o resulten contrarios a 
lo establecido en la presente Ley. 

Hasta que se produzca la aprobación de la ta- 
bla de honorarios orientativos prevista en la Disposi- 
ción Adicional Única de la Ley 2/1974, continuarán 
siendo de aplicación para las finalidades previstas en el 
mismo los honorarios que estuvieren en vigor a la pro- 
mulgación de la presente Ley. Dichos honorarios ten- 
drán en todo caso carácter orientativo. 

Dos. 

Tres. 

Tercera. Central de Información de Riesgos. 

No obstante lo establecido en el artículo 56 de la 
Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las 
Haciendas Locales, en tanto por Orden del Ministro 

de Economía y Hacienda no se disponga lo contrario, 
la gestión de la Central de Riesgos de las Corporacio- 
nes Locales se llevará a cabo por el Banco de Crédito 
Local. 

Cuarta. Transporte público regular de viajeros en el 
ámbito de la Comunidad Autónoma de Ca- 
narias. 

El contrato-programa previsto en la Disposición 
Transitoria Decimocuarta de la Ley 42/1994, de 30 de 
diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del 
orden social, en orden a las especificidades que concu- 
rren en el transporte regular de viajeros en el ámbito de 
la Comunidad Autónoma de Canarias, en razón de las 
previsiones contenidas en el artículo 8 de la Ley 
19/1994, de Modificación del Régimen Económico y 
Fiscal de Canarias, surtirá sus efectos desde el día pri- 
mero de enero de 1996. 

Hasta la entrada en vigor del mismo, se seguirán 
percibiendo por las Instituciones previstas en las dife- 
rentes Leyes de Presupuestos Generales del Estado las 
subvenciones que hayan devengado con cargo al cré- 
dito global consignado en los respectivos presupuestos 
y destinado a financiar las ayudas del Estado al trans- 
porte colectivo urbano cualquiera que sea la modali- 
dad o forma de gestión del servicio debiendo tener, en 
su caso, la consideración de entregas a cuenta a dedu- 
cir de los compromisos adquiridos por el Estado en 
virtud de aquél. 

DISPOSICI~N DEROGATORIA ÚNICA 

Uno. Queda derogado el artículo 10 del Texto Re- 
fundido de Ley de Clases Pasivas del Estado, apro- 
bado por Real Decreto legislativo 670/1987, de 30 de 
abril. 

Quedan derogados los artículos 36 y 47 
apartados 3" y 4" de la Ley 33/1971, de Emigración; y 
el artículo 33.4 de la Ley 8/88, de 7 de abril, sobre in- 
fracciones y sanciones en el orden social 

Quedan derogadas la Ley 13/71, de 19 de 
junio, sobre Organización y Régimen del Crédito Ofi- 
cial y el artículo 127 de la ley 33/87, de 23 de diciem- 
bre, de Presupuestos Generales del Estado. 

Se deroga la Disposición Transitoria 
Cuarta de la Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de las 
Cámaras de Comercio, Industria y Navegación, que 
establecía un período transitorio para la aplicación de 
las alícuotas de la exacción cameral sobre la renta de 
los empresarios individuales y sobre las cuotas del Im- 
puesto sobre Sociedades, aplicándose a este respecto 
lo establecido en el artículo 12 de la citada Ley 

Queda derogado el artículo Primero.Dos 
referente al Impuesto sobre el Valor Añadido conte- 
nido en el Real Decreto-Ley 7/1993, de 21 de mayo. 

Dos. 

Tres. 

Cuatro. 

Cinco. 
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Seis. Quedan derogados los artículos 36, 37, 42, 
43, 44, 55 y 56 de la Ley 25/1970, de Estatuto de la 
Viña, del Vino y de los Alcoholes, así como los artícu- 
los 36, 37, 38, 42, 43, 44, 55, apartados 1.1 y 1.6 del 
artículo 56.1, apartados A) 5 y C) 4 del artículo 62 y 
los Anexos 4 y 6 del Decreto 835/1972, de 23 de 
marzo, por el que se aprueba el Reglamento de la ci- 
tada Ley. 

Siete. Queda suprimido el concepto «lo) Ingreso 
en hoteles, fondas, casas de huéspedes, pensiones, 
hosterías y establecimientos similares» incluido en la 
Tarifa segunda del Decreto 55 1/1960, de 24 de marzo, 
por el que se convalidan las tasas por «Reconocimien- 
tos, autorizaciones y concursos”. 

Queda suprimida la tasa 21.11 ‘‘Canon de 
higiene pecuaria” y derogado el Decreto 498/1960, de 
17 de marzo, que la convalidó. 

Nueve. Quedan derogadas cuantas disposiciones 
se opongan a lo establecido en la presente Ley. 

Ocho. 

DISPOSICIONES FINALES 

Primera. Derechos Pasivos. 

Se faculta a los Directores Generales de Costes de 
Personal y Pensiones Públicas del Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda y de Personal del Ministerio de De- 
fensa para regular mediante Resolución en el ámbito 
de sus respectivas competencias el procedimiento de 
reconocimiento de los derechos pasivos del personal a 
que se refiere el artículo 55 de la presente Ley 

Segunda. Referencia Catastral. 

Se autoriza al Ministerio de Economía y Hacienda 
para que adapte los modelos de declaración o autoli- 
quidación de los impuestos que se refieran o afecten a 
bienes inmuebles a lo establecida en la Sección Pri- 
mera del Capítulo IV del Título 1 de esta Ley. 

Tercera. Adecuación de las retribuciones del perso- 
nal de cupo de atención primaria. 

Se faculta al Gobierno para regular la sustitución de 
la retribución a los facultativos por cq-tilla, por el pago 
por Tarjeta Individual Sanitaria. 

Cuarta. Gestión de créditos presupuestarios en mate- 
ria de Clases Pasivas. 

Se prorroga durante 1996 la facultad conferida en la 
disposición final tercera de la Ley 39/1992, de 29 de di- 
ciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1993. 

Quinta. Instituto de Crédito Oficial. 

El Gobierno en el plazo de seis meses regulará, pre- 
vio informe favorable del Ministerio de Economía y 
Hacienda, aquellos aspectos del Instituto de Crédito 
Oficial no contemplados en la presente Ley y en espe- 
cial lo relativo a sus Órganos de Gobierno y Administra- 
ción, resultados y compensaciones 

En tanto el Gobierno no dicte el Real Decreto a que 
se refiere el apartado anterior, el Instituto de Crédito 
Oficial conservará la organización existente a la entrada 
en vigor de esta Ley. 

Sexta. Desarrollo reglamentario 

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas Disposi- 
ciones sean necesarias para la ejecución y desarrollo de 
la presente Ley. 

Séptima. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor el día 1 de enero de 
1996. 
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